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Procede el Despacho a resolver, sobre la aprobación de la liquidación del crédito, 
respecto de la allegada por la parte ejecutante en el folio 133 del expediente, como pasa 
a exponerse. 
 
La señora Rosa Antina Suárez de Parra, solicitó se librara el mandamiento ejecutivo, por 
las siguientes sumas: 
 

“(…) 
1.1. Por la suma de CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL SETECIENTOS 
SESENTA Y OCHO PESOS ($4.848.768) por concepto de INDEXACIÓN. 
 
1.2. Por la suma de SESENTA Y CINCO MILLONES TRESCIENTOS VEINTE MIL TRESCIENTOS 
OCHENTA PESOS CON SESENTA Y NUEVE CENTAVOS ($65.320.380,69), por concepto de 
INTERESES CORRIENTES Y MORATORIOS DEL ARTICULO 176 Y 177 C.C.A 
(…)”1 

 

Por Auto del 8 de septiembre de 2017, el entonces  titular del Despacho, procedió a librar 
mandamiento de pago por las siguientes sumas, así: 
 

“Primero. LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO a favor de la señora ROSA ANTINA SUÁREZ DE 
PARRA y en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por la siguiente suma de dinero: 
 
1.1. Por $4.848.768 M/cte equivalente al monto adeudado en razón a la diferencia en el concepto de 
indexación, como se expuso en la parte considerativa de esta providencia. 
 
1.2. Por $67.320.380,69 M/cte equivalente al monto adeudado en razón a la diferencia por concepto de 
intereses moratorios, como se expuso en la parte considerativa de esta providencia. 
 
Segundo.- NOTIFÍQUESE personalmente a la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o a la 
persona delegada para el efecto, de conformidad con el artículo 612 del Código General del Proceso, 
que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 y remite al artículo 197 Ibídem. 
 
 Tercero.- Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, atendiendo lo preceptuado en 
el artículo 199 ibídem. 
 Cuarto.- Notifíquese personalmente a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado de 
conformidad con el inciso final del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 
Código General del Proceso.  
 
Quinto.- De conformidad con lo dispuesto en el Dto. 2857 de 12 de diciembre de 1989 y Artículo 171 
numeral. 4º del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se señala la 
suma de OCHENTA MIL PESOS ($80.000) m/cte., para los gastos del proceso, los cuales deberán ser 

                                                 
1 Ver folio 46 
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consignados en la cuenta de Ahorros No. 40070027691-9 del Banco Agrario de Colombia Convenio: 
11638 dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación por estado de esta providencia, so pena 
de dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 ibídem. 
(…)”2 

 

En la Audiencia Inicial realizada el 27 de febrero de 2018, se declaró parcialmente 
probada la excepción de PAGO, y se ordenó seguir adelante con la ejecución, por la 
suma de $1.059.932,86, por concepto de indexación, y $44.304.882,25, por concepto de 
intereses moratorios (fl. 82 a 93). 
 
Por su parte, el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección B, en providencia del 31 de enero de 2019, con ponencia del Magistrado, Dr. 
Alberto Espinosa Bolaños, confirmó la sentencia proferida por este Despacho, realizando 
las siguientes precisiones: 
 

“Que de acuerdo a los intereses, la Sala pone de presente a la parte ejecutante que de acuerdo a lo 
evidenciado en la providencia proferida, se estima que el a quo tomó los tiempos reconocidos en la 
Resolución N° 2602 del 4 de mayo de 2015 (fl. 11), que dio cumplimiento, en principio, a la providencia 
título base de recaudo, lo que implica el periodo final hasta la fecha de expedición, empero, el pago 
efectivo se dio hasta el 31 de julio de 2015, esto es, 2 ,eses y 27 día después, como se evidencia del 
comprobante N° 20150731088548 (fl.41). 
 
Ahora bien, sobre la indexación y los intereses moratorios, la postura o jurisprudencia de esta Sala 
(como la proferida por el Consejo de Estado) ha establecido que estos conceptos no son compatibles, 
toda vez que los intereses moratorios comportan en sí mismos no solo la corrección monetaria, para 
evitar la devaluación de la moneda, sino que además contienen un componente indemnizatorio, lo que 
no permite si indexación, pues dentro del valor de la mora se encuentran la indexación y la 
indemnización por el daño causado al acreedor; lo anterior, es una situación que debe ser tenida en 
cuenta siempre que deba liquidarse el crédito ya sea al presentarse la demanda, como en la etapa 
procesal correspondiente. 
 
En este punto, la Sala considera pertinente establecer que lo anterior se aplica en las solicitudes de 
reconocimiento de intereses moratorios, pues como se pone de presente en las providencias título base 
de recaudo, las mesadas o capitales que deban reconocerse son objeto de indexación e intereses del 
caso. 
 
Así las cosas, como consecuencia de todo lo anterior, la Sala debe expresar lo siguiente: en primer 
lugar, la entidad reconoció en debida forma la indexación de los valores ordenados por la providencia 
título base de recaudo, por lo tanto, este es un valor que no debe ser reconocido en el procedimiento 
ejecutivo, ahora, como se indicó previamente, no es dable el reconocimiento de la indexación de 
intereses moratorios, sin embargo, en esta instancia no puede modificarse dicha situación en virtud de 
la non reformatio in pejus, pues la parte accionante es la apelante única.”3 

 
En atención a lo ordenado, en Auto de fecha 8 de julio de 2019 (fl. 126), a través del cual 
se dio cumplimiento a lo dispuesto por el Superior ,se ordenó a las partes la práctica de 
la liquidación del crédito, entre otros, así en el folio 133 del plenario, obra la liquidación 
del crédito presentada por el apoderado de la parte ejecutante, atendiendo a lo dispuesto 
por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca y los parámetros establecidos en la 
que ordenó seguir adelante con la ejecución, arrojándole un valor adeudado de 
$55.296.852,63, por concepto de intereses moratorios. 
 

Una vez se descorrió el traslado a la entidad demandada (fl. 134), ésta guardó silencio. 
 
Ahora bien, se procede a la verificación de la liquidación presentada, así: 
 
En primer lugar, se atenderá lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección, B, en la providencia del 31 de enero de 
2019, en el sentido de no tener en cuenta el valor de la indexación ordenada por este 
Despacho, por cuanto se trata de un valor incompatible con los intereses moratorios, y 

                                                 
2 Ver folios 52 y 53 
3 Ver folios 107 a 109 



3 

 

que a su vez se encuentra inmerso en los mismos, razón por la cual se revisará 
únicamente lo concerniente al valor adeudado de los intereses moratorios. 
 
La ejecutante presentó liquidación del crédito, solo en relación con los intereses 
moratorios, y la misma fue tomada con el capital base de liquidación establecido por el 
Despacho en la Sentencia emitida el 27 de febrero de 2018, esto es, $293.680.150,00, 
desde el 14 de enero de 2014 al 30 de junio de 2015, para un total de $55.296.852,63. 
 
Verificada la anterior liquidación, se observa que efectivamente se tomó la base de 
liquidación correspondiente, esto es, $293.680.150,00, el cual incluye diferencias 
adeudadas e indexación, sin embargo, el Despacho al realizar la liquidación de los 
intereses moratorios, tomando como base el capital indexado, antes señalado, y 
realizando las operaciones aritméticas pertinentes, arrojó los siguientes valores:  
 

LIQUIDACIÓN INTERESES DE MORA 

PERIODO ENTRE EL 15 DE ENERO DE 2014 (día siguiente a la ejecutoria) AL 30 DE JUNIO DE 
2015 (mes anterior al pago) 

PERÍODO DE 
INTERÉS DE 

MORA 

VALOR DEL 
CAPITAL 

RECONOCIDO 

TASA DE 
INTERÉS 

EFECTIVO 
ANUAL 

MORATORIA 

TASA DE 
INTERÉS 
DE MORA 

PERIÓDICA 
DIARIA 

No. DE 
DÍAS DE 
MORA 

VALOR DE 
INTERESES EN 

PESOS POR CADA 
PERÍODO 

ene-14 $293.680.150,00 19,65% 0,07080% 17  $3.534.584,59 

feb-14 $293.680.150,00 19,65% 0,07080% 28  $5.821.668,74 

mar-14 $293.680.150,00 19,65% 0,07080% 31  $6.445.418,96 

abr-14 $293.680.150,00 19,63% 0,07073% 30  $6.231.904,70 

may-14 $293.680.150,00 19,63% 0,07073% 31  $6.439.634,86 

jun-14 $293.680.150,00 19,63% 0,07073% 30  $6.231.904,70 

jul-14 $293.680.150,00 19,33% 0,06978% 31  $6.352.712,47 

ago-14 $293.680.150,00 19,33% 0,06978% 31  $6.352.712,47 

sep-14 $293.680.150,00 19,33% 0,06978% 30  $6.147.786,26 

oct-14 $293.680.150,00 19,17% 0,06927% 31  $6.306.230,13 

nov-14 $293.680.150,00 19,17% 0,06927% 30  $6.102.803,35 

dic-14 $293.680.150,00 19,17% 0,06927% 31  $6.306.230,13 

ene-15 $293.680.150,00 19,21% 0,06940% 31  $6.317.858,81 

feb-15 $293.680.150,00 19,21% 0,06940% 28  $5.706.453,12 

mar-15 $293.680.150,00 19,21% 0,06940% 31  $6.317.858,81 

abr-15 $293.680.150,00 19,37% 0,06991% 30  $6.159.018,94 

may-15 $293.680.150,00 19,37% 0,06991% 31  $6.364.319,58 

jun-15 $293.680.150,00 19,37% 0,06991% 30  $6.159.018,94 

TOTAL $ 109.298.119,56 

VALOR PAGADO POR LA ENTIDAD $67.774.843,00 

TOTAL ADEUDADO $41.523.276,56 

 
De esta manera, se tendrá como liquidación del crédito la anteriormente señalada, la cual, 
arroja a favor de la ejecutante, señora ROSA ANTINA SUÁREZ DE PARRA, un total de 
CUARENTA Y UN MILLONES QUINIENTOS VEINTITRÉS MIL DOSCIENTOS 
SETENTA Y SEIS PESOS CON CINCUENTA Y SEIS ($41.523.276,56).  
 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 
SEGUNDA-,   
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RESUELVE 
 
PRIMERO: MODIFICAR la liquidación del crédito, presentada por la parte ejecutante, 
conforme con lo expuesto en precedencia. 
 
SEGUNDO: APROBAR la liquidación elaborada por este Despacho, en la suma de 
CUARENTA Y UN MILLONES QUINIENTOS VEINTITRÉS MIL DOSCIENTOS 
SETENTA Y SEIS PESOS CON CINCUENTA Y SEIS CENTAVOS ($41.523.276,56), a 
favor de la ejecutante, señora ROSA ANTINA SUÁREZ DE PARRA, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 21.054.244. 
 
TERCERO: Conminar a las partes para que, en cada caso, adelanten sin demora las 
gestiones pertinentes a fin de dar cumplimiento a la presente providencia, en especial, al 
representante legal de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, habida cuenta que tanto el inciso 7° del artículo 
192, como parágrafo 1° in fine del artículo 195 de la Ley 1437 de 2011, advierten 
perentoriamente a las autoridades sobre la responsabilidad penal, disciplinaria, fiscal y 
patrimonial que acarrea el incumplimiento de las disposiciones sobre los créditos 
judicialmente reconocidos. 
 
CUARTO: En firme este proveído, por Secretaría envíese copia de esta providencia al 
representante legal de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, para los efectos legales pertinentes. 
 
QUINTO: Se REQUIERE a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a fin de que 
se sirva designar apoderado judicial, para la defensa de los intereses de la entidad, 
en razón a que fue aceptada la renuncia presentada por la Dra. Diana Maritza Tapias 
Cifuentes, por Auto del 8 de julio de 2019. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

ECB 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

Firmado Por: 

 

GUERTI  MARTINEZ OLAYA  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

D.C., -SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 539 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020). 

 
REFERENCIA:  Exp. N y R. 11001-3335-007-2019-00-464-00 
 

DEMANDANTE: 
 

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES 

 

DEMANDADO: 
 

ISABEL RAMÍREZ MAHECHA – ASEGURADO MIGUEL ÁNGEL 
HERNÁNDEZ PIZAN.  

 

La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

instauró demanda contra la señora ISABEL RAMÍREZ MAHECHA en calidad de 

cónyuge del señor HERNÁNDEZ PIZAN MIGUEL ÁNGEL (Q.E.P.D), con las 

siguientes pretensiones: 

 

“PRIMERA: Se declare la nulidad de la Resolución sub 97456 de 11 de abril de 2018, 
reconoció una pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del (a) señor (a) 
HERNANDEZ PIZAN MIGUEL ANGEL a favor de la señora RAMIREZ MAHECHA 
ISABEL, identificado (a) con cedula de ciudadanía No. 41.742.302, en cuantía de 
$781,242, en calidad de cónyuge del señor HERNANDEZ PIZAN MGUEL ANGEL por 
cuanto no se encuentra acreditado el requisito preceptuado en el artículo 47 de la LEY 
100 de 1993, modificada por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 
 
SEGUNDA: Como consecuencia de lo anterior, se declare nulo el reconocimiento de la 
pensión de sobrevivientes y se declare que la señora RAMIREZ MAHECHA ISABEL, no 
tiene derecho a la pensión de sobreviviente en tanto no logró acreditar el requisito de 
convivencia contenido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 
13 de la Ley 797 de 2003. 
 
TERCERA: A título de restablecimiento del derecho, ordenar a la señora RAMIREZ 
MAHECHA ISABEL el reintegro de los valores cancelados por concepto de mesada 
pensional, equivalente a $ 14.296.726, correspondiente a los periodos de del 1 de 
febrero de 2018 al 30 de mayo de 2019 a favor de la Administradora Colombiana de 
Pensiones – Colpensiones. 
 
CUARTA: A título de restablecimiento del derecho, ordenar a la señora RAMIREZ 
MAHECHA ISABEL, la actualización de los valores adeudados, de acuerdo con el 
aumento del IPC correspondiente, de acuerdo con lo reglado en el artículo 187 de la Ley 
1437 de 2011, hasta tanto se haga efectivo el pago. 
 
QUINTA: Condene en costas a la señora RAMIREZ MAHECHA ISABEL. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Revisado el expediente, el Despacho observa que la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa, no es la competente para conocer del presente asunto, teniendo en 



cuenta que el conflicto jurídico que se somete a su conocimiento, versa sobre el 

reconocimiento de una pensión de vejez a un trabajador particular, y que con 

ocasión del fallecimiento  del  titular,  se le reconoció pensión de sobrevivientes a  

la  demandante. 

 

Así entonces, según las pruebas solicitadas y allegadas al plenario (Fls. 43 a 45 y 

Vto), se evidencia, que el señor Miguel Ángel Hernández Pinzón, identificado en 

vida con la cédula de ciudadanía No. 5.258.771, y de quien se adujo fue el 

cónyuge de la señora Isabel Ramírez Mahecha identificada con cédula de 

ciudadanía No. 41.742.302,  prestó sus servicios para la empresa “carrocerías 

Capri LTDA”, ostentando la calidad de trabajador particular.  

 

Así entonces, se tiene que, el numeral 4° del artículo 104 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispone lo 

siguiente:  

 
“Articulo 104. De la Jurisdicción Contenciosa Administrativa: está instituida para 

conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, 
sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o 
los particulares cuando ejerzan función administrativa. 

 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y 
el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. Resaltado del Despacho. 

 
Por su parte, el artículo 105 de la misma normatividad expresamente exceptuó los 

asuntos que no conoce la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, entre los 

cuales, merecen destacar las controversias de carácter laboral surgidas entre las 

entidades públicas y los trabajadores oficiales.  

 

A su vez, el artículo 155 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, señala las reglas para establecer la competencia de 

los Juzgados Administrativos, así:  

 
"Artículo 155. Competencia de los Jueces Administrativos en primera instancia. 
Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
1. (…) 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes”. Resaltado del Despacho. 

 
 

https://leyes.co/constitucion.htm


De otro lado, el numeral 4° del artículo 2° de la Ley 712 de 2011, que modifica el 

Código de Procedimiento de Procedimiento Laboral, determinó que las 

controversias contractuales referentes al Sistema de Seguridad Integral, que se 

susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleados y las entidades 

administradoras o prestadoras, cualquiera sea la naturaleza de la relación jurídica 

y de los actos jurídicos que se controviertan, corresponden a la Jurisdicción 

Ordinaria en su especialidad Laboral y de Seguridad Social.    

 

Así las cosas, en un caso de similares contornos al estudiado, el H. Consejo de 

Estado, Sección Segunda, Subsección “A” Magistrado Ponente Dr. William 

Hernández Gómez, en Providencia del 28 de marzo de 20191, llegó a las 

siguientes conclusiones: 

 

“(…) (i) Reglas de competencia establecidas en la Ley 1437 de 2011 en 
materia laboral. (…). 
 
Quiere decir lo anterior que, en materia de controversias contractuales y de  
seguridad social, en principio, la Jurisdicción juzga: 
a. la legalidad de los Actos Administrativos generales con contenido laboral que 
expidan las entidades Públicas. 
b. Las controversias laborales que surgen entre los servidores públicos 
sometidos a una relación legal y reglamentaria, y el estado como su empleador. 
c. Frente a la seguridad social, de aquellas controversias que surjan entre los 
servidores públicos vinculados a través de una relación legal y una y una 
entidad administrada del sistema, siempre y cuando esta sea de derecho 
público. 

 
Es decir, pese a que la jurisdicción se instituye para juzgar controversias 
sobre la legalidad de actos administrativos en materia laboral, lo cierto es 
que si estos derivan directa o indirectamente de un contrato de trabajo, la 
jurisdicción no conoce del derecho allí controvertido. 

 
 
(ii) Reglas de competencia de la jurisdicción ordinaria en sus 
especialidades laboral y de seguridad social. 

 
En resumen, en los conflictos originados de las relaciones laborales y con la seguridad 
social la competencia se define por combinación de la materia objeto de conflicto y 
el vínculo laboral, sin que sea determinante la forma de reconocimiento o negativa 
del derecho, así 

 
Jurisdicción Competente   Clase de      

conflicto 

Condición del trabajador - vínculo laboral 

Ordinaria, especialidad 

laboral y seguridad social 
 Laboral Trabajador privado o trabajador oficial 

 
 

Seguridad social Trabajador privado o    trabajador oficial sin 
importar   la   naturaleza   de   la entidad 
Administradora. 

  Empleado público cuya administradora sea 
persona de derecho privado. 

Contencioso administrativa Laboral Empleado público. 

 
 

Seguridad social Empleado público soto si la administradora es 
persona de derecho público. 

 
(iv) La «acción de lesividad» como facultad-deber que tiene la administración para 
demandar sus propios actos -. 
 

                                                 
1 Exp. Rad. No. 2017-00910-00 (4857). Acción de Lesividad, impetrada por COLPENSIONES. 



La «acción de lesividad» se define actualmente como la posibilidad legal que tiene el 
Estado para acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa y demandar sus propias 
decisiones cuando se presentan las causales previamente establecidas en la 
Constitución o la ley. 
 
Específicamente, el artículo 97 de la Ley 1437 del 2011 permite extraerlos dos sentidos 
en que gira este concepto jurídico, porque: 
 
a) Reconoce a las entidades públicas la facultad o autorización para que puedan acudir 
al juez y este revise la legalidad del reconocimiento hecho en un acto administrativo 
propio, deje sin efectos o modifique el derecho sustancial y además, ordene las 
restituciones a que haya lugar y, 
 
b) Les impone el deber de demandar sus actos administrativos de carácter particular y 
concreto al prohibirles que los revoquen directamente sin el consentimiento del titular del 
derecho reconocido  Es decir, limita al actuar de la entidad estatal, porque tendrá que 
obtener decisión judicial que declare la ilegalidad de lo reconocido en el acto 
administrativo. 
 
Sin embargo, no siempre que esté inmersa la discusión que el Estado propone 
sobre lo decidido en un acto administrativo propio, la competencia estará radicada 
en la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
En efecto, debe tenerse en cuenta que la «acción de lesividad» carece de naturaleza 
autónoma desde su concepción inicial porque no se vinculó exclusivamente a un juicio 
de legalidad de los actos de la administración sino a los perjuicios o lesiones que la 
hacienda pública pudiera sufrir con ocasión de la vigencia de una decisión administrativa. 
 
Actualmente, es una facultad-deber no un medio de control específico regulado 
expresamente en la Ley 1437 de 2011 y para su ejercicio la entidad u órgano estatal 
deberá acudir a los mecanismos procesales que regula el respectivo estatuto 
procedimental, aunque generalmente lo hace a través del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho. De ahí que tradicionalmente este concepto se asocie 
exclusivamente con este medio procesal. 
 
(v) Interpretación armónica de las competencias asignadas por el legislador. 
 
De acuerdo con lo anterior, este despacho considera incorrecto aseverar que la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo es competente para conocer de 
todos los casos en donde la entidad pública demanda la ilegalidad del derecho 
reconocido en un acto administrativo, porque pese a que el objeto del medio de 
control de nulidad v restablecimiento del derecho es dilucidar la legalidad de los 
actos administrativos, ello no significa que la forma de la decisión pueda variar los 
criterios v reglas de competencia fijados por el legislador, tal v como se Indicó en 
capítulos precedentes. 
 
Muestra de ello es que esta jurisdicción no conoce de la legalidad de determinadas 
decisiones, pese a que tengan la forma de actos administrativos. V.gr. el acto 
administrativo que resuelve negativa o positivamente un derecho derivado de una 
relación laboral del trabajador oficial cuando este demanda la presunta irregularidad en 
su expedición. En este caso el demandante deberá acudir a la jurisdicción ordinaria en 
sus especialidades laboral y de seguridad social con el fin de que el juez estudie el 
derecho, defina la irregularidad de lo decidido por la entidad y le ordene a esta que 
adopte las decisiones y haga los reconocimientos que correspondan, sin declararla 
nulidad del acto administrativo. 
 
En ese mismo orden de ideas, cuando la Ley faculta a la entidad pública para que 
demande su propio acto por no poderlo revocar directamente, lo que hace es 
imponerle un límite a su actuación para obligarla a acudir al iuez de la causa con el 
fin de que defina sí efectivamente, el reconocimiento hecho en la decisión 
administrativa es legal, o no. 
 
Así las cosas, pese a que el artículo 97 del CPACA. que regula la «Revocación de 
actos de carácter particular v concreto», establece que la autoridad deberá acudir 
a la jurisdicción de lo contencioso administrativo cuando el particular niega su 
consentimiento expreso para revocar el acto gue le reconoció un derecho -cuando 
considere que este es contrario a la Constitución o a la lev-, esta norma no debe 
interpretarse en forma descontextualizada frente a la filosofía de la figura v el 
objeto de la jurisdicción, este último regulado en normas posteriores del mismo 
código, artículos 104-105. 
 
Interpretar textualmente el articulo conllevaría a que dos jurisdicciones diversas, con 
postulados, estructura, procedimientos y facultades diferentes, puedan decidir sobre un 
mismo derecho subjetivo y respecto de un mismo régimen laboral o de seguridad social, 
con el único elemento diferenciador del juez natural del caso, consistente en la 
naturaleza de quién acude a demandarla decisión administrativa. 



 
También implicaría vulnerar las reglas de la distribución de competencias entre las 
diversas jurisdicciones, porque no debe olvidarse que las normas que las fijan 
deben dar seguridad jurídica sobre el juez natural de la controversia en aras de 
garantizar coherencia interpretativa, armonía del ordenamiento positivo v procesal, 
v confianza legítima de los asociados frente a las decisiones judiciales. 
 
(vi)Caso concreto 
 
El recurrente arguye que la acción de «lesividad» busca que las entidades públicas 
puedan impugnar sus propias decisiones, correspondiendo en todo caso su 
conocimiento a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Frente a ello, es innegable que el legislador fijó unas reglas claras para la 
distribución de competencias entre la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo v la ordinaria en sus especialidades laboral v de seguridad social. 
En este sentido, se reitera que las controversias sobre la segundad social de un 
trabajador oficial o del sector privado, no son de conocimiento de esta jurisdicción 
sino de la ordinaria, independientemente de la forma en que se reconoció o negó 
el derecho v de la parte que formule la demanda. 
 
Al revisar la Resolución GNR 096330 del 16 de mayo de 2013 objeto de demanda 

en este asunto, se observa que el trabajador sobre el cual recayó el 
reconocimiento, laboró al servicio de empleadores del sector privado y la 
indemnización sustitutiva de pensión proviene de la afiliación v cotizaciones al 
sistema general pensional vigente para la época del retiro, por lo tanto la discusión 
que se suscita respecto del acto administrativo, que por demás conllevaría un 
restablecimiento automático del derecho, escapa del conocimiento de la 
jurisdicción contenciosa administrativa. 
 
Es necesario indicar que si bien la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de 
estado mediante providencia interlocutoria remitió por competencia un asunto similar 
para su reparto en los juzgados administrativos, lo cierto es que en aquella decisión no 
se analizó la situación esbozada en esta providencia sobre la falta de jurisdicción y solo 
se hicieron consideraciones relacionadas con 1- el medio de control invocado, 2- el que 
correspondía según las pretensiones y/o finalidades de la demanda, y 3- de acuerdo con 
ello concluyó que esta corporación no era competente para decidir sobre el tema en 
razón de la cuantía del posible restablecimiento automático que se generaría de llegar a 
prosperar lo pretendido. Por esta razón lo remitió a los juzgados administrativos para que 
decidieran lo pertinente. 
 
En consecuencia, lo decidido en ese momento no constituye un precedente sobre la 
materia estudiada en esta providencia, con el fin de determinar que la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo debe conocer de este tipo de asuntos”. Resaltado del 
Despacho 

 
El anterior criterio, fue  asumido por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “C”, en providencia del 31 de julio 

de 2019, con ponencia de la Magistrada, Dra. Amparo Oviedo Pinto, dentro del 

radicado No. 110013335007201700119-01, en un caso de similares contornos, en 

el que el Juzgado de primera instancia, en Audiencia de Alegaciones y 

Juzgamiento, profirió Sentencia denegatoria de las pretensiones, la cual fue objeto 

de Apelación por la parte demandante, y al decidir dicho recurso, la referida Sala 

de Decisión, resolvió declarar la falta de Jurisdicción de esa Corporación para 

conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho impetrado 

por Colpensiones, e invalidar la Sentencia de primera instancia, ordenando el 

envío del expediente a los Juzgados Laborales del Circuito Judicial de Bogotá – 

Reparto.  

 

En la referida Providencia, fue analizado el tema bajo estudio, así: 

 



“El artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, establece lo siguiente:  
 
ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. 
(…). 
 
Como se lee, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conoce de los 
conflictos que se presentan entre los servidores públicos con relación legal y 
reglamentaria, es decir empleados públicos, y el Estado, y la seguridad social de 
los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho 
público. 
 
Concordante con esta norma, los artículos 152 (numeral 2°) y 155 (numeral 2°) del 
CPACA, asignan la competencia a los Tribunales y Juzgados Administrativos, para 
conocer de los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral que no provengan de un contrato de trabajo. 
 
Por su parte, el artículo 2°, numeral 4° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, modificado por el artículo 2° de la ley 712 de 2001 y el artículo 622 de la ley 1564 
de 2012 (Código General del Proceso), dice: 
 
ARTÍCULO 2°. COMPETENCIA GENERAL <Artículo modificado por el artículo 2 de la 
Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laborales y de seguridad social conoce de: (...) 
 
4. <Numeral modificado por del artículo 622 de la Ley 1564 de 2012. El nuevo texto es el 
siguiente Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de 
responsabilidad médica y los relacionados con contratos. (Resaltado del Despacho) 

 

Para reforzar su argumentación, la H. Magistrada citó una Sentencia del 

Honorable Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria2, 

que resolvió el conflicto negativo de Jurisdicción, suscitado entre el Juzgado 

Treinta y Cuatro Administrativo de Bogotá y el Juzgado Treinta y Uno Laboral del 

Circuito de Bogotá, en el siguiente sentido:  

 

"... Por otro lado, atendiendo los parámetros especiales fijados en los numerales del 
referido artículo, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo con lo previsto en el numeral 4 
del mismo artículo 104 del CPACA, la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
conoce en materia laboral y de seguridad social de los procesos "relativos a la relación 
legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de 
los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho 
público" (negrillas fuera de texto). 
 
El anterior criterio es exclusivo y excluyente, es decir que los procesos judiciales 
relativos a la seguridad social de los empleados públicos cuando su régimen sea 
administrado por una persona de derecho público, son los únicos litigios en materia de 
seguridad social que pueden ser tramitados ante la jurisdicción especial de lo 
contencioso administrativo. Y correlativamente, atendiendo el carácter residual y general 
de la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, cuando las 
pretensiones de una demanda se relacionen con los demás tipos de controversia 
que puedan surgir al interior y entre los actores del sistema general de seguridad 
social, la competencia será de la justicia ordinaria". (Resaltado del Despacho) 

 

                                                 
2 Providencia proferida el 11 de agosto de 2014, con ponencia del Dr. Nestor Ivan Javier Osuna Patiño, dentro del proceso con radicado No. 
110010102000-2014-01722-00 



Por lo que concluyó, lo siguiente: 

 

“(..) mientras que a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo le compete el 
conocimiento de los conflictos de seguridad social generados entre el Estado y sus 
servidores públicos vinculados mediante relación legal y reglamentaria (empleados 
públicos), a la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades laboral y seguridad social, le 
corresponde conocer las demás controversias referentes al sistema de seguridad social 
integral que se susciten entre los afiliados o beneficiarios y las entidades administradoras 
de pensiones públicas o privadas, independientemente de los actos jurídicos que se 
controviertan, premisa que incluye a los trabajadores oficiales e incluso a los del sector 
privado, quienes se vinculan laboralmente mediante contrato de trabajo. (Resaltado 
del Despacho). 

 

En similar sentido, se pronunció la Subsección “F”, M.P. Dra. Patricia Salamanca 

Gallo, en providencia del 16 de agosto de 2019, Exp. Rad. 206-00197-01, 

Demandante: COLPENSIONES, Demandado: Efrén Castellanos Garzón, al 

señalar: 

 

“2. De la falta de Jurisdicción 
 

Sería del caso abordar los puntos de inconformidad previamente expuestos, sin embargo, 
la Sala encuentra que la Jurisdicción Contencioso Administrativa no es la competente 
para conocer del presente asunto, habida cuenta que se trata de un conflicto jurídico 
sobre el reconocimiento de una pensión especial de vejez de un trabajador privado, esto 
es, regida por el Código Sustantivo del Trabajo.  
 
Frente a la competencia para conocer de las acciones de carácter laboral el artículo 2°, 
numeral 4 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 
artículo 2° de la Ley 712 del 5 de diciembre de 2001, vigente al momento de la 
interposición de la acción, dispone que la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades 
Laboral y de Seguridad Social, conoce de los conflictos relacionados con el Sistema de 
Seguridad Social Integral que surjan entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, sin importar la naturaleza 
de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan. 
 

Ahora bien, es cierto que en el presente asunto se sometió a debate 
el análisis de legalidad de un acto administrativo expedido por 
Colpensiones; sin embargo, es preciso tener en cuenta que el 
conflicto corresponde a un trabajador del sector privado, por lo que 
esta clase de controversias no puede ser asumido por la 
jurisdicción contencioso administrativo, ya que ésta última conoce 
de controversias relacionadas con empleados públicos, tal como lo 
señala el artículo 104 del CPACA, el cual a su tenor indica: 
 
(…)  
 
Al respecto, la Corte Constitucional señaló que “…en lo que no conforma el sistema de 
seguridad social integral por pertenecer al régimen de excepción de la aplicación de la 
Ley 100 de 1993 o los regímenes especiales que surgen de la transición prevista en este 
ordenamiento legal, se preservan las competencias establecidas en los Códigos 

Contencioso Administrativo y Procesal del Trabajo, según el caso, y por tanto sí 
influye la naturaleza de la relación jurídica y los actos jurídicos que se 
controviertan, en la forma prevenida en los respectivos estatutos 
procesales…”3 (Negrilla fuera de texto). 

 
Atendiendo a tal conclusión, el Consejo de Estado en sentencia de 30 de abril de 2003, 
frente a la jurisdicción competente para el reconocimiento de las  situaciones laborales 
derivadas de la aplicación del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 
100 de 1993, precisó  que “…los conflictos jurídicos sobre prestaciones sociales de los 
empleados públicos cobijados por el régimen de transición de pensiones, en criterio de la 
Sala, están excluidos de la competencia de la jurisdicción ordinaria pues de ellos 
conoce el juez natural competente según la naturaleza de la relación jurídica y de 
los actos jurídicos que se controvierten…”4 (Negrilla fuera de texto). 
 

                                                 
3 Sentencia C-1027 de 2002. Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
4 Consejo de Estado, Sección Segunda. Subsección “B”. Consejero Ponente: Jesús María Lemos Bustamante. Sentencia de 30 de abril de 2003. Rad.: 
25000-23-25-000-2000-1227-01 (581-02). Actor: Dolores María (Lola) de la Cruz de Pastrana. Demandado: Instituto de Seguros Sociales. 



Así mismo, el Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo, el 28 de marzo de 
20195, precisó que  la competencia para conocer de las acciones de lesividad de 
trabajadores oficiales o privados, le corresponde  a la  jurisdicción ordinaria laboral, así:  

 
“En resumen, en los conflictos originados de las relaciones laborales y con la seguridad 
social la competencia se define por combinación de la materia objeto de conflicto y 
el vínculo laboral, sin que sea determinante la forma de reconocimiento o negativa 
del derecho, así:.” (Negrilla del texto) 
 

 
Jurisdicción Competente   Clase de      

conflicto 

Condición del trabajador - vínculo laboral 

Ordinaria, especialidad 

laboral y seguridad social 
 Laboral Trabajador privado o trabajador oficial 

 
 

Seguridad social Trabajador privado o    trabajador oficial sin 
importar   la   naturaleza   de   la entidad 
Administradora. 

  Empleado público cuya administradora sea 
persona de derecho privado. 

Contencioso administrativa Laboral Empleado público. 

 
 

Seguridad social Empleado público soto si la administradora es 
persona de derecho público. 

 
(…) 
 

(…)En este sentido, se reitera que las controversias sobre la 
seguridad social de un trabajador oficial o del sector privado, 
no son de conocimiento de esta jurisdicción sino de la 
ordinaria, independientemente de la forma en que se reconoció 
o negó el derecho y de la parte que formule la demanda. 
(Negrilla fuera de texto) 
(…) 

De acuerdo con lo anterior las pretensiones formuladas por Colpensiones 
deben resolverse por la jurisdicción ordinaria en sus 
especialidades laboral y de seguridad social, por lo tanto no se 
repondrá la decisión tomada y se ordenará actuar de conformidad 
con lo decidido” 

 
Resaltó el Consejo de Estado en el citado pronunciamiento que “no siempre que esté 
inmersa la discusión que el Estado propone sobre lo decidido en un acto 
administrativo propio, la competencia estará radicada en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo”. Concluyó que es “incorrecto aseverar que la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo es competente para conocer de todos 
los casos en donde la entidad pública demanda la ilegalidad del derecho reconocido 
en un acto administrativo, porque pese a que el objeto del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho es dilucidar la legalidad de los actos administrativos, ello no 
significa que la forma de la decisión pueda variar los criterios y reglas de competencia 
fijados por el legislador, tal y como se indicó en capítulos precedentes”. (Negrilla fuera de 
texto) 
(…) 
Según las pruebas obrantes en el plenario para el 23 de abril de 2012 fecha en que el 
demandado solicitó por primera vez el reconocimiento de la pensión especial de vejez 
por hijo inválido a la Entidad demandante (f. 42 vto), era trabajador privado conforme la 
certificación expedida por el Gerente de Recursos Humanos de la empresa Bavaria S.A. 
(f. 69), donde consta que laboró en esa entidad desde el 1 de junio de 2006, con un 
contrato indefinido. 
 
Así mismo, se encuentra acreditado en el expediente que al accionado la empresa 
Álcalis de Colombia limitada en Liquidación le reconoció a través de la Resolución No. 
262 del 21 de diciembre de 2007, pensión restringida de jubilación (pensión sanción), en 
su calidad de trabajador privado. (f. 158 s.)    
 
De lo expuesto se concluye entonces que, atendiendo a la naturaleza de la relación 
jurídica laboral, en el presente caso el juez natural para desatar la controversia es el 
ordinario laboral, pues como se advirtió, se discute el derecho a la pensión especial de 
vejez por hijo invalido de un trabajador privado, situación que permite aplicar el referido 
artículo 2º del Estatuto Procesal del Trabajo, por lo que esta Sala no puede entrar a 
realizar un pronunciamiento de fondo sobre las pretensiones de la demanda, por lo que 
habrá de declararse inhibida. 

                                                 
5 Consejo de Estado Sección Segunda Auto del 28 de marzo de 2019, Radicación:11001-03-25-000-2017-00910-00 (4857) Demandante: 
Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones 



 

En consecuencia, el Despacho estima, que el caso bajo estudio debe ser resuelto 

por la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad Laboral y de Seguridad Social, por 

lo tanto, se abstendrá de avocar su conocimiento y, en consecuencia, dispondrá la 

remisión inmediata del expediente, por competencia, a los Juzgados Laborales 

del Circuito Judicial de Bogotá (Reparto) para los fines a que haya lugar. 
 

En caso de que no se compartan los planteamientos consignados en la 

presente providencia, se propone conflicto de jurisdicción, para que sea 

resuelto por el H. Consejo Superior de la Judicatura en su Sala Disciplinaria. 
 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO SÉPTIMO (7) ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN, para conocer la 
demanda presentada por la Administradora Colombiana de Pensiones – 
Colpensiones, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este 
proveido. 
 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente decisión, por la Secretaría de este 
Despacho, remítase inmediatamente el expediente, a los Juzgados Laborales del 
Circuito Judicial de Bogotá (Reparto), para lo pertinente.  
 

TERCERO: En el evento de que los Juzgados Laborales del Circuito Judicial de 
Bogotá, no avoquen su conocimiento, se propone conflicto negativo por falta de 
Jurisdicción. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
La Juez,  

GUERTI  MARTINEZ OLAYA 
 
 
 

SKRG  
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 
 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.987 
 
 Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 
 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-00240-00 
DEMANDANTE: CLAUDIA PATRICIA CLAROS GRAJALES  
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
Examinada la demanda de la referencia, el Despacho observa, que de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, debe ser INADMITIDA, 
para que en el término legal de diez (10) días, se corrijan los siguientes aspectos: 
 
1.Se acredite la constancia de envío por medio electrónico, de la demanda y sus 
anexos a la entidad demandada, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 6 
parágrafo 4 del Decreto Legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, expedido 
por el Presidente de la República  “Por el cual se adoptan medidas para implementar las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.”  
 
2. Deberá allegarse copia completa y legible de la Resolución No.2873 del 17 de abril de 
2017, de reconocimiento de las cesantías a la demandante. 

 
De la misma forma, y con fundamento en la norma en cita, deberá proceder, al 
presentar el escrito de subsanación.  
 
En el caso del Despacho, deberá ser remitida únicamente, al correo electrónico, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el asunto, el número del 
proceso y el tipo de memorial. 
 
En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por la señora CLAUDIA 
PATRICIA CLAROS GRAJALES, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 
SEGUNDO. - En consecuencia, de acuerdo con el artículo 170 de la Ley 1439 de 
2011, se concede un término de diez (10) días para efectos de subsanar lo aquí 
anotado, so pena de rechazo. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 
 

SKRG  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.988 
 
Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 
 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-00241-00 
DEMANDANTE: BLANCA JUDITH ARÍAS NARANJO 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
Examinada la demanda de la referencia, el Despacho observa, que de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, debe ser INADMITIDA, 
para que en el término legal de diez (10) días, se corrijan los siguientes aspectos: 
 
Se acredite la constancia de envío por medio electrónico, de la demanda y sus 
anexos a la entidad demandada, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 6 
parágrafo 4 del Decreto Legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, expedido 
por el Presidente de la República  “Por el cual se adoptan medidas para implementar las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.”  
 

De la misma forma, y con fundamento en la norma en cita, deberá proceder, al 
presentar el escrito de subsanación.  
 
En el caso del Despacho, deberá ser remitida únicamente, al correo electrónico, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el asunto, el número del 
proceso y el tipo de memorial. 
 
En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por la señora BLANCA JUDITH 
ARÍAS NARANJO, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
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SEGUNDO. - En consecuencia, de acuerdo con el artículo 170 de la Ley 1439 de 
2011, se concede un término de diez (10) días para efectos de subsanar lo aquí 
anotado, so pena de rechazo. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
SKRG  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO N°547 

 
   Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-0018200 

DEMANDANTE: ELCY LUZ MILKES ACOSTA  

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 

ORIENTE E.S E. 
 

 
Por reunir los requisitos legales, contemplados en la Ley 1437 de 2011, ADMÍTASE la 
anterior demanda, instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, por la señora ELCY LUZ MILKES ACOSTA contra la 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E, en 
consecuencia, se, 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al (la) GERENTE de la SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E, de conformidad 
con lo estipulado en los artículos 197,198 y 199 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en concordancia con lo dispuesto 
en el artículo 8o del Decreto Legislativo 806 de Junio 4 de 2020, advirtiéndole que en 
cumplimiento de lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberá aportar con 
la contestación de la demanda, todas las pruebas que tenga en su poder y que 
pretenda hacer valer en el proceso, así como EL EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la actuación que se 
demanda, los cuales deberán ser enviados al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte demandante, 
atendiendo lo ordenado en el artículo 3º del referido Decreto. 

 
 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Procuradora Judicial 
Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 198 y 199 de 
la Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO: Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados 
mediante la presente providencia, por el término de treinta (30) días, para los efectos 
previstos en el artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr de acuerdo con 
el artículo 612 del Código General del Proceso, modificatorio del artículo 199 del 
C.P.A.C.A. 
 

CUARTO:  Atendiendo lo dispuesto en el artículo 3o del Decreto Legislativo 806 de 
2020 –Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones-, las partes deberán suministrar a la autoridad 
judicial y a todos los sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines 
del proceso. Además, deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de 
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la demanda, solicitudes y demás requerimientos con destino al expediente, al 
siguiente correo electrónico, dispuesto para tal fin, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual forma al correo 
electrónico aportado por la parte demandante. 
 
QUINTO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quien sea 
designado como apoderado de la entidad demandada, para que de manera 
inmediata proceda con el diligenciamiento del formulario de actualización de 
datos forms, publicado en la página web de la rama judicial, micrositio de este 
Juzgado, y en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZi
zpiMOujMxEswMoiteTlE9UM0tUNjVEV0Y1VjZaRklXN0I1WVRYNlVESy4u 

 
SÉXTO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán gastos 
procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
SÉPTIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido, en el plenario se 
reconoce personería adjetiva al abogado JORGE ENRIQUE GARZÓN RIVERA, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.536.856 de Bogotá y portador de la T.P. 
No. 93.610 del C.S.J., para actuar en las presentes diligencias como apoderado judicial 
de la demandante. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
La Juez,                                          GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

  

SKRG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO N°538 

 
   Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-0018400 

DEMANDANTE: LIZETH JOHANA GÓMEZ MUÑOZ 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S E. 
 

 
Estando el proceso al Despacho, con subsanación del libelo introductorio en tiempo, y 
por reunir los requisitos legales, contemplados en la Ley 1437 de 2011, ADMÍTASE la 
anterior demanda, instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, por la señora LIZETH JOHANA GÓMEZ MUÑOZ 
contra la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E, en 
consecuencia, se, 
  

RESUELVE 

 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al (la) GERENTE de la SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E, de conformidad con lo 
estipulado en los artículos 197,198 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8o 
del Decreto Legislativo 806 de Junio 4 de 2020, advirtiéndole que en cumplimiento de 
lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberá aportar con la 
contestación de la demanda, todas las pruebas que tenga en su poder y que 
pretenda hacer valer en el proceso, así como EL EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la actuación que se 
demanda, los cuales deberán ser enviados al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte demandante, 
atendiendo lo ordenado en el artículo 3º del referido Decreto 

 
 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Procuradora Judicial 
Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 198 y 199 de 
la Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO: Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados 
mediante la presente providencia, por el término de treinta (30) días, para los efectos 
previstos en el artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr de acuerdo con 
el artículo 612 del Código General del Proceso, modificatorio del artículo 199 del 
C.P.A.C.A. 
 
CUARTO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 3o del Decreto Legislativo 806 de 
2020 –Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones-, las partes deberán suministrar a la autoridad 
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judicial y a todos los sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines 
del proceso. Además, deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de 
la demanda, solicitudes y demás requerimientos con destino al expediente, al 
siguiente correo electrónico, dispuesto para tal fin, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual forma al correo electrónico 
aportado por la parte demandante. 
 
 

QUINTO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quien sea 
designado como apoderado de la entidad demandada, para que de manera 
inmediata proceda con el diligenciamiento del formulario de actualización de 
datos forms, publicado en la página web de la rama judicial, micrositio de este 
Juzgado, y en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZi
zpiMOujMxEswMoiteTlE9UM0tUNjVEV0Y1VjZaRklXN0I1WVRYNlVESy4u 
 
 

SÉXTO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán gastos 
procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
SÉPTIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido, en el plenario se 
reconoce personería adjetiva a la abogada JHANIELA JIMÉNEZ GUTIÉRREZ, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1.065.810.074 de Valledupar (Cesar) y 
portadora de la T.P. No. 290.137 del C.S.J., para actuar en las presentes diligencias 
como apoderada judicial de la demandante. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

La Juez, 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

SKRG 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO INTERLOCUTORIO NO. 549 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

REFERENCIA:  Exp. N.R. 11001-3335-007-2020-00185-00 

DEMANDANTE: ADRIANA LUCY JARAMILLO HERNÁNDEZ  

DEMANDADO:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONSTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP. 
 

Procede el Despacho a estudiar la competencia para conocer del asunto de la 

referencia. 

I. ANTECEDENTES 

 

La señora ADRIANA LUCY JARAMILLO HERNÁNDEZ, por conducto de apoderado 

judicial, promueve demanda en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, en donde pretende, que se declare la Nulidad  Total 

de la Resolución No. RDO – 2018 - 04319 del 19 de noviembre del 2018: “Por medio 

de la cual se profiere a ADRIANA LUCY JARAMILLO HERNANDEZ identificada con la 

cédula de ciudadanía No. 41.106.895, liquidación oficial por omisión en la afiliación y/o 

vinculación de los aportes al sistema de seguridad social integral en el Subsistema de 

Salud y Pensiones, y se sanciona por omisión” y la Resolución No. RDC-2019-02585 

del 26 de noviembre de 2019: “Por medio de la cual se resuelve el recurso de 

reconsideración interpuesto contra la resolución No. RDO-2018-04319 del 19 de 

noviembre del 2018”, (Resaltado del Despacho). 

 

II. CONSIDERACIONES  

 

En el caso sub examine, se tiene que la controversia dentro del proceso de la 

referencia, se contrae a discutir la legalidad de los actos administrativos proferidos por 

la  Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social-  UGPP, dentro de un proceso de fiscalización. 

 

 



 

Ahora bien, el  artículo 18 del Decreto 2288 de 7 de octubre de 1989 “Por el cual se 

dictan disposiciones relacionadas con la jurisdicción de lo contencioso administrativo”, 

prescribe: 

 

“SECCION SEGUNDA. Le corresponde el conocimiento de los procesos de 
nulidad y de restablecimiento del derecho de carácter laboral, de competencia 
del Tribunal. 
 
SECCION CUARTA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos: 

 
1. De nulidad y restablecimiento del derecho relativos a impuestos, tasas y 

contribuciones. 
2. De jurisdicción coactiva, en los previstos en la ley. (Se resalta). 

  

A su vez, el artículo 2º del Acuerdo PSAA06-3345 de 13 de marzo de 2006 “Por el 

cual se implementan los Juzgados Administrativos”, prevé:   

 
“Los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial Administrativo de Bogotá, 
conforme a la estructura del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se distribuyen 
de la siguiente forma:  
Para los asuntos de la sección 1ª: 6 Juzgados, del 1 al 6. 
Para los asuntos de la sección 2ª: 24 juzgados, del 7 al 30 
Para los asuntos de la Sección 3ª: 8 Juzgados, del 31 al 38 
Para los asuntos de la Sección 4ª: 6 juzgados, del 39 al 44.” 

 

Por lo anterior,  y teniendo en cuenta que este Juzgado se encuentra facultado para 

el trámite de los asuntos de conocimiento de la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, dentro de los cuales no se incluyen los que tienen 

que ver con controversias relativas a contribuciones, se procederá a declarar la falta 

de competencia para conocer del presente asunto y se remitirá el proceso a la Oficina 

de Apoyo ante los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, a efectos de 

que se someta nuevamente a reparto, entre los Juzgados Administrativos que 

conocen de los asuntos de competencia de la Sección Cuarta. 

 

Así las cosas, EL JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., -SECCIÓN SEGUNDA, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE COMPETENCIA, de este Juzgado, para 

conocer del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, instaurado 

por la señora ADRIANA LUCY JARAMILLO HERNÁNDEZ contra la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONSTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP, conforme a las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 



 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso de manera inmediata a la Oficina de Apoyo 

Judicial para los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, a fin de que 

sea repartido entre los Juzgados Administrativos de la Sección Cuarta, para lo de su 

competencia, previas las anotaciones a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
La Juez,  

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

SKRG 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1025 
 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

REFERENCIA:  Exp. N.R. No. 1100133350072020-00187-00 

DEMANDANTE: PABLO JOSÉ SICHACÁ GUEVARA  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 

NACIONAL. 

Visto el escrito presentado por el apoderado de la parte demandada, y siendo que se torna 

necesario contar con la información solicitada previamente, se ORDENA que, por la 

Secretaría del Despacho, se libre oficio dirigido a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL -COMANDO DE PERSONAL DEL EJERCITO 

NACIONAL , para que indique: 

 

Cual fue el último lugar GEOGRÁFICO EXACTO (última ciudad o municipio), en donde 

el señor PABLO JOSÉ SICHACÁ GUEVARA, identificado con cédula de ciudadanía No. 

80.090.511, prestó o presta sus servicios, con la finalidad de determinar la competencia por 

factor territorial en el presente proceso. 

  

Para tal efecto se concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

La Juez,  

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
SKRG  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

  

AUTO INTERLOCUTORIO No.  548 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 
 
REFERENCIA:  Exp.  N y R 11001-3335-007-2020-0019100 
DEMANDANTE: EDWARD BARAJAS MÉNDEZ 
DEMANDADO:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES.   

 

Estando el proceso al Despacho, para decidir sobre la admisión de la demanda, se 

advierte que este Despacho Judicial, no es la autoridad competente para conocer del 

proceso de la referencia.  

 

Para efectos de establecer la competencia de este Juzgado, por el factor cuantía, 

deben tenerse en cuenta las siguientes reglas, fijadas por la Ley 1437 de 2011, la 

cual en su artículo 157, al respecto establece: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para efectos de 
competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta 
o de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ello pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que 
estos últimos sean los únicos que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se 
establecerá por el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones 
y sanciones. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, 
la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá prescindirse de la 
estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al restablecimiento. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar 
en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causen 
con posterioridad a la presentación de aquella. 
 

Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, como 
pensiones, la cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto 
desde cuando se causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) 
años.” (Negrillas del Despacho) 

 

Así mismo, el artículo 152, numeral 2º ibídem, establece la competencia de los 

Tribunales Administrativos, en primera instancia, así: 

 
“Artículo 152. Competencia de los Tribunales Administrativos en primera 
instancia. Los Tribunales Administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
(….) 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 



administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía exceda de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.” (Negrillas y subrayas del 
Despacho) 

 

Respecto de la competencia en asuntos donde se ventilen pretensiones de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral, y que las mismas estén dirigidas a 

obtener el pago de pensiones, entre otras, la cuantía se debe calcular sumando los 

valores causados, durante los últimos tres años anteriores a la presentación de la 

demanda.  

 

En el caso concreto, se observa que las pretensiones van encaminadas a que se 

declare la Nulidad de las Resoluciones Nos. GNR 57124 del 23 de febrero de 2016 

por medio de la cual, se le niega al demandante el reconocimiento y pago de una 

pensión mensual vitalicia de jubilaciónde vejez especial por actividad de alto riesgo, 

la GNR 164124 del 02 de junio de 2016, por medio de la cual se resuelve un recurso 

de apelación, donde no revoca y confirma en todo la Resolución GNR 57124 del 23 

de febrero de 2016, negando del reconocimiento y pago de la pensión de vejez por 

actividades de alto riesgo y declara agotada la vía gubernativa, la SUB37106 del 13 

de febrero de 2019, por medio de la cual, se le niega el reconocimiento y pago de 

una pensión mensual vitalicia de jubilación de vejez especial por actividad de alto 

riesgo, y la DPE 8411 del 23 de agosto de 2019, por medio de la cual se resuelve el 

recurso de apelación, donde no revoca, y confirma en todas y cada una de sus 

partes la Resolución SUB37106 del 13 de febrero de 2019, negando el 

reconocimiento y pago de la pensión de vejez por actividades de alto riesgo 

quedando de esta manera agotada la vía gubernativa. 

 

Advierte el Despacho, que la pretensión económica de la parte demandante se basa 

en un valor acumulado que asciende a la suma de, “SESENTA Y UN MILLONES 

CUATROCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS OCHENTA PESOS 

M/L 61.448.880” (Negrilla y Subrayado del Despacho). 
 

Así entonces, señala el actor lo siguiente: 

 

“(…) 

 
De  conformidad  con  el  artículo  157  CPACA  estimo  la  cuantía  por  el  valor  de  
las pretensiones  al  tiempo  de  la  demanda,  desde  cuando  se  causaron  las  
mesadas pensionales desde el 1 de agosto de 2019 hasta julio de 2020 fecha de 
presentación de la demanda, sin pasar de 3 años, siendo superior a 
$61’448.880. –resaltado fuera del texto. 

 
 
 



 

Así las cosas, y teniendo en cuenta que la estimación razonada de la cuantía, 

realizada por la parte demandante, arroja una suma de $61.448.880, la competencia 

para conocer del presente asunto, se encuentra radicada en el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, toda vez que la misma supera los cincuenta (50) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, teniendo en cuenta la fecha de 

presentación de la demanda (año 2020 $43. 890.150).  

 

Corolario de lo expuesto y de conformidad con la mencionada norma, se dispondrá 

remitir por competencia el presente expediente a la citada Corporación, previas las 

anotaciones a que haya lugar. 

 

En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLÁRESE LA FALTA DE COMPETENCIA de este Despacho, para 

conocer del Medio de Control de Nulidad Y Restablecimiento del Derecho, 

instaurado por el señor EDWARD BARAJAS MÉNDEZ, conforme a las razones 

expuestas. 

 

SEGUNDO: ORDENAR la REMISIÓN del expediente al H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca -Sección Segunda (Reparto), previas las anotaciones del caso 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

SKRG  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO N° 537 

 

   Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-0019400 

DEMANDANTE: MARÍA TERESA VARGAS GRANADOS  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 

Estando el proceso al Despacho, con subsanación del libelo introductorio en tiempo, y 
por reunir los requisitos legales, contemplados en la Ley 1437 de 2011, ADMÍTASE la 
anterior demanda, instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, por la señora MARÍA TERESA VARGAS GRANADOS 
contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIOES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en consecuencia, se, 
  

RESUELVE 

 

PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora MINISTRA DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, o a sus delegados, de conformidad con lo estipulado en los artículos 
197,198 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8o del Decreto 
Legislativo 806 de Junio 4 de 2020, advirtiéndole que en cumplimiento de lo 
establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberá aportar con la 
contestación de la demanda, todas las pruebas que tenga en su poder y que 
pretenda hacer valer en el proceso, así como EL EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la actuación que se 
demanda, los cuales deberán ser enviados al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte demandante, 
atendiendo lo ordenado en el artículo 3º del referido Decreto. 

 
 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Procuradora Judicial 
Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 198 y 199 de 
la Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso.  
 
 

CUARTO:  Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados 
mediante la presente providencia, por el término de treinta (30) días, para los efectos 
previstos en el artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr de acuerdo con 
el artículo 612 del Código General del Proceso, modificatorio del artículo 199 del 
C.P.A.C.A. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
QUINTO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 3o del Decreto Legislativo 806 de 
2020 –Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones-, las partes deberán suministrar a la autoridad 
judicial y a todos los sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines 
del proceso. Además, deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de 
la demanda, solicitudes y demás requerimientos con destino al expediente, al 
siguiente correo electrónico, dispuesto para tal fin, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual forma al correo 
electrónico aportado por la parte demandante. 
 
SEXTO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quien sea designado 
como apoderado de la entidad demandada, para que de manera inmediata 
proceda con el diligenciamiento del formulario de actualización de datos forms, 
publicado en la página web de la rama judicial, micrositio de este Juzgado, y en 
el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZi
zpiMOujMxEswMoiteTlE9UM0tUNjVEV0Y1VjZaRklXN0I1WVRYNlVESy4u 

 
SÉPTIMO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
 

OCTAVO: En los términos y para los efectos del poder conferido, se reconoce personería 
adjetiva a la abogada YAMILE JACKELINE RANGEL LANDAZABAL, identificada con cédula 
de ciudadanía No. 51.768.033 y portadora de la T.P. No. 106.261 del C.S.J., para actuar en 
las presentes diligencias como apoderada judicial de la demandante. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

La Juez,                                       GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

SKRG  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 563 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

EXPEDIENTE:      No. 110013335007202000225-00 

CONVOCANTE:   AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ  

CONVOCADA:     CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

– CASUR 

REFERENCIA:    CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho, a efectuar el estudio de la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, la cual fue refrendada ante la Procuraduría 138 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, el día 31 de julio de 2020. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Sobre la Solicitud de Conciliación.  

 

El señor AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, a través de apoderado judicial, 

concurrió ante la Procuraría Judicial para Asuntos Administrativos, para que con 

citación y audiencia de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL - CASUR, se celebrara Audiencia de Conciliación Extrajudicial. 

 

1.1.1. Pretensiones: 
 

“PRIMERO. El acto administrativo que se pretende su nulidad es el oficio identificado con el 
Radicado No. 20201200-010094641 Id: 557702 del 13 de abril de 2020, emanado por 
la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, por el cual se 
NEGÓ el derecho de petición radicado en la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL – CASUR, bajo el No. 20201200-010108952 Id: 546597 del 2 de marzo de2020, 
con el que se solicitó la reliquidación y el pago retroactivo de la asignación mensual de retiro 
de mi representado, con base en la aplicación del incremento anual establecido por el Gobierno 
Nacional para la asignación de retiro a los factores base de liquidación correspondientes a la 
prima de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de 
alimentación, para los años 2013, 2014, 2015, 2016, 2017, 2018 y 2019, de tal manera que 
el monto total de la asignación de retiro se le aplique el incremento, conforme a lo dispuesto 
por los artículos 13 y 53 de la Constitución Política, artículos 23 y 42 del Decreto 4433 de 2004, 
artículo 3 del Decreto 1858 de 2012; en contexto general a la Ley 4 de 1992; artículos 1°, 2° y 
3°, numeral 2.4 y 3° de la Ley 923 de 2004. 

 
SEGUNDO: Que como consecuencia de la anterior y a título de restablecimiento del derecho, 
se condene a la accionada a RECONOCER, RELIQUIDAR Y PAGAR en la asignación mensual 
de retiro del accionante, el porcentaje dejado de percibir en las partidas de prima de navidad, 
prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, ordenándose el 
incremento de dicho factor salarial en los porcentajes descritos a continuación:  
 
AÑOS PORCENTAJE DECRETO 
2013 3.44% 1017 de 2013 
2014 2.9400% 187 de 2014 
2015 4.6600% 1028 de 2015 
2016 7.7700% 214 de 2016 
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2017 6.7500% 984 de 2017 
2018 5.0900% 324 de 2018 
2019 4.500% 1002 de 2019 

 
TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la Entidad demandada 
a pagarle al actor el retroactivo de las sumas dejadas de percibir, desde la fecha en que se le 
reconoció la asignación mensual de retiro o en su defecto, desde que se produzcan efectos 
fiscales según la reclamación del demandante y hasta la fecha en que dicho reajuste se incluya 
en nómina.  
 
CUARTO: Que la Entidad accionada, RECONOZCA Y PAGUE LOS VALORES 
RECONOCIDOS DE FORMA INDEXADA, a partir de la fecha en que éstos produzcan efectos 
fiscales, actualizándolos a valor presente de acuerdo a la fórmula establecida por el Honorable 
Consejo de Estado en la reiterada jurisprudencia, tomando como base el índice de Precios al 
Consumidor I.P.C., certificado por el DANE, más los intereses comerciales y moratorios a que 
hubiere lugar y en los términos de los artículos 187 y 192 de la ley 1437 de 2011.” (Sic) 

 

1.1.2. Hechos. 

 

En la solicitud de conciliación se adujeron los siguientes hechos:  

 

“PRIMERO. Mediante Resolución No. 21764 del 27 de diciembre de 2012, la CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, le reconoció y ordenó el pago 
de la asignación mensual de retiro del señor AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, en cuantía 
equivalente al ochenta y cinco por ciento (85%), del sueldo básico de actividad para el grado 
de Intendente Jefe y partidas legalmente computables, efectiva a partir del 08/01/2013, ello en 
razón a que laboró en la Policía Nacional por espacio de veinticinco (25) años, siete (7) meses y 
doce (12) días de servicio.  
 
SEGUNDO: Entre los años 2013 al 2019, las partidas que sirvieron para liquidar la asignación 
de retiro del Intendente Jefe AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, como prima de navidad, 
prima de servicios, prima de vacaciones y subsidio de alimentación, no sufrieron 
variación alguna desde que se le liquidaron con el sueldo básico de Intendente para el año 2012, 
lo que conlleva un detrimento en la capacidad económica de éste.  
 
TERCERO: Mediante derecho de petición radicado en la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 
LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, bajo el No. 20201200- 010108952 Id: 546597 del 2 de 
marzo de 2020, solicitó se le reliquidara la Asignación Mensual de Retiro en la cual se tuvieran 
en cuenta los componentes correspondientes a la prima de navidad, prima de servicios, 
prima de vacaciones y subsidio de alimentación, teniendo en cuenta que desde el año 
2012, que se le liquidó la asignación mensual de retiro con el sueldo básico de Intendente Jefe 
estas partidas no habían sufrido ninguna variación hasta el año 2019, en el cual se efectuó 
solamente un incremento del 4.5 %.  
 
CUARTO: Por medio del oficio identificado con el No. 20201200-010094641 Id: 557702 del 13 
de abril de 2020, emanado por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL – CASUR, negó la anterior petición.  
 
QUINTO: Por intermedio de apoderado Judicial se presenta solicitud de Conciliación 
extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación, Convocando a la CAJA DE SUELDOS 
DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR,- a efectos de obtener la Reliquidación 
Asignación Mensual de Retiro y pago retroactivo de las mesadas dejadas de percibir, 
aplicando el incremento decretado por el Gobierno Nacional en las partidas denominadas 1/12 
PRIM. NAVIDAD, 1/12 PRIM. SERVICIOS, 1/12 PRIM. VACACIONES y SUB. ALIMENTACIÓN, a 
la asignación mensual de retiro del señor Intendente Jefe AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, 
desde el momento de su retiro hasta la fecha y el pago indexado de las diferencias resultantes 
de la liquidación. 
 
SEXTO: Es de anotar que el señor Intendente Jefe AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.104.247 de Chita (Boyacá), manifiesta que es su 
decisión la de buscar la conciliación con la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – 
CASUR, de acuerdo a la respuesta emitida por la señora CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRÍGUEZ 
Jefe Oficina asesora Jurídica con oficio No. Id 557702 del 13 de abril de 2020, en donde se 
pronuncia la citada Doctora, que mi poderdante a través de apoderado proceda a radicar 
solicitud de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación (Procuradores Delegados ante 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa).  
 
SÉPTIMO: De acuerdo con lo anterior, y conforme con el pronunciamiento contenido en el 
oficio identificado con el No. 20201200-010094641 Id: 557702 del 13 de abril de 2020, emanado 
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de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, igualmente indica: 
“Acorde con lo expuesto, para el cumplimiento integral de estos propósitos con quienes reclaman 
el pago de mesadas anteriores, se ha fijado como política de la Entidad para prevenir el daño 
antijurídico y le detrimento patrimonial, la implementación de una estrategia integral que permita 
la aplicación de los mecanismos alternativos de solución de conflictos que contempla la ley, en 
el que se dé a conocer una propuesta conciliatoria prejudicial que permita el reconocimiento y 
pago de una manera ágil los derechos prestacionales pretendidos, evitando con ello un mayor 
desgaste en sede administrativa y judicial”, “Los asuntos jurídicos que se someterán a 
conciliación con propuesta favorable al titular del derecho corresponden a la reliquidación de las 
partidas de subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte 
de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad devengada, conforme lo 
ordena el Artículo 13 literales a, b y c del Decreto 1091 de 1995, las cuales se incrementaran 
año a año conforme a los porcentajes establecidos en los Decretos de aumento expedidos por 
el Gobierno Nacional” mostrando con ello su vocación conciliatoria. Con la finalidad de evitar un 
desgaste innecesario en materia judicial, reitero la solicitud de Conciliación, entre las citadas 
partes.” (Sic) 
 

2. TRAMITE PROCESAL 

 

La solicitud de Conciliación Extrajudicial, fue presentada el 13 de mayo de 2020, 

correspondiendo por reparto su conocimiento, a la Procuraduría 138 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Bogotá. La Audiencia correspondiente, fue realizada el 

31 de julio de la misma anualidad, con la concurrencia de las partes, convocante y 

convocada, quienes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio.  

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO 

 
” En Bogotá, D. C., hoy jueves, 31 de julio de 2020, siendo las 11:00 a.m., procede el 
despacho de la Procuraduría 138 Judicial II para Asuntos Administrativos a celebrar AUDIENCIA 
DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL VIRTUAL / DIGITAL de la referencia. 
(…) 
El Procurador le reconoce personería al apoderado de la parte convocada en los términos 
indicados en el poder que aporta. Acto seguido el (la) Procurador con fundamento en lo 
establecido en el artículo 23 de la Ley 640 de 2001 en concordancia con lo señalado en el 
numeral 4 del artículo 44 del artículo 44 del Decreto 262 de 2000, declara abierta la audiencia 
e instruye a las partes sobre los objetivos, alcance y límites de la conciliación extrajudicial en 
materia contenciosa administrativa como mecanismo alternativo para la solución de conflictos. 
En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que expongan 
sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante manifiesta: “Me ratifico 
en la solicitud de conciliación inicialmente formulada, sin perjuicio de las fórmulas de arreglo 
que la entidad convocada pueda plantear y hacer reconsiderar lo inicialmente solicitado”. 
 
A continuación, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocada, con el 
fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante 
legal) de la entidad en relación con la solicitud incoada: informa que su representada no tiene 
ánimo conciliatorio, conforme a lo resuelto por el Comité de Conciliación. Resalta la comite ́de 
conciliación y defensa judicial mediante Acta 31 del 23 de JULIO de 2020 considero: 
 
En el caso del señor IJ (r) AGUSTIN FUENTES HERNANDEZ, identificado con la cedula de 
ciudadanía No. 4.104.247, al Comité ́de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de 
Retiro de la Policía Nacional le asiste animo conciliatorio de conformidad a lo establecido por 
este Cuerpo Colegiado en Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto al reajuste de las 
partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación 
y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes 
parámetros: 
1. Se reconocerá ́el 100% del capital. 
2. Se conciliara ́el 75% de la indexación 
3. Se cancelara ́dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro con los 
documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá ́lugar al pago de intereses. 
4. Se aplicara ́ la prescripción contemplada en la norma prestacional vigente al momento del 
retiro del accionante. En razón a lo anterior se realizara ́el reajuste a las partidas denominadas 
subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones a 
partir del año 08 de enero de 2013 ya que fue el primer reajuste realizado por la Caja de Sueldos 
de Retiro de la Policía Nacional esto es, pero pagando a partir del 02 de marzo de 2017 dando 
aplicación a la prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 2004 en su artículo 43, 
tomando como fecha de inicio la petición radicada en la Entidad el día 02 de marzo de 2020. 
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En los anteriores termino al Comité ́de conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de 
Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente asunto le asiste ánimo conciliatorio. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocante para que 
manifieste su posición frente a lo expuesto por la parte convocada: vista la 
propuesta, esta se ajusta las pretensiones de la solicitud tanto en los valores 
presentados como las estipulaciones realizadas conforme al momento de pretensión 
de la solicitud, esto es para el tema de la prescripción y los porcentajes ajustarse del 
año 2013 al año 2019 y los valores a pagar desde el 2 de marzo de 2017, los cuales 
coinciden con la solicitud formulada. 
 
El procurador judicial considera que el anterior acuerdo contiene obligaciones claras, expresas 
y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento (siendo claro en relación con 
el concepto conciliado, cuantía y fecha para el pago) y reúne los siguientes requisitos: (i) el 
eventual medio de control que se ha podido llegar a presentar no ha caducado (art. 61, Ley 23 
de 1991, modificado por el art. 81, Ley 446 de 1998); (ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre 
sobre conflictos de carácter particular y contenido patrimonial disponibles por las partes (art. 
59, Ley 23 de 1991, y 70, Ley 446 de 1998); (iii) las partes se encuentran debidamente 
representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar; (iv) obran en el expediente 
las pruebas necesarias que justifican el acuerdo y (v) en criterio de esta agencia del Ministerio 
Público, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la Ley y no resulta lesivo para el 
patrimonio público (art. 65 A, Ley 23 de 1.991 y art. 73, Ley 446 de 1998. Igualmente, el acuerdo 
no vulnera el ordenamiento jurídico ni los intereses patrimoniales del Estado.  
 
En consecuencia, se dispondrá el envío de la presente acta, junto con los documentos 
pertinentes, al Juzgado Administrativo del Circuito reparto, para efectos de control de legalidad, 
advirtiendo a los comparecientes que el Auto aprobatorio junto con la presente acta del acuerdo, 
prestarán mérito ejecutivo, y tendrán efecto de cosa juzgada2 razón por la cual no son 
procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los mismos hechos ni demandas ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo por las mismas causas (art. 73 Ley 446 de 1998 y 
24 Ley 640 de 2001). 
(…)” 

 

3. CONSIDERACIONES. 

 

Corresponde al Despacho, pronunciarse sobre la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, conforme al acuerdo logrado entre las partes, para lo cual procederá a 

verificar los requisitos necesarios para tal efecto.  

 

Ahora bien, la Ley define la conciliación como un mecanismo de resolución de 

conflictos, a través del cual dos o más personas gestionan por sí mismas la solución 

de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado denominado 

conciliador. 

 

Mediante la Ley 640 de 2001, se modificaron las normas relativas a la conciliación 

contenidas en las Leyes 446 de 1998 y 23 de 1991. Esta ley a su vez, fue 

reglamentada en su capítulo V, “De la Conciliación Contenciosa Administrativa”, por 
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el Decreto No. 01716 de mayo 14 de 2009 del Presidente de la República, el cual 

además reglamentó los artículos 13 de la Ley 1285 de 2009 y 75 de la Ley 446 de 

1998, en materia de conciliación.  

 

Posteriormente, el artículo 35 de la referida Ley 640 de 2001, fue modificado por el 

artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en relación con el requisito de procedibilidad de 

la conciliación extrajudicial, para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa1. 

 

Es así como, la Ley 640 de 2001, en sus artículos 3º y 19, dispone: 

 
“Artículo 3º. Clases. La conciliación podrá ser judicial si se realiza dentro de un proceso 
judicial, o extrajudicial, si se realiza antes o por fuera del proceso judicial”. 
 
“Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de 
centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere 
la presente ley y ante los notarios”  (resaltado fuera del texto). 

 

Posteriormente, fue expedido el Decreto 1716 de 2009, reglamentario de los 

artículos 13 de Ley 1285 del mismo año, el artículo 75 de Ley 446 de 1998 y el 

Capítulo V de la Ley 640 de 2001, consagrando: 

 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso 
administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 
personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 
Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y 
contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 

 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 
de la Ley 80 de 1993. 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.  
Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles.  
Parágrafo 3°. Cuando la acción que eventualmente se llegare a interponer fuere la de nulidad 
y restablecimiento de derecho, la conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá 
acreditarse, en legal forma, ante el conciliador.  
Parágrafo 4°. En el agotamiento del requisito de procedibilidad de la acción de que trata el 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, se entenderá incluida la acción de repetición 
consagrada en el inciso segundo de dicho artículo.  
Parágrafo 5°. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será 
necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento encargados de resolver 
controversias derivadas de contratos estatales, cuyo trámite se regula por lo dispuesto por el 
artículo 121 de la Ley 446 de 1998.”.  (Subrayas son nuestras, negrillas del texto) 

 

Resulta por lo tanto, de conformidad con las normas en cita y, la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado2, que a manera de requisitos 

necesarios para la aprobación de los acuerdos conciliatorios,  éstos deben someterse 

a los siguientes supuestos de aprobación: 

 

                                                 
1 La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 161, numeral 1o., 
estableció como requisito de procedibilidad para ejercitar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la conciliación 
extrajudicial. 
2. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, CP. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Auto del 24 de julio de 2018, Exp. 
Rad. 25000-23-26-000-2012-01062-01 (46768). 
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 Que las partes estén debidamente representadas y con la facultad expresa 

para conciliar; 

 Verificar la caducidad del medio de control, según lo dispuesto en el parágrafo 

2º del artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 81 de la 

Ley 446 de 1998; 

 La naturaleza económica de las pretensiones, según lo dispuesto por el 

artículo 59 de la Ley 23 1991, modificado por el artículo 70 de la ley 446 de 

1998; 

 Que el acuerdo cuente con el soporte probatorio necesario, para acreditar la 

existencia de la obligación a cargo de la entidad, según los términos del art. 

65 A de la Ley 23 de 1991, adicionado por el art. 73 de la ley 446 de 19983; 

 Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 73 y 81 

de la Ley 446 de 1998, 25, 26, 37 de la Ley 6640 de 2001). 

 

3.1. Cuestión previa. 

 

Con el fin de verificar, que el acuerdo conciliatorio sometido a aprobación judicial, 

se ajuste a la ley, y no resulte lesivo para el patrimonio público, se estima pertinente 

hacer una breve alusión al derecho concertado. 

 

3.1.1. Marco Normativo y Jurisprudencial aplicable al régimen prestacional 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 

 

Los artículos 217 y 218 de la Constitución Política, reafirmaron el carácter especial 

del régimen salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza Pública, facultando 

al Congreso de la República, para que dictará las normas, objetivos y criterios –Ley 

Marco, y así el poder Ejecutivo fijara el régimen salarial y prestacional de este sector, 

de conformidad con el literal e), numeral 19 del artículo 150 ibídem. 

 

En desarrollo de dichos postulados constitucionales, se profirió la Ley 4a de 1992, 

estableciendo: 
 

"Artículo 1°.- El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 
 
a. Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, 
denominación o régimen jurídico;  
b. Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Organización Electoral y la Controlaría General de la República;  
c. Los miembros del Congreso Nacional, y 
d. Los miembros de la Fuerza Pública.” 
 
“Artículo 2°.- Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores 
enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los 
siguientes objetivos y criterios: 
 
a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, 
como de los regímenes especiales. En ningún caso podrán desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales; 
b. El respeto a la carrera administrativa y la ampliación de su cobertura; 
c. La concertación como factor de mejoramiento de la prestación de los servicios por parte del 
Estado y de las condiciones de trabajo; 
d. (...).” 
 
“Artículo 3°.- El sistema salarial de los servidores públicos estará integrado por los siguientes 
elementos: la estructura de los empleos, de conformidad con las funciones que se deban 
desarrollar y la escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos.” 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 28 de noviembre de 2011, rad. 15001-23-31-000-2011-00128-01. 
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“Artículo 10°.- Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 

desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” (Resaltados 
del Despacho) 

 

Con posterioridad, se expidió la Ley 62 de 1993, por medio de la cual se dictan 

normas sobre la Policía Nacional, en la cual solo se contemplaron los grados de 

Oficiales, Suboficiales, Agentes, Alumnos, los que prestaban el Servicio Militar 

Obligatorio y, el Personal no uniformado, sin incluir la carrera del Nivel Ejecutivo, tal 

como se evidencia en el artículo 6°, así: 

 

"Artículo 6°. Personal Policial. La Policía Nacional está integrada por oficiales, 
suboficiales, agentes, alumnos y por quiénes presten el servicio militar obligatorio 
en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes 
a ella, uno y otros sujetos o normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo 
tiempo establezca la ley." (Resaltado fuera de texto). 

 

Mediante la Ley 180 de 1995, se reorganizó la estructura de la Policía Nacional, se 

creó el nivel ejecutivo, y se delegó al Presidente la organización de los siguientes 

aspectos: 

 

"Artículo 7°. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta 
por el término de noventa (90) días, contados a partir de la promulgación de la presente Ley, 
para los siguientes efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel Ejecutivo a que 
se refiere el artículo 1° de la presente Ley, a la cual podrán vincularse Suboficiales, 
Agentes, personal no uniformado y de incorporación directa. Esta nueva carrera 
comprenderá los siguientes aspectos: 
 
a) Disposiciones preliminares;  
b) Jerarquía, clasificación y escalafón;  
c) Administración de personal:  
- (…) 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales  
- (...) 
- Normas de transición.  
(...) 
 
PARÁGRAFO. La creación del Nivel Ejecutivo no podrá discriminar ni desmejorar, en 
ningún aspecto, la situación actual de quienes estando al servicio de la Policía 
Nacional ingresen al Nivel Ejecutivo." (Resultado del Despacho) 

 

A través del Decreto 132 del 13 de enero de 1995, el Gobierno Nacional 

desarrolló la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en el cual 

se dispuso: 

 

“Artículo 15. RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL DEL PERSONAL DEL NIVEL 
EJECUTIVO. El personal que ingrese al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, se 
someterá al régimen salarial y prestacional determinado en las disposiciones que 
sobre salarios y prestaciones dicte el Gobierno Nacional.” 
 
“Artículo 82. INGRESO AL NIVEL EJECUTIVO. El ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía 
Nacional no podrá discriminar, ni desmejorar, en ningún aspecto la situación de 
quienes están al servicio de la Policía Nacional.” (Resaltado del Despacho) 

 

Posterior a ello, se profiere el Decreto 1091 de 1995, por el cual se reglamenta 

el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995, estableciendo en el Título 

I, del Capítulo 1, las asignaciones, primas y subsidios a que tendrán derechos los 

miembros regulados por esta norma, correspondiendo a un sistema salarial y 
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prestacional totalmente diferente al establecido en los Decretos 1212 y 1213 de 

1990, en especial en lo relacionado con la asignación de retiro, como se advierte en 

su artículo 51, así: 

 

“Artículo 51. Asignación de retiro para el personal del nivel ejecutivo. El personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen 
los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, 
se le pague una asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por 
ciento (75%) del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, 
por los primeros veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada 
año que exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por 
ciento (100%) de tales partidas, en las siguientes condiciones:  
 
a) Al cumplir veinte (20) años de servicio y ser retirado por cualquiera de las siguientes causas:  
 
1. Llamamiento a calificar servicio.  
2. Voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional.  
3. Por disminución de la capacidad sicofísica para la actividad policial.  
4. Por haber cumplido sesenta y cinco (65) años de edad los hombres y sesenta (60) años de 
edad las mujeres.  
 
b) Al cumplir veinticinco (25) años de servicio y ser retirado o separado por cualquiera de las 
siguientes causas:  
1. Por solicitud propia.  
2. Por incapacidad profesional.  
3. Por inasistencia al servicio por más de cinco (5) días sin causa justificada.  
4. Por conducta deficiente.  
5. Por destitución.  
6. Por detención preventiva que exceda de ciento ochenta (180) días.  
7. Por separación absoluta en las condiciones establecidas en el artículo 68 del Decreto 132 de 
1995.  
 
Parágrafo. También tendrá derecho al pago de asignación mensual de retiro el personal del nivel 
ejecutivo de que trata el literal b) de este artículo, cuando cumpla los siguientes requisitos:  
 
1. Veinte (20) años de servicio a la Policía Nacional, y  
2. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad los hombres y cincuenta (50) años de 
edad las mujeres.” (Resaltado del Despacho) 

 

De ahí que, con la creación de la nueva carrera en la estructura de la Policía Nacional, 

denominada Nivel Ejecutivo, se estableció su propio régimen de administración de 

personal, diferente a las demás carreras policiales como Oficiales, Suboficiales, 

Agentes y personal no uniformado. 

 

No obstante, en Sentencia de 14 de febrero de 2007, el H. Consejo de Estado4 anuló 

el citado artículo 51, por considerarlo violatorio de la Constitución Política, en cuanto 

a la protección de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido 

beneficios mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever 

un régimen de transición para el personal de Oficiales y Suboficiales, que ingresaron 

al Nivel Ejecutivo por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, 

máxime cuando la facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores 

públicos, debía contenerse en una ley marco, por estar sometida a reserva legal. 

 

Después, se expidió el Decreto 1791 de 2000, el cual si bien buscó modificar las 

normas de carrera de personal de los Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y 

Agentes de la Policía Nacional, derogando los Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, 

no reguló expresamente sobre el régimen salarial y prestacional del personal del 

nivel ejecutivo. 

 

                                                 
4 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, con ponencia del Consejero, Dr. Alberto Arango Mantilla, expediente No. 
11001-03-25-000-2004-00109-01 (1240-04) 
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Luego, se emitió la Ley 923 de 2004, mediante la cual, entre otros asuntos, se fijó 

el régimen pensional y de asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública, trazándose unos criterios y objetivos, que debían cumplirse para garantizar 

los mínimos derechos laborales y prestacionales de dichos servidores públicos, 

destacándose que para su entrada en vigencia, el personal de la Policía Nacional, 

estaba regido por los Decretos 1212 de 1990, para el caso de los Oficiales y 

Suboficiales, 1213 de 1990, para los Agentes, y 1091 de 1995, para el Nivel 

Ejecutivo. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del Nivel Ejecutivo, el artículo 49 del mencionado Decreto 1091 de 1995, contempló 

las siguientes: 

 

"Articulo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, al personal 
del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del servicio activo, se le liquidará las 
prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas. 
 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia. 
c) Subsidio de Alimentación. 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio; 
f)  Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones. 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de las 
demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 
1990 y en el presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de 
retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales".  

 

A su turno, el artículo 13 de la norma Ibídem, estableció para la liquidación de la 

prima de servicios, prima de vacaciones y prima de navidad, los siguientes factores: 

 

"Articulo 13. Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. Las bases 
de liquidación serán: 
a) Prima de servicios: Asignación básica mensual, prima de retomo a la experiencia y subsidio 
de alimentación. 
b) Prima de vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, subsidio 
de alimentación y una doceava parte de la prima de servicio. 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, prima de 
nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava parte de la prima de servicio y una 
doceava parte de la prima de vacaciones".  

 

Las anteriores partidas computables, fueron ratificadas por el Decreto 4433 de 

2004, a través del cual se fijó el régimen pensional y de asignación de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública, como se dispuso en el artículo 23, así: 

 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la 
pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía 
Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 
 
(…) 
 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes 
percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
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PARÁGRAFO. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 
las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y compensaciones, serán computables para 
efectos de la asignación de retiro, las pensiones, y las sustituciones pensionales.” 

 

3.1.2. Incrementos de las partidas en la asignación de retiro, conforme al 

principio de oscilación: 

 

El principio de oscilación respecto al personal que integra el Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional, se encuentra reglamentado en los Decretos 1091 de 1995, artículo 

56, y 4433 de 2004, artículo 42, normas que en un idéntico sentido establecieron: 

 

"Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 
retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en cuenta 
las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad 
para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. 
En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 
regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 1091 de 1995) – Resaltado 
del Despacho 

 
"Articulo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las asignaciones 
de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, se incrementarán en el 
mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en actividad para cada 
grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo 
legal mensual vigente. 
 
El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos 

que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 4433 de 2004) – Resaltado del 
Despacho 

 

Bajo las preceptivas normativas expuestas, se tiene que, los incrementos 

introducidos en los factores salariales del personal activo, repercuten en las 

prestaciones periódicas de los miembros retirados, es decir, el reajuste opera 

automáticamente, cuando se altera la remuneración de los Oficiales, Suboficiales y 

Agentes al servicio del Estado, liquidación que integra una unidad jurídica, que se 

debe dar a los ajustes, que por efectos del paso del tiempo, se deben realizar con 

miras a garantizar su permanente actualización por efecto de la pérdida del poder 

adquisitivo, fundamentado en el principio rector de la Seguridad Social, consagrado 

en el artículo 53 Superior. 

 

Con base en lo expuesto, el Estado debe reajustar y pagar anualmente los beneficios 

prestacionales a su cargo, sin contemplar la posibilidad de acudir a otros estatutos, 

en atención a la prohibición expresa de la Ley 4a de 1992, que señala: 

 

"Artículo 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 
desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos." 

 

Sobre el particular, el Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, Subsección A, en Sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia 

del Consejero, Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas, expediente No. 25000-23-25-

000-2012-00088-01(3675-17), consideró en relación al principio de oscilación, lo 

siguiente: 

 

"2.2.1. Principio de oscilación 
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El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas relacionados con las 
asignaciones de retiro y pensiones del personal de la Fuerza Pública. Busca introducir las 
variantes que perciben los miembros activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso 
de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado5 se expuso: «Para abordar este tema sea lo primero precisar 
que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una forma de actualización diferente a la 
que de manera general se ha establecido para las pensiones que devengan los servidores 
públicos y trabajadores privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que perciben los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos que se encuentran en 
retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, ya sea asignación de retiro o 
pensión de invalidez o los beneficiarios que reciben pensión de sobrevivientes». 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del personal de oficiales 
y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 establece: 

 
Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las asignaciones de retiro y las 
pensiones de que trata el presente Decreto se liquidarán tomando en cuenta las variaciones 
que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán 
inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen 
ajustes prestacionales en otros sectores de la administración pública, a menos que así lo 
disponga expresamente la ley. 

 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de Oficiales Generales 
y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navio, se tendrá en cuenta como sueldo básico, el 
porcentaje que como tal determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta 

materia, más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto.” (Resaltado del 
Despacho) 

 

En síntesis, de conformidad con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo Contencioso Administrativo, el 

principio de oscilación de las asignaciones de retiro, es entendido como una unidad 

jurídica inescindible, conformada por la totalidad de las partidas legalmente 

computables, que deben ser incrementadas de conformidad con las variaciones que 

en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad. 

 

3.2. Sobre la Representación de las Partes, la Capacidad para Conciliar, y 

la Autoridad competente para su celebración.  

 

Figuran como partes conciliantes, de un lado, el señor AGUSTÍN FUENTES 

HERNÁNDEZ, y de otro, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

– CASUR, quienes actúan por medio de sus respectivos apoderados judiciales, 

debidamente facultados para conciliar, de conformidad con los poderes allegados. 

Acuerdo conciliatorio, que fue realizado ante el Procurador 138 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Bogotá, cumpliéndose de esta manera con los 

presupuestos establecidos por los artículos 2º y 6º del Decreto 1716 de 2009, artículo 

53 del Código General del Proceso y el artículo 15 de la Ley 23 de 1991, pues acorde 

con las pruebas aportadas, las partes que acuden en conciliación extrajudicial, son 

plenamente capaces para ejercer derechos y contraer obligaciones, estando 

debidamente representadas, y la conciliación se realizó ante la autoridad competente. 

 

3.3. Sobre la Caducidad. 

Se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en virtud del cual se 

pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el transcurso del tiempo 

                                                 
5 Sentencia del 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010) 
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fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad jurídica a las actuaciones 

de la administración.  

 

En consideración a que lo pretendido por el convocante, es el reajuste anual de su 

asignación de retiro, incrementando las partidas computables de subsidio 

alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir del año 

2013, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo básico y la 

prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación, y que el ejercicio 

del medio de control procedente, se impetra en contra del Acto Administrativo que 

niega dicho reajuste, esto es, el Oficio No. 20201200-010094641 Id: 557702 del 13 

de abril de 2020, observa el Despacho, que no está sujeto al término de caducidad, 

puesto que conforme al numeral 1.º literal c), del artículo 164 del CPACA, la 

demanda en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, contra los actos administrativos que reconocen o niegan prestaciones 

periódicas, puede interponerse en cualquier tiempo, independientemente de la 

prescripción de las mesadas no reclamadas en tiempo, aspecto sobre el cual se 

referirá el Despacho más adelante. 

 

3.4. Sobre la Naturaleza Económica de las Pretensiones. 

 

En el caso bajo estudio, se advierte que el apoderado de la convocada aportó 

propuesta de conciliación, la cual fue aceptada por el apoderado de la parte 

convocante, relacionada con el reajuste anual de la asignación de retiro en favor 

del señor AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, incrementando las partidas computables 

de subsidio alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir 

del año 2013, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo 

básico y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación. 

 

En relación con la posibilidad de conciliar sobre asuntos sometidos al conocimiento 

de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el artículo 2° del Decreto 1716 

de 2009, reglamentario del artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, dispuso: 

 

“Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas 
que los sustituyan. (...)” (Negrillas de la Sala) 

 

El asunto bajo estudio, en consecuencia, resulta conciliable, pues como quedó 

expuesto, busca precaver un litigio de conocimiento de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, toda vez que se pretende el reconocimiento y pago 

de sumas de dinero a favor del convocante, negadas mediante el Oficio No. 

20201200-010094641 Id: 557702 del 13 de abril de 2020, acto administrativo que 

eventualmente, podría ser objeto de demanda, presentada en cualquier tiempo, ya 

que se trata de un acto que no accedió de manera favorable en sede administrativa 

al reajuste de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables 

de subsidio alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, de 

acuerdo al principio de oscilación, y conforme a lo dispuesto en el literal c, del 
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numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A., en este caso, no opera la caducidad del 

referido Medio de Control, por tratarse de una prestación periódica. 

 

Ahora bien, aunque las sumas reclamadas hacen parte de los derechos de origen 

laboral, que por su naturaleza, en principio podrían considerarse no conciliables, en 

tanto son irrenunciables, de acuerdo al artículo 48 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia ha aceptado la procedencia de los acuerdos conciliatorios, siempre y 

cuando a través de ellos se procure el mejoramiento del derecho y no su 

menoscabo. 

  

Así entonces, se tiene que, el acuerdo conciliatorio versa sobre derechos 

susceptibles de ser conciliados entre las partes. Adicionalmente, el derecho a la 

indexación, y el pago de los intereses que emergen como consecuencia del reajuste 

de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables de subsidio 

de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, que es finalmente 

el aspecto sobre el cual el actor está cediendo en su derecho, resulta discutible y 

renunciable, por tanto, puede ser objeto de transacción, pues el reajuste de la 

prestación como tal, si se reconoce de forma completa.  

 

3.5. Sobre el Respaldo Probatorio del Acuerdo Conciliatorio y Análisis del 

caso concreto. 

 

En el expediente se encuentra probado, lo siguiente: 

 

- Solicitud de conciliación administrativa dirigida a la Procuraduría Delegada ante 

los Jueces de lo Contencioso Administrativo, radicada el 13 de mayo de 2020.  

 

- Poder otorgado por el señor Agustín Fuentes Hernández, al abogado Ranfin 

Rafael Cárdenas Zúñiga (fl. 29) 

 
- Se acreditó igualmente, la presentación del escrito de petición radicado No. 

20201200-010108952 Id: 546597 del 2 de marzo de 2020, por medio del cual el 

convocante solicitó a la entidad demandada, el reajuste anual de la asignación 

de retiro, con el incremento de las partidas computables del subsidio de 

alimentación y las duodécimas partes de las primas de servicio, vacaciones y 

navidad, de acuerdo a los porcentajes en que fueron incrementados los sueldos 

básicos en actividad, en aplicación del principio de oscilación, desde el momento 

en que se causó el derecho (fls. 9 a 12).  

 

- La entidad demandada resolvió negativamente la referida petición, mediante el 

Oficio No. 20201200-010094641 Id: 557702 del 13 de abril de 2020, en el sentido 

de indicarle el ánimo conciliatorio que le asistía a la entidad. Bajo los parámetros 

allí establecidos (fl. 13 a 17). 

 

- Reposa en el expediente, copia de la Resolución No. 21764 del 27 de diciembre 

de 2012, por medio de la cual, se reconoció asignación de retiro en favor del 

Intendente Jefe de la Policía Nacional ® AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, en 

cuantía del 85%, efectiva a partir del 8 de enero de 2013 (fl. 19 a 20). 

 
- Certificación en la que consta la última unidad donde prestó sus servicios la 

convocante (fl. 18). 
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- Se observa constancia de recibido de la solicitud de conciliación, por parte de la 

Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado, del 13 de mayo de 2020 (fl. 

22). 

 
- Auto del 30 de junio de 2020, a través del cual, el Procurador 138 Judicial II 

para Asuntos Administrativos, admite la solicitud de conciliación extrajudicial 

presentada por el señor Agustín Fuentes Hernández, a través de su apoderado 

judicial. 

 

- Obra poder otorgado por el Representante Judicial y Extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, al Doctor Hugo Enoc Galves Álvarez. 

 
- Certificación expedida por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en donde decidió proponer 

fórmula conciliatoria y autorizó respecto a la actualización de las partidas 

computables de la asignación de retiro denominadas subsidio de alimentación y 

doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones conforme lo 

establecido en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, bajo los siguientes 

parámetros: 

 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 

2. Se conciliará el 75% de la indexación. 

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no 

habrá lugar al pago de intereses. 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional vigente al 

momento del retiro del accionante. En razón a lo anterior se realizará el 

reajuste a las partidas denominadas subsidio de alimentación y doceavas 

partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones a partir del año 08 de 

enero de 2013 ya que fue el primer reajuste realizado por la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional esto es, pero pagando a partir del 02 de marzo 

de 2017 dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el Decreto 

4433 de 2004 en su artículo 43, tomando como fecha de inicio la petición 

radicad en la Entidad el día 02 de marzo de 2020. 

 

- Se observa Liquidación en donde constan las diferencias causadas, de acuerdo al 

principio de oscilación y la forma en que se ordenará. 

 

- Se observa Liquidación de la indexación de las diferencias causadas a favor del 

convocante, desde el 02 de marzo de 2017, hasta el 31 de julio de 2020, 

indicándose la liquidación final del valor a pagar al convocante, por las diferencias 

causas en su asignación de retiro, en los siguientes términos: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

 

Valor de Capital Indexado     5.208.707 

Valor Capital 100%      4.945.913 

Valor Indexación         262.794 

Valor indexación por el (75%)       197.096 

Valor Capital más (75%) de la Indexación   5.143.009 

Menos descuentos CASUR       -175.885 

Menos descuentos Sanidad       -177-364 

VALOR A PAGAR      4.789.760 
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Se tiene entonces que, al convocante le fue reconocida asignación de retiro, 

mediante la Resolución No. 21764 del 27 de diciembre de 2012, en cuantía 

equivalente al 85% del sueldo básico en actividad, y las partidas legalmente 

computables del Decreto 4433 de 2004, la cual fue liquidada en la siguiente forma: 

 

Partidas liquidables, según se observa en el expediente: 

 

Partida Porcentaje Valores 

Sueldo básico  1.894.297 

Prima Retorno a la 
Experiencia 

7.00% 132.601 

1/12 Prima de navidad  216.659 

1/12 Prima de servicios  86.210 

1/12 Prima de vacaciones  89-802 

Subsidio de alimentación  42.144 

TOTAL  2.463.713 

% de Asignación  85% 

Valor Asignación  2.094.156 

 

Ahora bien, al verificar la liquidación realizada por la entidad demandada, donde 

constan los valores pagados con el sistema se oscilación al convocante, desde el año 

2013 a 2020, evidencia el Despacho, que solo el sueldo básico y la prima de retorno 

a la experiencia, variaron y se incrementaron año a año, no ocurriendo lo mismo 

respecto de las primas de servicios, navidad, vacaciones, y del subsidio de 

alimentación, como pasa a exponerse: 
 

AÑO 2013 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  1.959.462,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

7.00% 137.162,34 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 

PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2014 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.017.069,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

7.00% 141.194,83 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 

PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2015 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.111.065,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

7.00% 147.774,55 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 

PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2016 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.275.094,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

7.00% 159.256,58 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 
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PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2017 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.428.664,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

7.00% 170.006,48 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 

PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2018 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.552.282,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

7.00% 178.659,00 

PRIMA NAVIDAD  218.659,00 

PRIMA SERVICIOS  86.201,00 

PRIMA VACACIONES  89.802,00 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  42.144.00 

AÑO 2019 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.667.135,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

7.00% 186.699,45 

PRIMA NAVIDAD  228.498,66 

PRIMA SERVICIOS  90.089,45 

PRIMA VACACIONES  93.843,09 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  44.040,48 
 

De lo anterior, se extrae, que la entidad demandada, al liquidar anualmente la 

asignación de retiro del actor, no dio estricta aplicación a lo dispuesto en el Decreto 

4433 de 2004 y la Ley 923 del mismo año, en el sentido de incrementar no solo el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, sino también el subsidio de 

alimentación y las primas de navidad, servicios y vacaciones, las cuales sirvieron de 

soporte para la liquidación de la prestación mensual que actualmente devenga. 
 

Así entonces, al verificar el contenido de la fórmula conciliatoria obrante en el 

expediente, presentada por la entidad convocada, y aceptada en su integridad por 

el apoderado de la parte convocante, se tiene que, en la misma se ordena el 

incremento anual, desde el año del reconocimiento de la asignación de retiro al 

actor, incluyendo todas las partidas computables, diferencia a la cual se le calcula la 

respectiva indexación, arrojando los siguientes valores a conciliar, así: 

 

Índice Inicial (fecha de inicio del pago) 02/03/2017 

Índice Final (fecha de ejecutoria) 31/07/2020 

CONCILIACIÓN 

Valor de capital indexado $ 5.208.707 

Valor capital 100% $ 4.945.913 

Valor indexación $    262.794 

Valor indexación por el (75%) $    197.096 

Valor capital más (75%) de la indexación  $ 5.143.009 

Menos descuento CASUR -$    175.885 

Menos descuentos Sanidad -$    177.364 

VALOR A PAGAR $ 4.789.760 
 

3.6. Sobre la Prescripción del Derecho. 
 

Para efectos de verificar, que el acuerdo conciliatorio objeto de estudio no resulte 

lesivo al patrimonio público, es menester examinar que la entidad no haya 
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concertado el pago de obligaciones extinguidas por la prescripción trienal, prevista 

en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004, para las mesadas, porque el derecho al 

reajuste es imprescriptible, al ser prestación periódica. 
 

Debe tenerse en cuenta además, que el reajuste de la asignación de retiro, en virtud 

del principio de oscilación, aplicando el incremento anual establecido por el Gobierno 

Nacional para las asignaciones de retiro, como para las partidas computables 

correspondientes, a las primas de servicios, vacaciones y navidad, así como al 

subsidio de alimentación, deviene del artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, el cual 

dispuso que las asignaciones de retiro, “ se incrementarán en el mismo porcentaje en que se 

aumenten las asignaciones en actividad para cada grado”, así entonces, al darse aplicación a 

dicha norma, considera el Despacho, que el derecho reclamado queda sujeto a la 

prescripción que consagra la misma, esto es, la trienal. 
 

Así entonces, se tiene que, el convocante elevó petición ante la entidad convocada 

el 2 de marzo de 2020, deprecando el reajuste de su prestación, razón por la 

cual, la entidad no se encuentra obligada al pago de las diferencias que resulten 

como consecuencia del reajuste, sobre las mesadas anteriores al 2 de marzo de 

2017, habida consideración, a que frente a ellas operó el fenómeno de la 

prescripción trienal, tal y como lo señaló la misma entidad en la propuesta 

conciliatoria debidamente aceptada por el apoderado del convocante, y que 

corresponde a lo consignado en la liquidación anexa. 
 

3.7. Sobre la revisión de existencia de Lesividad del Erario. 
 

En criterio del H. Consejo de Estado, la verificación de legalidad de la conciliación a 

cargo del Juez Administrativo, implica que las causales aplicadas al proceso 

conciliatorio, tienen todas, el carácter de juicio de legalidad, por lo que la exigencia de 

alta probabilidad de condena también resulta aplicable a estos casos. Esa Corporación 

remite al artículo 73 de la Ley 446 de 1998 (que incorporó el artículo 65 A, a la Ley 23 

de 1991, compilado por el artículo 60 del Decreto 1818 de 1998), precisando que el 

acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias”, exigencia cuyo 

alcance jurisprudencial ha sido, que las mismas permitan deducir una condena contra 

el Estado -en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones judiciales 

pertinentes-, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o 

violatorio de la ley6. 
 

Así mismo, el H. Consejo de Estado7 tiene por sentado, que: 

 
“Las normas sobre conciliación como formas de solución alternativa de los conflictos pretenden la 
descongestión de los despachos judiciales, con el fin de lograr un eficaz acceso a la administración 
de justicia y el consecuente cumplimiento de los principios que inspiran el ordenamiento y los fines 
esenciales del Estado, contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2 de la Carta, en particular de la 
justicia, la paz y la convivencia. No obstante, el inciso tercero del artículo 73 de la ley 446 de 1998 
que adicionó el artículo 65 de la ley 23 de 1991 establece límites a la autonomía de la voluntad de 
los entes públicos, lo cual encuentra su justificación en la menor capacidad dispositiva de tales 
entidades en relación con el sector privado, en razón de que aquéllas comprometen los bienes 
estatales. El reconocimiento voluntario de las deudas por parte de las entidades estatales debe estar 
fundamentado en las normas jurídicas que prevén la obligación, las elaboraciones jurisprudenciales 
y en pruebas suficientes acerca de todos los extremos del proceso, de manera tal que la transacción 
jurídica beneficie a la administración.” 

 

 

 

 

                                                 
6 Exps. 17219 del 10 de agosto, 16758 del 9 de marzo, 16116 de 29 de junio todas de 2000; y 22232 del 22 de enero de 2003. 
7 Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Tercera, C. P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, Providencia de noviembre 10 de 2000, 
Rad. No. 18298. 
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3.8. Conclusión.  

De las consideraciones expuestas, se concluye, que el acuerdo conciliatorio analizado, se 

fundó en objeto y causa lícita, sin vicios en el consentimiento de las partes, y sin que con 

él se desconozcan los derechos irrenunciables del empleado, se lesionen los intereses del 

Estado, o se afecte el patrimonio económico de la entidad. 
 

En consecuencia, se APROBARÁ la conciliación, sometida al conocimiento de este 

Juzgado.  
 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 

SEGUNDA, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio, celebrado el 31 de julio de 2020, ante 

el señor Procurador 138 Judicial II para Asuntos Administrativos, entre el señor 

AGUSTÍN FUENTES HERNÁNDEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

4.104.247, y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -

CASUR, por la suma de CUATRO MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y NUEVE 

MIL SETECIENTOS SESENTA PESOS ($4.789.760), conforme a lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia. 
 

SEGUNDO: Esta Providencia y el Acuerdo Conciliatorio, contenido en el Acta de 

conciliación del 31 de julio de 2020, prestan mérito ejecutivo y hacen tránsito a cosa 

juzgada material, de conformidad con la Ley. 

 

TERCERO: Por Secretaría, a costa de las partes, expídanse copias del Acta de 

Conciliación y de la presente providencia, conforme a lo previsto en el artículo 114 del 

Código General del Proceso, con las constancias que sean del caso. 
 

CUARTO: En firme este Auto, por Secretaría ARCHÍVESE el expediente dejando las 

constancias a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 
ECB 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 551 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020). 

 

EXPEDIENTE:      No. 110013335007202000227-00 

CONVOCANTE:   JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ 

CONVOCADA:     CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

– CASUR 

REFERENCIA:    CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho, a efectuar el estudio de la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, la cual fue refrendada ante la Procuraduría 10 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, el día 12 de junio de 2020. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Sobre la Solicitud de Conciliación.  

 

El señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, a través de apoderado especial, 

concurrió ante la Procuraría Judicial para Asuntos Administrativos, para que con 

citación y audiencia de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL - CASUR, se celebrara Audiencia de Conciliación Extrajudicial. 

 

1.1.1. Pretensiones: 
 

“PRIMERA: Se declare la NULIDAD parcial del ACTO ADMINISTRATIVO contenido en la 
comunicación oficial No. 536418 DEL 5 DE FEBRERO DE 2.020 signada por la Jefe Oficina Asesora 
Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se resolvió la 
petición de interés particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO RETROACTIVO 
PARTIDAS ASIGNACIÓN” formulada el 20 DE ENERO DE 2.020, a través de Apoderado, por parte 
del señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ. 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE SUELDOS 
DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a reconocer y pagar a favor del señor JOSÉ ALFONSO 
CALVERA PÁEZ, por concepto de reajuste de asignación de retiro, todos los valores que dejaron 
de incrementársele y pagársele con sus mesadas y primas de asignación de retiro, durante el 
lapso comprendido entre el 1 DE ENERO DE 2.014 y hasta el 31 DE DICIEMBRE DE 2.019, como 
consecuencia de la desatención del principio de oscilación y haberse mantenido estáticas y sin 
aumento, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE LA PRIMA DE SERVICIOS, 
1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de su asignación de retiro… 
TERCERA: Se declare que, en el presente asunto no hay lugar a aplicar la prescripción de los 
valores que en el presente se reclaman, por corresponder a sumas que fueron impagadas por la 
omisión y/o interpretación errónea que, de manera general, realizó la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL a las normas 
prestacionales del personal escalafonado en el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, y bajo el 
entendido que, según el precedente judicial del H. Consejo de Estado “el fenómeno de la 
prescripción opera sobre mesadas y no sobre el reajuste de la asignación de retiro” y al violarse 
el principio de oficiosidad dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1.995. 
O, subsidiariamente, se aplique la prescripción cuatrienal establecida en el artículo 60 del Decreto 
1091 de 1.995, y en consecuencia los valores a pagar al señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, 
deberán de ser contabilizados desde el 1 DE ENERO DE 2.014 y pagados desde el 20 DE ENERO 
DE 2.016, atendiendo que la reclamación de reajuste y pago retroactivo fue elevada por el 
demandante el 20 DE ENERO DE 2.020, y habida cuenta lo señalado en el precedente judicial del 
H. Consejo de Estado, según el cual se determina que “… el término prescriptivo para los 
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miembros de la Fuerza Pública es cuatrienal” 
CUARTA: En caso de declararse la prescripción cuatrienal u otra, en el presente asunto, se 
CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, 
como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, por concepto de LUCRO CESANTE 
PASADO, el valor total de las sumas que sean declaradas prescritas con su respectiva indexación. 
QUINTA: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante JOSÉ ALFONSO 
CALVERA PÁEZ, como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, a título de DAÑO 
EMERGENTE FUTURO, el valor dinerario correspondiente al TREINTA POR CIENTO (30%) de las 
sumas dinerarias reconocidas y pagadas a su favor…” (sic) 

 

1.1.2. Hechos. 

 

En la solicitud de conciliación se adujeron los siguientes hechos (páginas 2-8 archivo 

“2. ESCRITO CONCILIACION”):  

 
“(…) 
Al señor Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, le fue reconocida asignación mensual 
de retiro a partir del 12 DE JUNIO DE 2.013, mediante Resolución No. 4959 DEL 17 DE JUNIO 
DE 2.013 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; habiéndose liquidado 
dentro de los SEIS factores que la componen, los siguientes:  

PARTIDAS NO REAJUSTADAS A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO 
1/12 PRIMA DE NAVIDAD 213.221 
1/12 PRIMA DE SERVICIOS 83.967 
1/12 PRIMA DE VACACIONES 87.466 
SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN 43.594 

5. Desde el 1 DE ENERO DE 2.014 y hasta el 30 DE JUNIO DE 2.019, al margen del cumplimiento 
del PRINCIPIO DE OSCILACIÓN dispuesto en el artículo 56 del Decreto 1091 de 2.004, hoy 42 
del Decreto 4433 de 2.004, arriba citado; la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 
mantuvo estático el valor de los CUATRO FACTORES de: 1/12 PRIMA DE NAVIDAD; 1/12 PRIMA 
DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN que componen 
la asignación de retiro del señor Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, desconociendo 
el derecho a la actualización monetaria a favor de los pensionados – para garantizar la 
conservación del poder adquisitivo de la asignación de retiro – contenida en los artículos 48 y 
53 de la Constitución Política de Colombia, denominado legal y jurisprudencialmente como 
PRINCIPIO DE OSCILACIÓN. 
6. Lo anterior significa que, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no aumentó, año 
tras año, el valor de la totalidad de la asignación de retiro y subsidio de alimentación del señor 
Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, con el porcentaje que ordenó el Gobierno 
Nacional para el personal activo de la Policía Nacional6, por lo que el aumento realizado a la 
asignación de retiro del Demandante, durante el lapso comprendido entre el 1 DE ENERO DE 
2.014 al 31 DE DICIEMBRE DE 2.019, siempre fue parcial, violándose con ello el citado principio 
de oscilación. 
7. No obstante que CASUR, en el mes de JULIO DE 2.019, realizó el incremento al monto total 
de la asignación de retiro del señor Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, INCLUYENDO 
LAS CITADAS PARTIDAS, en un porcentaje correspondiente al 4.5% dispuesto en el Decreto 
1002 del 06 de junio de 2.019; también lo es que, el incremento practicado se efectuó sobre la 
cifra estática reconocida a mi poderdante a través de la Resolución No. 4959 DEL 17 DE JUNIO 
DE 2.013 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, esto es, sin que se 
hubiera realizado previamente la actualización del valor de cada una de ellas por el no 
incremento desde el 1 DE ENERO DE 2.014 al 30 DE JUNIO DE 2019. 
8. El día 20 DE ENERO DE 2.020, el señor Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, por 
intermedio de Apoderado, elevó petición de interés particular que se intituló “PETICIÓN DE 
REAJUSTE Y PAGO RETROACTIVO PARTIDAS DE ASIGNACIÓN”, en la que después de señalar 
las razones en que se fundamentaban, solicitó: 
(…) 
9. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se vio obligada a dar contestación a la 
citada petición de interés particular, mediante COMUNICACIÓN No. 536418 DEL 5 DE FEBRERO 
DE 2.020, luego de aceptar su error y omisión consistentes en no haber incrementado y pagado, 
año a año, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE LA PRIMA DE SERVICIOS, 
1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de la asignación de retiro del 
demandante, resolvió: 
(…) 
10. En consecuencia, la asignación de retiro que percibe el señor JOSÉ ALFONSO CALVERA 
PÁEZ, para el mes de enero de 2.020 fue reajustada e incrementada en lo que respecta a sus 
partidas de 1/12 PRIMA DE NAVIDAD; 1/12 PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES 
y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN, tal como se informó en el acto administrativo objeto de debate, 
e incluso, para el mes de marzo de 2.020, fue aumentada en un 5.12% la totalidad de la 
asignación de retiro del accionante, de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto 318 del 27 de 
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febrero de 2.02011. lo que muestra que, solamente, se accedió a lo solicitado en los numerales 
1º y 3º del acápite de la petición de interés particular formulada por el actor. 
11. Hasta la fecha, y no obstante el anterior, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL no ha pagado, al señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, los valores que como 
consecuencia del reajuste de su asignación de retiro y la respectiva indexación ha debido 
pagarle, esto a pesar de la admisión por la Entidad, del error y omisión en que incurrió, año tras 
año, durante el lapso comprendido entre el 1 DE ENERO DE 2.014 al 31 DE DICIEMBRE 2.019. 
12. Como consecuencia de la omisión en la aplicación del principio de oscilación, sobre la 
mesada de asignación de retiro del señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, la Caja de Sueldos de 
Retiro de la Policía Nacional, desde el 1 DE ENERO DE 2.014 al 31 DE DICIEMBRE 2.019, le dejó 
de pagar los siguientes valores finales, los que se presentan con la debida indexación al 100%: 

DESDE el 01-01-2.014 al 31-12-2.019 $4.538.194,99 
ÚLTIMOS 4 AÑOS: Desde 20-01-2.016 al 20-01-2.020 $4.240.038,09 

...” (Sic) 

 

2. TRAMITE PROCESAL 

 

La solicitud de Conciliación Extrajudicial fue presentada el 8 de mayo de 2020, 

correspondiendo por reparto su conocimiento, a la Procuraduría 10 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Bogotá. La Audiencia correspondiente, fue realizada el 

12 de junio de la misma anualidad, con la concurrencia de las partes, convocante y 

convocada, quienes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio (páginas 97-99 

archivo “2. ESCRITO CONCILIACION”).  

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO 

 
“En Bogotá, D C., hoy 12 de junio de 2020, siendo las 9:30 a.m., procede el Despacho de la 
Procuraduría 10 Judicial ll para Asuntos Administrativos a celebrar la AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL dentro del expediente de la referencia, la cual se desarrollará 
de manera NO PRESENCIAL, conforme lo autorizó el Decreto Legislativo 491 de 2020 y previa 
comunicación a las partes que remitieron los documentos necesarios para el efecto. Comparece 
el Doctor DIEGO ABDÓN TAMAYO GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía número 
79'938.726 de Bogotá y con Tarjeta Profesional No. 162.036 del Consejo Superior de la 
Judicatura, reconocido como apoderado de la parte convocante. Igualmente comparece el 
Doctor HUGO ENOC GÁLVES ÁLVAREZ, Identificado con la cédula de ciudadanía No. 79'763.578 
de Bogotá y con Tarjeta Profesional No. 221.646 del Consejo Superior de la Judicatura, en 
representación de la entidad convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL.  
(…) 
Seguidamente, se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la entidad convocada CAJA  
DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL; quien manifestó:  
“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 27 del 04 de JUNIO de 2020 
considero:  
En el caso del señor IT (r) JOSE ALFONSO CALVERA PAEZ, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 79.754.909, al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a 
lo establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto al 
reajuste de las partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio 
de alimentación y doceavas partes de las pomas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los 
siguientes parámetros:  
1. Se reconocerá el 100% del capital.  
2. Se conciliará el 75% de la indexación  
3. Se cancelaré dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro CM los 
documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses  
4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional vigente al momento del 
retiro del accionante. En razón a lo anterior se realizará el reajuste a las partidas denominadas 
subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones a 
partir del año siguiente al retiro de la accionante ya que fue el primer reajuste realizado por la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional esto es, el 01 de enero de 2014, pero pagando 
a partir del 20 de enero de 2017 dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el 
Decreto 4433 de 2004 en su artículo 43, tomando como fecha de inicio la petición radicada en 
la Entidad el día 20 de enero de 2020.  
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de 
Retiro de la Policía Nacional. determina que para el presente asunto le asiste ánimo conciliatorio.  
LIQUIDACION VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO  
Valor de Capital Indexado                                               4.032.539 
Valor Capital 100%                                                        3.810.193 
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Valor Indexación                                                              222.346 
Valor indexación por el (75%)                                           166.760 
Valor Capital más (75%) de la Indexación                       3.976.953 
Menos descuento CASUR                                                -133.671 
Menos descuento Sanidad                                              -138.045 
VALOR A PAGAR                                                         3.705.237” 
Aportó constancia del comité de conciliación en 2 folios y propuesta de liquidación en 7 folios.  
A continuación, se deja constancia que se remite al correo electrónico del apoderado de la parte 
convocante la constancia del Comité de Conciliación y la propuesta de liquidación para que los 
pueda revisar. Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte 
convocante MIGUEL ARÉVALO, quien precisa. la parte convocante acepta la propuesta hecha 
por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL a través de su apoderado y los  
documentos que me han puesto en conocimiento a través del correo electrónico con fecha 9 de 
junio del año 2020 para el demandante JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, de conformidad con 
esa misma constancia que ha sido emitida por el Profesional de Defensa 3-1-10 Secretario 
Técnico del Comité de Conciliación. El Procurador judicial, considera que el acuerdo configurado 
entre el convocante JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ y la parte convocada CAJA DE SUELDOS DE  
RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL, por el valor de TRES MILLONES SETECIENTOS CINCO 
MIL DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS MCTE ($3.705.237), es plausible, ello en la 
medida en que considera que (i) el acuerdo al que han llegado las partes versa sobre un derecho 
susceptible de ser transado - en este caso concreto la Procuraduría hace una precisión y es que 
entiende que el artículo 53 de la Constitución Política limita la posibilidad de conciliar derechos 
ciertos e indiscutibles, que a juicio de la Procuraduría corresponden a los previstos en la Ley y 
no a su cuantificación -, (ii) conforme con los documentos que se remitieron tanto por quien 
tiene la condición de convocante como por quien tiene la condición de convocada, los factores 
a los que  
aluden no fueron objeto de los reajustes que por virtud del principio de oscilación debieron 
hacerse cada año para efectos de mantener el mínimo vital y móvil que se predica de esta clase 
de prestaciones, (iii) los apoderados tienen facultad para efectos de conciliar y (iv) están 
comprometiéndose a cargas u obligaciones que tendrían el carácter de claras, expresas y de 
actualmente exigibles no obstante la condición a la que están sometidas y, por lo mismo, la 
Procuraduría lo remitirá al Juez de conocimiento, es decir, al que en perjuicio de este acuerdo 
conocería el correspondiente asunto, para que haga el estudio de legalidad y conveniencia para 
el interés patrimonial del Estado. (…)” 

 
3. CONSIDERACIONES. 

 

Corresponde al Despacho, pronunciarse sobre la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, conforme al acuerdo logrado entre las partes, para lo cual procederá a 

verificar los requisitos necesarios para tal efecto.  

 

Ahora bien, la Ley define la conciliación como un mecanismo de resolución de 

conflictos, a través del cual dos o más personas gestionan por sí mismas la solución 

de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado denominado 

conciliador. 

 

Mediante la Ley 640 de 2001, se modificaron las normas relativas a la conciliación 

contenidas en las Leyes 446 de 1998 y 23 de 1991. Esta ley a su vez fue 

reglamentada en su capítulo V, “De la Conciliación Contenciosa Administrativa”, por 

el Decreto No. 01716 de mayo 14 de 2009 del Presidente de la República, el cual 

además reglamentó los artículos 13 de la Ley 1285 de 2009 y 75 de la Ley 446 de 

1998, en materia de conciliación.  

 

Posteriormente, el artículo 35 de la referida Ley 640 de 2001, fue modificado por el 

artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en relación con el requisito de procedibilidad de 

la conciliación extrajudicial, para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa1. 

 

Es así como, la Ley 640 de 2001, en sus artículos 3º y 19, dispone: 

                                                 
1 La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 161, numeral 1o., 
estableció como requisito de procedibilidad para ejercitar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la conciliación 
extrajudicial. 
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“Artículo 3º. Clases. La conciliación podrá ser judicial si se realiza dentro de un proceso 
judicial, o extrajudicial, si se realiza antes o por fuera del proceso judicial”. 
 
“Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de 
centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere 
la presente ley y ante los notarios” (resaltado fuera del texto). 

 
Posteriormente, fue expedido el Decreto 1716 de 2009, reglamentario de los 

artículos 13 de Ley 1285 del mismo año, el artículo 75 de Ley 446 de 1998 y el 

Capítulo V de la Ley 640 de 2001, consagrando: 

 
“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso-
administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 
personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 
Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y 
contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 

 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 
de la Ley 80 de 1993. 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.  
 
Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles.  
Parágrafo 3°. Cuando la acción que eventualmente se llegare a interponer fuere la de nulidad 
y restablecimiento de derecho, la conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá 
acreditarse, en legal forma, ante el conciliador.  
Parágrafo 4°. En el agotamiento del requisito de procedibilidad de la acción de que trata el 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, se entenderá incluida la acción de repetición 
consagrada en el inciso segundo de dicho artículo.  
Parágrafo 5°. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será 
necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento encargados de resolver 
controversias derivadas de contratos estatales, cuyo trámite se regula por lo dispuesto por el 
artículo 121 de la Ley 446 de 1998.”.  (Subrayas son nuestras, negrillas del texto) 

 
Resulta, por lo tanto, de conformidad con las normas en cita y, la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado2, a manera de requisitos necesarios 

para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, que éstos deben someterse a los 

siguientes supuestos de aprobación: 

 

 Que las partes estén debidamente representadas y con la facultad expresa 

para conciliar; 

 Verificar la caducidad del medio de control, según lo dispuesto en el parágrafo 

2º del artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 81 de la 

Ley 446 de 1998; 

 La naturaleza económica de las pretensiones, según lo dispuesto por el 

artículo 59 de la Ley 23 1991, modificado por el artículo 70 de la ley 446 de 

1998; 

 Que el acuerdo cuente con el soporte probatorio necesario, para acreditar la 

existencia de la obligación a cargo de la entidad, según los términos del art. 

65 A de la Ley 23 de 1991, adicionado por el art. 73 de la ley 446 de 19983; 

                                                 
2. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, CP. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Auto del 24 de julio de 2018, Exp. 
Rad. 25000-23-26-000-2012-01062-01 (46768). 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 28 de noviembre de 2011, rad. 15001-23-31-000-2011-00128-01. 
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 Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 73 y 81 

de la Ley 446 de 1998, 25, 26, 37 de la Ley 6640 de 2001). 

 

3.1. Cuestión previa. 

 

Con el fin de verificar, que el acuerdo conciliatorio sometido a aprobación judicial se 

ajuste a la ley, y no resulte lesivo para el patrimonio público, se estima pertinente 

hacer una breve alusión al derecho concertado. 

 

3.1.1. Marco Normativo y Jurisprudencial aplicable al régimen prestacional 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 

 

Los artículos 217 y 218 de la Constitución Política, reafirmaron el carácter especial 

del régimen salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza Pública, facultando 

al Congreso de la República, para que dictará las normas, objetivos y criterios –Ley 

Marco, y así el poder Ejecutivo fijara el régimen salarial y prestacional de este sector, 

de conformidad con el literal e), numeral 19 del artículo 150 ibídem. 

 

En desarrollo de dichos postulados constitucionales, se profirió la Ley 4a de 1992, 

estableciendo: 

 

"Artículo 1°. - El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 
 
a. Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, 
denominación o régimen jurídico;  
b. Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Organización Electoral y la Controlaría General de la República;  
c. Los miembros del Congreso Nacional, y 
d. Los miembros de la Fuerza Pública.” 
 
“Artículo 2°. - Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores 
enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los 
siguientes objetivos y criterios: 
 
a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, 
como de los regímenes especiales. En ningún caso podrán desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales; 
b. El respeto a la carrera administrativa y la ampliación de su cobertura; 
c. La concertación como factor de mejoramiento de la prestación de los servicios por parte del 
Estado y de las condiciones de trabajo; 
d. (...).” 
 
“Artículo 3°. - El sistema salarial de los servidores públicos estará integrado por los siguientes 
elementos: la estructura de los empleos, de conformidad con las funciones que se deban 
desarrollar y la escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos.” 
 
“Artículo 10°. - Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 

desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” (Resaltados 
del Despacho) 

 

Con posterioridad, se expidió la Ley 62 de 1993, por medio de la cual se dictan 

normas sobre la Policía Nacional, en la cual solo se contemplaron los grados de 

Oficiales, Suboficiales, Agentes, Alumnos, los que prestaban el Servicio Militar 

Obligatorio y, el Personal no uniformado, sin incluir la carrera del Nivel Ejecutivo, tal 

como se evidencia en el artículo 6°, así: 

 

"Artículo 6°. Personal Policial. La Policía Nacional está integrada por oficiales, 
suboficiales, agentes, alumnos y por quiénes presten el servicio militar obligatorio 
en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes 
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a ella, uno y otros sujetos o normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo 
tiempo establezca la ley." (Resaltado fuera de texto). 

 

Mediante la Ley 180 de 1995, se reorganizó la estructura de la Policía Nacional, se 

creó el nivel ejecutivo, y se delegó al Presidente la organización de los siguientes 

aspectos: 

 
"Artículo 7°. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta 
por el término de noventa (90) días, contados a partir de la promulgación de la presente Ley, 
para los siguientes efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel Ejecutivo a que 
se refiere el artículo 1° de la presente Ley, a la cual podrán vincularse Suboficiales, 
Agentes, personal no uniformado y de incorporación directa. Esta nueva carrera 
comprenderá los siguientes aspectos: 
 
a) Disposiciones preliminares;  
b) Jerarquía, clasificación y escalafón;  
c) Administración de personal:  
- (…) 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales  
- (...) 
- Normas de transición.  
(...) 
 
PARÁGRAFO. La creación del Nivel Ejecutivo no podrá discriminar ni desmejorar, en 
ningún aspecto, la situación actual de quienes estando al servicio de la Policía 
Nacional ingresen al Nivel Ejecutivo." (Resultado del Despacho) 

 

A través del Decreto 132 del 13 de enero de 1995, el Gobierno Nacional 

desarrolló la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en el cual 

se dispuso: 

 

“Artículo 15. RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL DEL PERSONAL DEL NIVEL 
EJECUTIVO. El personal que ingrese al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, se 
someterá al régimen salarial y prestacional determinado en las disposiciones que 
sobre salarios y prestaciones dicte el Gobierno Nacional.” 
 
“Artículo 82. INGRESO AL NIVEL EJECUTIVO. El ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía 
Nacional no podrá discriminar, ni desmejorar, en ningún aspecto la situación de 
quienes están al servicio de la Policía Nacional.” (Resaltado del Despacho) 

 

Posterior a ello, se profiere el Decreto 1091 de 1995, por el cual se reglamenta 

el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995, estableciendo en el Título 

I, del Capítulo 1, las asignaciones, primas y subsidios a que tendrán derechos los 

miembros regulados por esta norma, correspondiendo a un sistema salarial y 

prestacional totalmente diferente al establecido en los Decretos 1212 y 1213 de 

1990, en especial en lo relacionado con la asignación de retiro, como se advierte en 

su artículo 51, así: 

 
“Artículo 51. Asignación de retiro para el personal del nivel ejecutivo. El personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen 
los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, 
se le pague una asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por 
ciento (75%) del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, 
por los primeros veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada 
año que exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por 
ciento (100%) de tales partidas, en las siguientes condiciones:  
 
a) Al cumplir veinte (20) años de servicio y ser retirado por cualquiera de las siguientes causas:  
 
1. Llamamiento a calificar servicio.  
2. Voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional.  
3. Por disminución de la capacidad sicofísica para la actividad policial.  
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4. Por haber cumplido sesenta y cinco (65) años de edad los hombres y sesenta (60) años de 
edad las mujeres.  
 
b) Al cumplir veinticinco (25) años de servicio y ser retirado o separado por cualquiera de las 
siguientes causas:  
1. Por solicitud propia.  
2. Por incapacidad profesional.  
3. Por inasistencia al servicio por más de cinco (5) días sin causa justificada.  
4. Por conducta deficiente.  
5. Por destitución.  
6. Por detención preventiva que exceda de ciento ochenta (180) días.  
7. Por separación absoluta en las condiciones establecidas en el artículo 68 del Decreto 132 de 
1995.  
 
Parágrafo. También tendrá derecho al pago de asignación mensual de retiro el personal del nivel 
ejecutivo de que trata el literal b) de este artículo, cuando cumpla los siguientes requisitos:  
 
1. Veinte (20) años de servicio a la Policía Nacional, y  
2. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad los hombres y cincuenta (50) años de 
edad las mujeres.” (Resaltado del Despacho) 

 

De ahí que, con la creación de la nueva carrera en la estructura de la Policía Nacional, 

denominada Nivel Ejecutivo, se estableció su propio régimen de administración de 

personal, diferente a las demás carreras policiales como Oficiales, Suboficiales, 

Agentes y personal no uniformado. 

 

No obstante, en Sentencia de 14 de febrero de 2007, el H. Consejo de Estado4 anuló 

el citado artículo 51, por considerarlo violatorio de la Constitución Política, en cuanto 

a la protección de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido 

beneficios mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever 

un régimen de transición para el personal de Oficiales y Suboficiales, que ingresaron 

al Nivel Ejecutivo por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, 

máxime cuando la facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores 

públicos, debía contenerse en una ley marco, por estar sometida a reserva legal. 

 

Después, se expidió el Decreto 1791 de 2000, el cual, si bien buscó modificar las 

normas de carrera de personal de los Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y 

Agentes de la Policía Nacional, derogando los Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, 

no reguló expresamente sobre el régimen salarial y prestacional del personal del 

nivel ejecutivo. 

 

Luego, se emitió la Ley 923 de 2004, mediante la cual, entre otros asuntos, se fijó 

el régimen pensional y de asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública, trazándose unos criterios y objetivos, que debían cumplirse para garantizar 

los mínimos derechos laborales y prestacionales de dichos servidores públicos, 

destacándose que para su entrada en vigencia, el personal de la Policía Nacional, 

estaba regido por los Decretos 1212 de 1990, para el caso de los Oficiales y 

Suboficiales, 1213 de 1990, para los Agentes, y 1091 de 1995, para el Nivel 

Ejecutivo. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del Nivel Ejecutivo, el artículo 49 del mencionado Decreto 1091 de 1995, contempló 

las siguientes: 

 

"Articulo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, al personal 
del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del servicio activo, se le liquidará las 
prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas. 

                                                 
4 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, con ponencia del Consejero Dr. Alberto Arango Mantilla, expediente No. 
11001-03-25-000-2004-00109-01 (1240-04). 
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a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia. 
c) Subsidio de Alimentación. 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio; 
f)     Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones. 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de las 
demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 
1990 y en el presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de 
retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales".  

 

A su turno, el artículo 13 de la norma Ibídem, estableció para la liquidación de la 

prima de servicios, prima de vacaciones y prima de navidad, los siguientes factores: 

 

"Articulo 13. Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. Las bases 
de liquidación serán: 
a) Prima de servicios: Asignación básica mensual, prima de retomo a la experiencia y subsidio 
de alimentación. 
b) Prima de vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, subsidio 
de alimentación y una doceava parte de la prima de servicio. 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, prima de 
nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava parte de la prima de servicio y una 
doceava parte de la prima de vacaciones".  

 

Las anteriores partidas computables, fueron ratificadas por el Decreto 4433 de 

2004, a través del cual se fijó el régimen pensional y de asignación de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública, y que se disponían para el reconocimiento de 

asignaciones de retiro, pensión de invalidez y pensión de sobrevivientes, como se 

dispuso en el artículo 23, así: 

 
“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la 
pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía 
Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 
 
(…) 
 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes 
percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
 
PARÁGRAFO. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 
las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y compensaciones, serán computables para 
efectos de la asignación de retiro, las pensiones, y las sustituciones pensionales.” 

 
3.1.2. Incrementos de las partidas en la asignación de retiro, conforme al 

principio de oscilación: 

 

El principio de oscilación respecto al personal que integra el Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional se encuentra reglamentado en los Decretos 1091 de 1995, artículo 

56, y 4433 de 2004, artículo 42, normas que en un idéntico sentido establecieron: 

 
"Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 
retiro y las pensiones de que trata el presente decreto se liquidarán tomando en cuenta 
las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad 
para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. 
En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 
regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 
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menos que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 1091 de 1995) – Resaltado del 
Despacho 

 
"Articulo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las asignaciones 
de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto se incrementarán en el 
mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en actividad para cada 
grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo 
legal mensual vigente. 
 
El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos 
que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 4433 de 2004) – Resaltado del Despacho 

 

Bajo las preceptivas normativas expuestas, se tiene que, los incrementos 

introducidos en los factores salariales del personal activo, repercuten en las 

prestaciones periódicas de los miembros retirados, es decir, el reajuste opera 

automáticamente, cuando se altera la remuneración de los Oficiales, Suboficiales y 

Agentes al servicio del Estado, liquidación que integra una unidad jurídica, que se 

debe dar a los ajustes, que por efectos del paso del tiempo, se deben realizar con 

miras a garantizar su permanente actualización por efecto de la pérdida del poder 

adquisitivo, fundamentado en el principio rector de la Seguridad Social, consagrado 

en el artículo 53 Superior. 

 

Con base en lo expuesto, el Estado debe reajustar y pagar anualmente los beneficios 

prestacionales a su cargo, sin contemplar la posibilidad de acudir a otros estatutos, 

en atención a la prohibición expresa de la Ley 4a de 1992, que señala: 

 
"Artículo 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 
desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos." 

 

Sobre el particular, el Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, Subsección A, en Sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia 

del Consejero Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas, expediente No. 25000-23-25-000-

2012-00088-01(3675-17), consideró en relación al principio de oscilación, lo 

siguiente: 

 
"2.2.1. Principio de oscilación 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas relacionados con las 
asignaciones de retiro y pensiones del personal de la Fuerza Pública. Busca introducir las 
variantes que perciben los miembros activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso 
de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado5 se expuso: «Para abordar este tema sea lo primero precisar 
que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una forma de actualización diferente a la 
que de manera general se ha establecido para las pensiones que devengan los servidores 
públicos y trabajadores privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que perciben los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos que se encuentran en 
retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, ya sea asignación de retiro o 
pensión de invalidez o los beneficiarios que reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien, el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del personal de oficiales 
y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 establece: 

 
Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las asignaciones de retiro y las 
pensiones de que trata el presente Decreto se liquidarán tomando en cuenta las variaciones 
que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán 
inferiores al salario mínimo legal. 
 

                                                 
5 Sentencia del 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010) 
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Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen 
ajustes prestacionales en otros sectores de la administración pública, a menos que así lo 
disponga expresamente la ley. 

 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de Oficiales Generales 
y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se tendrá en cuenta como sueldo básico, el 
porcentaje que como tal determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta 
materia, más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto.” (Resaltado del 
Despacho) 

 

En síntesis, de conformidad con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo Contencioso Administrativo, el 

principio de oscilación de las asignaciones de retiro, es entendido como una unidad 

jurídica inescindible, conformada por la totalidad de las partidas legalmente 

computables, que deben ser incrementadas de conformidad con las variaciones que 

en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad. 

 

3.2. Sobre la Representación de las Partes, la Capacidad para Conciliar, y 

la Autoridad competente para su celebración.  

 

Figuran como partes conciliantes, de un lado, el señor JOSÉ ALFONSO CALVERA 

PÁEZ, y de otro, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – 

CASUR, quienes actúan por medio de sus respectivos apoderados, debidamente 

facultados para conciliar, de conformidad con los poderes vistos en las páginas 39 y 

76 del expediente digital. Acuerdo conciliatorio, que fue realizado ante el Procurador 

10 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá, cumpliéndose de esta manera 

con los presupuestos establecidos por los artículos 2º y 6º del Decreto 1716 de 2009, 

artículo 53 del Código General del Proceso y el artículo 15 de la Ley 23 de 1991, pues 

acorde con las pruebas aportadas, las partes que acuden en conciliación extrajudicial, 

son plenamente capaces para ejercer derechos y contraer obligaciones, estando 

debidamente representadas, y la conciliación se realizó ante la autoridad competente. 

 

3.3. Sobre la Caducidad. 

 

Se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en virtud del cual se 

pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el transcurso del tiempo 

fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad jurídica a las actuaciones 

de la administración.  

 

En consideración a que lo pretendido por el demandante, es el reajuste anual de su 

asignación de retiro, incrementando las partidas computables de subsidio de 

alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir del 1° de 

enero de 2014, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo 

básico y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación, y que el 

ejercicio del medio de control procedente, se impetra en contra del Acto 

Administrativo que niega dicho reajuste, esto es, el Oficio No. 20201200-010024981 

Id: 536418 del 5 de febrero de 2020, observa el Despacho, que no está sujeto al 

término de caducidad, puesto que conforme al numeral 1.º literal c), del artículo 

164 del CPACA, la demanda en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, contra los actos administrativos que reconocen o 

niegan prestaciones periódicas, puede interponerse en cualquier tiempo, 

independientemente de la prescripción de las mesadas no reclamadas en tiempo, 

aspecto sobre el cual se referirá el Despacho más adelante. 
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3.4. Sobre la Naturaleza Económica de las Pretensiones. 

 

En el caso bajo estudio, se advierte que la apoderada de la convocada aportó 

propuesta de conciliación, la cual fue aceptada por el apoderado de la parte 

convocante, relacionada con el reajuste anual de la asignación de retiro en favor 

del señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, incrementando las partidas computables 

de subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir 

del 1° de enero de 2014, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación. 

 

En relación con la posibilidad de conciliar sobre asuntos sometidos al conocimiento 

de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el artículo 2° del Decreto 1716 

de 2009, reglamentario del artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, dispuso: 

 

“Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso-administrativa. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas 
que los sustituyan. (...)” (Negrillas de la Sala) 

 

El asunto bajo estudio, en consecuencia, resulta conciliable, pues como quedó 

expuesto, busca precaver un litigio de conocimiento de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, toda vez que pretende el reconocimiento y pago de 

sumas de dinero a favor del convocante, negadas mediante el Oficio No. 20201200-

010024981 Id: 536418 del 5 de febrero de 2020, acto administrativo que 

eventualmente, podría ser objeto de demanda, presentada en cualquier tiempo, ya 

que se trata de un acto que no accedió de manera favorable en sede administrativa 

al reajuste de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables 

de subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, de 

acuerdo al principio de oscilación, y conforme a lo dispuesto en el literal c, del 

numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A., en este caso, no opera la caducidad del 

referido Medio de Control, por tratarse de una prestación periódica. 

 

Ahora bien, aunque las sumas reclamadas hacen parte de los derechos de origen 

laboral, que, por su naturaleza, en principio podrían considerarse no conciliables, en 

tanto son irrenunciables, de acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia ha aceptado la procedencia de los acuerdos conciliatorios, siempre y 

cuando a través de ellos se procure el mejoramiento del derecho y no su 

menoscabo. Es así, que al tenor de la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, 

pueden ser objeto de conciliación las sumas correspondientes a sanción moratoria 

e intereses6; los intereses comparten igual objetivo que la indexación, esto es, el de 

compensar la pérdida del poder adquisitivo del dinero por el transcurso del tiempo, 

y en consecuencia son susceptibles de conciliación. 

 

Así entonces, se tiene que, el acuerdo conciliatorio versa sobre derechos 

susceptibles de ser conciliados entre las partes. Adicionalmente, el derecho a la 

                                                 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Sentencia proferida diez (10) de 
septiembre de dos mil nueve (2009) dentro del proceso radicado con el número 520012331000200201211 01 (7653-2005). Consejera 
Ponente Dra. BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ.  
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indexación, y el pago de los intereses que emergen como consecuencia del reajuste 

de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables de subsidio 

de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, que es finalmente 

el aspecto sobre el cual el actor está cediendo en su derecho, resulta discutible y 

renunciable, por tanto, puede ser objeto de transacción, pues el reajuste de la 

prestación como tal, si se reconoce de forma completa.  

 

3.5. Sobre el Respaldo Probatorio del Acuerdo Conciliatorio y Análisis del 

caso concreto. 

 

En el expediente se encuentra probado, lo siguiente: 

 

- Solicitud de conciliación administrativa dirigida a la Procuraduría Delegada ante 

los Jueces de lo Contencioso Administrativo, radicada el 8 de mayo de 2020. 

(página 67). 

 

- Poder otorgado por el señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, al abogado Diego 

Abdon Tamayo Gómez (páginas 65-66) 

 

- Obra en el archivo “HOJA DE SERVICIOS - IT JOSE ALFONSO CALVERA PAEZ”, copia de la 

Hoja de Servicios No. 79754909, a nombre del demandante. 

 

- Reposa en el expediente, copia de la Resolución No. 4959 del 17 de junio de 

2013, por medio de la cual, se reconoció una asignación de retiro en favor del 

Intendente de la Policía Nacional ®, JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, efectiva a 

partir del 12 de junio de 2013 (páginas 26-27). 

 

- Así mismo, se observa liquidación de la asignación de retiro reconocida al 

Intendente ® JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, donde constan cuales fueron las 

partidas liquidables (página 28). 

 

- Visto a páginas 90 a 92 del plenario, primer cuadro, se evidencia dentro de la 

liquidación realizada por la convocada el histórico de pagos realizados al 

convocante por CASUR. 

 

- Se acreditó igualmente, la presentación del escrito de petición con radicado Id 

No.530241 de fecha 20 de enero de 2020, por medio del cual el convocante 

solicitó a la entidad demandada, el reajuste anual de la asignación de retiro, con 

el incremento de las partidas computables del subsidio de alimentación y las 

duodécimas partes de las primas de servicio, vacaciones y navidad, de acuerdo 

a los porcentajes en que fueron incrementados los sueldos básicos en actividad, 

en aplicación del principio de oscilación, desde el momento en que se causó el 

derecho (página 6).  

 

- La entidad demandada resolvió negativamente la referida petición, mediante el 

Oficio No. 20201200-010024981 Id: 536418 del 5 de febrero de 2020, en el 

sentido de indicarle el ánimo conciliatorio que le asistía a la entidad. Bajo los 

parámetros allí establecidos (páginas 22-24). 

 

- En la hoja de servicios del convocante (archivo “HOJA DE SERVICIOS - IT JOSE 

ALFONSO CALVERA PAEZ”) dentro del expediente digital se consigna la última unidad 

donde prestó sus servicios el señor JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ. 
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- Se observa constancia de recibido de la solicitud de conciliación, por parte de la 

Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado, del 07 de mayo de 2020 

(páginas 36-37). 

 

- Poder otorgado por la entidad convocada, al abogado Hugo Enoc Gálves Álvarez, 

para representarla en el trámite conciliatorio (página 76). 

 

- Certificación expedida por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional (páginas 88-89), en donde decidió 

proponer fórmula conciliatoria y se autorizó respecto a la actualización de las 

siguientes partidas y condiciones, así: 

 
“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 27 del 04 de JUNIO de 

2020 considero:  

En el caso del IT (r) JOSÉ ALFONSO CALVERA PÁEZ, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 79.754.909, al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le asiste ánimo conciliatorio de 

conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 41 del 28 de 

noviembre de 2019, en cuanto al reajuste de las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas 

partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes 

parámetros: 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 

2. Se conciliará el 75% de la indexación 

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá 

lugar al pago de intereses. 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional vigente al 

momento del retiro del accionante. En razón a lo anterior se realizará el reajuste a 

las partidas denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas  

de navidad, servicios y vacaciones a partir del año siguiente al retiro de la accionante 

ya que fue el primer reajuste realizado por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional esto es, el 01 de enero de 2014, pero pagando a partir del 20 de enero de 

2017 dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 

2004 en su artículo 43, tomando como fecha de inicio la petición radicada en la 

Entidad el día 20 de enero de 2020.” 

 
- Se allega Liquidación donde se efectúan los respectivos incrementos anuales a la 

asignación de retiro del demandante, desde el año 2014 hasta 2019, donde se 

observan las diferencias causadas (páginas 90-93). 

 

- Obra cuadro en el cual se expone cual fue el incremento salarial anual, desde el 

año 2014 hasta el 2020, e indicándose lo dejado de percibir por el actor (página 

59). 

 
- Se observa Liquidación de la indexación de las diferencias causadas a favor del 

actor, desde 24 de febrero de 2017, hasta el 12 de junio de 2020, indicándose la 

liquidación final del valor a pagar al convocante, por las diferencias causas en su 

asignación de retiro, en los siguientes términos (páginas 94-96): 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

 

Valor de Capital Indexado     4.032.539 

Valor Capital 100%      3.810.193 

Valor Indexación        222.346 

Valor indexación por el (75%)      166.760 



Juzgado 7 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá –Sección Segunda 

Conciliación Extrajudicial – Exp. No. 11001333500720200022700 
Convocante: José Alfonso Calvera Páez 
Convocada: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR 
 

15 

Valor Capital más (75%) de la Indexación   3.976.953 

Menos descuentos CASUR      -133.671 

Menos descuentos Sanidad      -138.045 

 

VALOR A PAGAR      3.705.237 

 

Se tiene entonces que, al convocante le fue reconocida asignación de retiro, 

mediante la Resolución No. 4959 del 17 de junio de 2013, en cuantía equivalente al 

75% del sueldo básico en actividad, y las partidas legalmente computables del 

Decreto 4433 de 2004, la cual fue liquidada en la siguiente forma: 

 

Partidas liquidables, según se observa en la liquidación de la asignación de retiro 

allegada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR (página 

28), son las siguientes: 

 

Descripción Valor Total Adicional 

Sueldo básico .00 1,860,018  

Prima Retorno a la Experiencia 6.00 111,601  

1/12 Prima de navidad .00 213,221  

1/12 Prima de servicios .00 83,967  

1/12 Prima de vacaciones .00 87,466  

Subsidio de alimentación .00 43,594  

Prima Nivel Ejecutivo 20.00  372,004 

 TOTAL 2,399,867  

 % de Asignación 75%  

 Valor Asignación 1,799,900  

 

Los valores anteriores, corresponden a los señalados como factores prestacionales, 

establecidos en la Hoja de Servicios que obra en el archivo “HOJA DE SERVICIOS - IT 

JOSE ALFONSO CALVERA PAEZ” del expediente digital. 

 

Ahora bien, al verificar el reporte histórico de bases y partidas del demandante 

consignado en la primera columna de la liquidación allegada con la propuesta 

conciliatoria de la entidad, respecto de su asignación de retiro, entre los años 2017 

a 2019 (páginas 90-92), evidencia el Despacho, que solo el sueldo básico y la prima 

de retorno a la experiencia, variaron y se incrementaron año a año, no ocurriendo 

lo mismo respecto de las primas de servicios, navidad, vacaciones, y del subsidio de 

alimentación, como pasa a exponerse: 

 

2017 

BASICAS 

SUELDO BÁSICO  2.305.409,00 

PRIM. RETORNO EXPERIENCIA 6.00% 138.324,54 

PRIM. NAVIDAD  213.220,81 

PRIM. SERVICIOS  83.967,21 

PRIM. VACACIONES  87.465,85 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

2018 

BASICAS 

SUELDO BÁSICO  2.422.754,00 

PRIM. RETORNO EXPERIENCIA 6.00% 145.365,24 

PRIM. NAVIDAD  213.220,81 

PRIM. SERVICIOS  83.967,21 

PRIM. VACACIONES  87.465,85 
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SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

2019 

BASICAS 

SUELDO BÁSICO  2.531.778,00 

PRIM. RETORNO EXPERIENCIA 6.00% 151. 906,68 

PRIM. NAVIDAD   222.815,75 

PRIM. SERVICIOS   87.745,73 

PRIM. VACACIONES   91.401,81 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  45.555,73 

 

De lo anterior, se extrae, que la entidad demandada, al liquidar anualmente la 

asignación de retiro del actor, no dio estricta aplicación a lo dispuesto en el Decreto 

4433 de 2004 y la Ley 923 del mismo año, en el sentido de incrementar no solo el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, sino también el subsidio de 

alimentación y las primas de navidad, servicios y vacaciones, las cuales sirvieron de 

soporte para la liquidación de la prestación mensual que actualmente devenga. 

 

Así entonces, al verificar el contenido de la fórmula conciliatoria obrante en las 

páginas 88 a 96 del expediente digital, presentada por la entidad convocada, y 

aceptada en su integridad por el apoderado de la parte convocante, se tiene, que 

en la misma se ordena el incremento anual, desde el año del reconocimiento de la 

asignación de retiro al actor, con efectividad desde la fecha de prescripción, 

incluyendo todas las partidas computables, diferencia a la cual se le calcula la 

respectiva indexación, arrojando los siguientes valores a conciliar, así: 

 

Índice Inicial (fecha de inicio del pago) 20/01/2017 

Índice Final (fecha de ejecutoria) 12/06/2020 

 CONCILIACIÓN 

Valor de capital indexado $ 4.032.539 

Valor capital 100% $ 3.810.193 

Valor indexación $    222.346 

Valor indexación por el (75%) $    166.760 

Valor capital más (75%) de la indexación  $ 3.976.953 

Menos descuento CASUR -$ 133.671 

Menos descuentos Sanidad -$ 138.045 

VALOR A PAGAR $ 3.705.237 

 

3.6. Sobre la Prescripción del Derecho. 

 

Para efectos de verificar, que el acuerdo conciliatorio objeto de estudio no resulte 

lesivo al patrimonio público, es menester examinar que la entidad no haya 

concertado el pago de obligaciones extinguidas por la prescripción trienal, prevista 

en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004 para las mesadas, porque el derecho al 

reajuste es imprescriptible, al ser prestación periódica. 

 

Debe tenerse en cuenta además, que el reajuste de la asignación de retiro, en virtud 

del principio de oscilación, aplicando el incremento anual establecido por el Gobierno 

Nacional para las asignaciones de retiro, como para las partidas computables 

correspondientes, a las primas de servicios, vacaciones y navidad, así como al 

subsidio de alimentación, deviene del artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, el cual 

dispuso que las asignaciones de retiro, “ se incrementarán en el mismo porcentaje en 

que se aumenten las asignaciones en actividad para cada grado”, así entonces, al darse 
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aplicación a dicha norma, considera el Despacho, que el derecho reclamado queda 

sujeto a la prescripción que consagra la misma, esto es, la trienal. 

 

Así entonces, se tiene que, el accionante elevó petición ante la entidad convocada 

el 20 de enero de 2020 (página 22), deprecando el reajuste de su prestación, 

razón por la cual, la entidad no se encuentra obligada al pago de las diferencias que 

resulten como consecuencia del reajuste, sobre las mesadas anteriores al 20 de 

enero de 2017, habida consideración, que frente a ellas operó el fenómeno de la 

prescripción trienal, tal como lo señaló la misma entidad en la propuesta conciliatoria 

debidamente aceptada por el apoderado del convocante y en la liquidación anexa a 

la misma (páginas 90-96 del expediente digital). 

 

3.7. Sobre la revisión de existencia de Lesividad del Erario. 

 

En criterio del H. Consejo de Estado, la verificación de legalidad de la conciliación a 

cargo del Juez Administrativo, implica que las causales aplicadas al proceso 

conciliatorio, tienen todas, el carácter de juicio de legalidad, por lo que la exigencia de 

alta probabilidad de condena también resulta aplicable a estos casos. Esa Corporación 

remite al artículo 73 de la Ley 446 de 1998 (que incorporó el artículo 65 A, a la Ley 23 

de 1991, compilado por el artículo 60 del Decreto 1818 de 1998), precisando que el 

acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias”, exigencia cuyo 

alcance jurisprudencial ha sido, que las mismas permitan deducir una condena contra 

el Estado -en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones judiciales 

pertinentes-, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o 

violatorio de la ley7. 
 

Así mismo, el H. Consejo de Estado8 tiene por sentado, que: 
 

“Las normas sobre conciliación como formas de solución alternativa de los conflictos pretenden 
la descongestión de los despachos judiciales, con el fin de lograr un eficaz acceso a la 
administración de justicia y el consecuente cumplimiento de los principios que inspiran el 
ordenamiento y los fines esenciales del Estado, contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2 
de la Carta, en particular de la justicia, la paz y la convivencia. No obstante, el inciso tercero 
del artículo 73 de la ley 446 de 1998 que adicionó el artículo 65 de la ley 23 de 1991 establece 
límites a la autonomía de la voluntad de los entes públicos, lo cual encuentra su justificación en 
la menor capacidad dispositiva de tales entidades en relación con el sector privado, en razón de 
que aquéllas comprometen los bienes estatales. El reconocimiento voluntario de las deudas por 
parte de las entidades estatales debe estar fundamentado en las normas jurídicas que prevén 
la obligación, las elaboraciones jurisprudenciales y en pruebas suficientes acerca de todos los 
extremos del proceso, de manera tal que la transacción jurídica beneficie a la administración.” 

 

3.8. Conclusión.  

 

De las consideraciones expuestas, se concluye, que el acuerdo conciliatorio analizado, se 

fundó en objeto y causa lícita, sin vicios en el consentimiento de las partes, y sin que con 

él se desconozcan los derechos irrenunciables del empleado, se lesionen los intereses del 

Estado, o se afecte el patrimonio económico de la entidad. 

 

En consecuencia, se APROBARÁ la conciliación, sometida al conocimiento de este 

Juzgado.  

 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 

SEGUNDA, 

                                                 
7 Exps. 17219 del 10 de agosto, 16758 del 9 de marzo, 16116 de 29 de junio todas de 2000; y 22232 del 22 de enero de 2003. 
8 Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Tercera, C. P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, Providencia de noviembre 10 de 2000, 
Rad. No. 18298. 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio, celebrado el 12 de junio de 2020, ante 

el señor Procurador 10 Judicial II para Asuntos Administrativos, entre el señor JOSÉ 

ALFONSO CALVERA PÁEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.754.909 de 

Bogotá, y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR, 

por la suma de TRES MILLONES SETECIENTOS CINCO MIL DOSCIENTOS 

TREINTA Y SIETE PESOS ($3.705.237), conforme a lo expuesto en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Esta Providencia y el Acuerdo Conciliatorio, contenido en el Acta de 

conciliación del 12 de junio de 2020, prestan mérito ejecutivo y hacen tránsito a cosa 

juzgada material, de conformidad con la Ley. 

 

TERCERO: Por Secretaría, a costa de las partes, expídanse copias del Acta de 

Conciliación y de la presente providencia, conforme a lo previsto en el artículo 114 del 

Código General del Proceso, con las constancias que sean del caso. 

 

CUARTO: En firme este Auto, por Secretaría ARCHÍVESE el expediente dejando las 

constancias a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
NBM 

 

 

 

 
 

Firmado Por: 
 

GUERTI  MARTINEZ OLAYA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 978607a33db2c4bb0a2af3c06544f2c86e8907e61376404abbf1f769d840b9b1 

Documento generado en 29/09/2020 05:46:42 p.m. 
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ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO  
NO. 070 
DE FECHA: 30 DE SEPTIEMBRE DE 2020 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARIA                  



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 564 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 

 

EXPEDIENTE:      No. 110013335007202000237-00 

CONVOCANTE:   JARO LEDER CUARÁN REYES 

CONVOCADA:     CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

– CASUR 

REFERENCIA:    CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho, a efectuar el estudio de la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, la cual fue refrendada ante la Procuraduría 3 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, el día 9 de septiembre de 2020. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Sobre la Solicitud de Conciliación.  

 

El señor JARO LEDER CUARÁN REYES, a través de apoderado judicial, concurrió 

ante la Procuraría Judicial para Asuntos Administrativos, para que con citación y 

audiencia de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL - 

CASUR, se celebrara Audiencia de Conciliación Extrajudicial. 

 

1.1.1. Pretensiones: 
 

“PRIMERA: Se declare la NULIDAD parcial del ACTO ADMINISTRATIVO contenido en la 
comunicación oficial No. 530471 DEL 20 DE ENERO DE 2020 signada por la Jefe Oficina 
Asesora Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se 
resolvió la petición de interés particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO 
RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” formulada el 26 DE NOVIEMBRE DE 2.019, a través 
de Apoderado, por parte del señor JARO LEDER CUARÁN REYES. 
 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a reconocer y pagar a favor del señor JARO 
LEDER CUARÁN REYES, por concepto de reajuste de asignación de retiro, todos los valores 
que dejaron de incrementársele y pagársele con sus mesadas y primas de asignación de retiro, 
durante el lapso comprendido entre el 1 DE ENERO DE 2.014 y hasta el 31 DE DICIEMBRE 
DE 2.019, como consecuencia de la desatención del principio de oscilación y haberse 
mantenido estáticas y sin aumento, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE 
LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de su 
asignación de retiro. 
 
Las sumas que resulten de la anterior declaración, deberán ser actualizadas, mes a mes, 
tomando como base el índice de precios al consumidor, de conformidad con lo señalado en el 
inciso final del artículo 187 del CPACA, de acuerdo con la fórmula que ha establecido el H. 
Consejo de Estado, para el efecto, así: 
 

R = Rh x ÍNDICE FINAL__ 

ÍNDICE INICIAL 
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TERCERO: Se declare que, en el presente asunto no hay lugar a aplicar la prescripción de los 
valores que en el presente se reclaman, por corresponder a sumas que fueron impagadas por 
la omisión y/o interpretación erronea que, de manera general, realizó la NACIÓN - MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL a las 
normas prestacionales del personal escalafonado en el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, y 
bajo el entendido que, según el precedente judicial del H. Consejo de Estado “el fenómeno de 
la prescripción opera sobre mesadas y no sobre el reajuste de la asignación de retiro” y al 
violarse el principio de oficiosidad dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1995. 
 
O, subsidiariamente, se aplique la prescripción cuatrienal establecida en el artículo 60 del 
Decreto 1091 de 1995, y en consecuencia los valores a pagar al señor JARO LEDER CUARÁN 
REYES, deberán de ser contabilizados desde el 1 DE ENERO DE 2.014 y pagados desde el 
26 DE NOVIEMBRE DE 2.015, atendiendo que la reclamación de reajuste y pago retroactivo 
fue elevada por el demandante el 26 DE NOVIEMBRE DE 2.019, y habida cuenta lo señalado 
en el precedente judicial  del H. Consejo de Estado, según el cual se determina que “… el 
término prescriptivo para lo miembros de la Fuerza Pública es cuatrienal” 
 
CUARTO: En caso de declararse la prescripción cuatrienal u otra, en el presente asunto, se 
CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante JARO LEDER CUARÁN REYES, 
como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, por concepto de LUCRO CESANTE 
PASADO, el valor total de las sumas que sean declaradas prescritas con su respectiva 
indexación. 
 
QUINTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante JARO 
LEDER CUARÁN REYES, como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, a título de 
DAÑO EMERGENTE FUTURO, el valor dinerario correspondiente al TREINTA POR CIENTO (30%) 
de las sumas dinerarias reconocidas y pagadas a su favor. 
 
SEXTO: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada, según lo preceptuado 
en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011. En caso de resultar desfavorable las sentencias en 
primera y/o segunda instancia, se absuelva al demandante en el pago de costas y agencias de 
procesales, al no existir mala fe en sus pretensiones las que, a la fecha de la demanda, 
encuentran sustento jurídico, fáctico y probatorio que da lugar a la interposición de la demanda. 
 
SÉPTIMO: Se ordene a la demandada, dar cumplimiento a la sentencia, en los términos 
previstos en los artículos 189 y 192 de la Ley 1437 de 2011.” (Sic) 

 

1.1.2. Hechos. 

 

En la solicitud de conciliación se adujeron los siguientes hechos:  

 

“1. El artículo 220 de la Constitución Política, señala que “Los miembros de la Fuerza Pública no 
pueden ser privados de sus… pensiones”, lo cual constituye un derecho fundamental para los 
miembros de la fuerza pública. 
2. La Ley 923 de 2004, en su artículo 3, señala los elementos mínimos de las asignaciones 
reconocidas y percibidas de los miembros de la fuerza pública, señalado en su ordinal 3.13, que,  
(…) 
3. Por su parte, el Decreto 1091 de 1995, en su artículo 56, dispone el principio de OSCILACIÓN 
de las asignaciones de retiro y otras, señalando que, 
(…) 
Norma que conlleva que, el ajuste por aumento anual deba hacerse sobre el MONTO TOTAL DE 
LA ASIGNACIÓN DE RETIRO, y no sobre algunas de las partidas que la conforman. 
4. Al señor Intendente ® JARO LEDER CUARÁN REYES, le fue reconocida asignación 
mensual de retiro a partir del 5 DE NOVIEMBRE DE 2013, mediante Resolución No. 8682 
DEL 17 DE OCTUBRE DE 2013 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; 
habiéndose liquidado dentro de los SEIS factores que la componen, los siguientes: 
 
PARTIDAS NO REAJUSTADAS A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO 
1/12 PRIMA DE NAVIDAD 208.175 
1/12 PRIMA DE SERVICIOS 81.642 
1/12 PRIMA DE VACACIONES 85.044 
SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594 

 
5. Desde el 1 DE ENERO DE 2014 y hasta el 30 DE JUNIO DE 2019, al margen del 
cumplimiento del PRINCIPIO DE OSCILACIÓN dispuesto en el artículo 56 del Decreto 1091 
de 2004, hoy 42 del Decreto 4433 de 2004, arriba citado; la Caja de Sueldos de Retiro de la 
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Policía Nacional mantuvo estático el valor de los CUATRO FACTORES de: 1/12 PRIMA DE 
NAVIDAD; 1/12 PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE 
ALIMENTACIÓN que componen la asignación de retiro del señor Intendente ® JARO LEDER 
CUARÁN REYES, desconociendo el derecho a la actualización monetaria a favor de los 
pensionados – para garantizar la conservación del poder adquisitivo de la asignación de retiro – 
contenida en los artículos 48 y 53 de la Constitución Política de Colombia, denominado legal y 
jurisprudencialmente como PRINCIPIO DE OSCILACIÓN. 
6. Lo anterior significa que, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no aumentó, año 
tras año, el valor de la totalidad de la asignación de retiro y subsidio de alimentación del señor 
Intendente ® JARO LEDER CUARÁN REYES, con el porcentaje que ordenó el Gobierno 
Nacional para el personal activo de la Policía Nacional, por lo que el aumento realizado a la 
asignación de retiro del Demandante, durante el lapso comprendido entre el 01 DE ENERO DE 
2014 al 31 DE DICIEMBRE DE 2.019, siempre fue parcial, violándose con ello el citado 
principio de oscilación. 
7. No obstante que CASUR, en el mes de JULIO DE 2019, realizó el incremento al monto total 
de la asignación de retiro del señor Intendente ® JARO LEDER CUARÁN REYES, 
INCLUYENDO LAS CITADAS PARTIDAS, en un porcentaje correspondiente al 4.5% dispuesto en 
el Decreto 1002 del 06 de junio de 2019; también lo es que, el incremento practicado se efectuó 
sobre la cifra estática reconocida a mi poderdante a través de la Resolución No. 8682 DEL 17 
DE OCTUBRE DE 2013 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, esto 
es, sin que se hubiera realizado previamente la actualización del valor de cada una de ellas por 
el no incremento desde el 1 DE ENERO DE 2014 al 30 DE JUNIO DE 2019. 
8. El día 26 DE NOVIEMBRE DE 2019, el señor JARO LEDER CUARAN REYES, por 
intermedio de Apoderado, elevó petición de interés particular que se intituló “PETICIÓN DE 
REAJUSTE Y PAGO RETROACTIVO PARTIDAS DE ASIGNACIÓN”, en la que después de señalar 
las razones en que se fundamentaban, solicitó: 
(…) 
9. Una vez formulada, admitida y concedida la tutela del derecho fundamental de petición del 
aquí demandante10; la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se vio obligada a dar 
contestación a la citada petición de interés particular, mediante COMUNICACIÓN No. 530471 
DEL 20 DE ENERO DE 2.020, luego de aceptar su error y omisión consistentes en no haber 
incrementado y pagado, año a año, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE 
LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de la 
asignación de retiro del demandante, resolvió: 
(…) 
10. En consecuencia, la asignación de retiro que percibe el señor JARO LEDER CUARÁN 
REYES, para el mes de enero de 2.020 fue reajustada e incrementada en lo que respecta a sus 
partidas de 1/12 PRIMA DE NAVIDAD; 1/12 PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES 
y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN, tal como se informó en el acto administrativo objeto de debate, 
e incluso, para el mes de marzo de 2.020, fue aumentada en un 5.12% la totalidad de la 
asignación de retiro del accionante, de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto 318 del 27 de 
febrero de 2.020. lo que muestra que, solamente, se accedió a lo solicitado en los numerales 1º 
y 3º del acápite de la petición de interés particular formulada por el actor. 
11. Hasta la fecha, y no obstante el anterior, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL no ha pagado, al señor JARO LEDER CUARÁN REYES, los valores que como 
consecuencia del reajuste de su asignación de retiro y la respectiva indexación ha debido 
pagarle, esto a pesar de la admisión por la Entidad, del error y omisión en que incurrió, año tras 
año, durante el lapso comprendido entre el 1 DE ENERO DE 2.014 al 31 DE DICIEMBRE 
2.019. 
12. Como consecuencia de la omisión en la aplicación del principio de oscilación, sobre la mesada 
de asignación de retiro del señor JARO LEDER CUARÁN REYES, la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional, desde el 1 DE ENERO DE 2.014 al 31 DE DICIEMBRE 2.019, le dejó 
de pagar los siguientes valores finales, los que se presentan con la debida indexación al 100%: 
 
DESDE el 01-01-2014 al 31-12-2019 $4.671.520,82 
ÚLTIMOS 4 AÑOS: Desde 26-11-2015 al 26-11-2019 $4. 364.604,78 

 
13. En atención a que las sumas dinerarias, objeto de reclamación y que fue desatendida por la 
Entidad mediante el acto administrativo objeto de debate, constituyen el reajuste de mesadas 
de asignación de retiro, no opera la prescripción cuatrienal que solamente aplica cuando se 
trata de reclamación de mesada pensionales, según el precedente judicial del H. Consejo de 
Estado; máxime cuando el incremento y pago del aumento de las partidas de la asignación de 
retiro del convocante devino de la omisión y/o interpretación erronea que, de manera general, 
realizó la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 
LA POLICÍA NACIONAL a las normas prestacionales del personal escalafonado en el Nivel 
Ejecutivo de la Policía Nacional, vulnerándose, por demás, el principio de oficiosidad a que está 
obligada la Entidad, según lo dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1995. 
14. Ahora, de no atenderse el aludido precedente, debe aplicarse la prescripción cuatrienal 
establecida en el artículo 60 del del Decreto 1091 de 1995, y en consecuencia los valores a pagar 
al señor JARO LEDER CUARÁN REYES, deberán de ser contabilizados e indexados, mes a 
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mes, desde el 1 DE ENERO DE 2.014 y pagados desde el 26 DE NOVIEMBRE DE 2.015, 
atendiendo a que la reclamación de reajuste y pago fue elevado por el demandante el 26 DE 
NOVIEMBRE DE 2.019, habida cuenta lo señalado en el precedente judicial del H. Consejo de 
Estado, según el cual se determina que, 
(…) 
15. La violación del principio de OSCILACIÓN en materia de asignación de retiro, por parte de 
la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en el caso concreto del señor JARO LEDER 
CUARÁN REYES, lo imposibilitó de mantener el valor adquisitivo de su asignación, la que por 
6 AÑOS fue mantenida estática en CUATRO de los factores que la componen; razón suficiente 
para señalar que de prescribirse algunas sumas pasadas, ello por sí solo conlleva un PERJUICIO 
MATERIAL, por concepto de LUCRO CESANTE PASADO, bajo el entendido que dichos valores 
nunca fueron pagados al aquí demandante, a pesar que tenía derecho a ello.  
16. Además de lo anterior, también se causa un PERJUICIO MATERIAL, por concepto de DAÑO 
EMERGENTE FUTURO, con el hecho de obligar al aquí Demandante que, teniendo derecho al 
pago integral y en legal forma de su asignación de retiro, se le obligue a pagar los servicios 
profesionales de un Abogado, en el presente caso al suscrito, con el propósito reclame los 
derechos que, en virtud del principio de oficiosidad contemplado en el artículo 101 del Decreto 
1091 de 1995, debían de ser protegidos y garantizados; en consecuencia, el valor de los 
honorarios que deberá cubrir el señor JARO LEDER CUARÁN REYES, determinados en Cuota 
Litis del 30%16 del valor total que le sea reconocido y pagado por la demandada, se constituyen 
en un daño emergente, en el que hubiera incurrido de haberse cumplido con su deber por parte 
de la Entidad demandada.  
17. Se considera que el acto administrativo contenido en la COMUNICACIÓN OFICIAL No. 
530471 DEL 20 DE ENERO DE 2.020 signada por la Jefe Oficina Asesora Jurídica de la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se resolvió la petición de interés 
particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” 
formulada el 26 DE NOVIEMBRE DE 2.019, a través de Apoderado, por parte del señor JARO 
LEDER CUARÁN REYES, se encuentra viciado de NULIDAD al haberse expedido, con: 1. 
INFRACCIÓN DE LAS NORMAS EN QUE DEBÍA FUNDARSE, 2. EXPEDICIÓN IRREGULAR y 3. 
VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO. 
18. El presente asunto no tiene la calidad de laboral, habida cuenta que entre el convocante, 
JARO LEDER CUARÁN REYES y la convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, 
no existió ni existe relación laboral alguna, por lo que, al ser una relación prestacional, 
únicamente, se rige por el Control Judicial de Nulidad y Restablecimiento del Derecho Simple, 
enmarcada para efectos del fuero de la competencia por razón del territorio, por lo dispuesto en 
el artículo 156 numeral 2º, esto es “por el lugar donde se expidió el acto, o por el del domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga oficina en dicho lugar” y en el 
caso particular, el acto administrativo fue expedido en la ciudad de Bogotá, D.C., misma ciudad 
donde la demandada tiene su domicilio al tiempo que el actor. 
19. El señor JARO LEDER CUARÁN REYES, hoy convocante, me ha otorgado poder amplio y 
suficiente para iniciar y representarlo en el procedimiento de conciliación extrajudicial, que por 
intermedio del presente, se solicita.” (Sic) 
 

2. TRAMITE PROCESAL 

 

La solicitud de Conciliación Extrajudicial, fue presentada el 15 de abril de 2020, 

correspondiendo por reparto su conocimiento, a la Procuraduría 3 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Bogotá. La Audiencia correspondiente, fue realizada el 9 

de septiembre de la misma anualidad, con la concurrencia de las partes, convocante 

y convocada, quienes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio.  

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO 

 
” En Bogotá D.C., a los nueve (9) día del mes de septiembre de dos mil veinte (2020), 
siendo las ocho de la mañana (8:00 a.m.), procede el despacho de la Procuraduría Tercera 
Judicial II para Asuntos Administrativos a continuar con AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL de manera NO PRESENCIAL, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
Legislativo 491 de 2020 y la Resolución No. 127 del 16 de marzo de 2020 expedida por el 
Procurador General de la Nación, “Por medio de la cual se adoptan medidas para asegurar la 
prestación del servicio público en la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo en el marco de la emergencia sanitaria declarada por el Gobierno Nacional por 
causa del COVID-19 (coronavirus)”. La audiencia se realiza por videoconferencia a través de la 
plataforma de software colaborativo Microsoft Teams.  
(…)  
Acto seguido el (la) Procurador(a) con fundamento en lo establecido en el artículo 23 de la Ley 
640 de 2001 en concordancia con lo señalado en el numeral 4 del artículo 44 del Decreto 262 
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de 2000, declara abierta la audiencia e instruye a las partes sobre los objetivos, alcance y límites 
de la conciliación extrajudicial en materia contenciosa administrativa como mecanismo 
alternativo para la solución de conflictos. Las PRETENSIONES que formula la parte convocante 
son las siguientes: (…)  Se deja constancia que, vía correo electrónico, el apoderado de la parte 
convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL, allegó previamente a esta 
audiencia, la Certificación del 20 de agosto del 2020, del Comité de Conciliación, donde hace la 
manifestación frente a solicitud de Conciliación: “El comité de conciliación y defensa judicial 
mediante Acta 35 del 03 de AGOSTO de 2020 considero: El convocante, I.J. (R) JARO LEDER 
CUARAN REYES C.C. 13.073.571 prestó sus servicios a la Policía Nacional en calidad de 
INTENDENTE JEFE y al momento de su asignación de retiro, cumplió con los requisitos señalados 
para la época, razón por la cual accedió a su derecho de asignación de retiro mediante la 
Resolución Nº 8682 del 17 de OCTUBRE de 2013, efectiva a partir del 05 de NOVIEMBRE de 
2013 en cuantía del 79% de las partidas legalmente computables de conformidad con los 
decretos 1091 de 1995, 4433 de 2004 y 1858 de 2012. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional (CASUR), de conformidad con el artículo 5 del acuerdo 008 de 2001, tiene como 
objetivo fundamental reconocer y pagar las asignaciones de retiro al personal de oficiales, 
suboficiales, personal del nivel ejecutivo, agentes y demás estamentos de la Policía Nacional 
que adquieran el derecho a tal prestación, así como la sustitución pensional a sus beneficiarios, 
como también desarrollar la política y los planes generales que en materia de servicios sociales 
de bienestar adopte el Gobierno Nacional respecto de dicho personal. En tal sentido a la Entidad 
le asiste el deber de velar porque el pago de tales asignaciones se encuentre ajustado al tenor 
literal de los preceptos constitucionales y legales que regulan la materia, que para el caso que 
nos ocupa obedece a que se liquiden tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado. En este orden y previo análisis 
ordenado por esta Dirección, se encontró que la asignación de retiro del personal del nivel 
ejecutivo está siendo liquidada con aplicación al incremento anual decretado por el Gobierno 
Nacional solo respecto de las partidas denominadas salario básico y retorno a la experiencia, sin 
que dicho incremento repercuta sobre las partidas de subsidio de alimentación, duodécima parte 
de la prima de servicios, duodécima parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la 
prima de navidad devengadas en los años posteriores al reconocimiento, según se observa. En 
consonancia, el Gobierno Nacional para la Vigencia 2019 expidió el Decreto 1002 del 06-06-
2019, por el cual se fijan los sueldos básicos para el personal de la fuerza pública, entre otros, 
disposición que estableció un ajuste de los salarios y prestaciones del 4.5% retroactivo a partir 
del 01-01-2019, situación por la cual se dispuso la aplicación del reajuste vía administrativa a 
los montos de las partidas objeto de estudio de manera paralela con el incremento de la 
prestación conforme al Decreto precedente, estrategia que subsana los reconocimientos de las 
asignaciones de retiro efectuadas en las vigencias 2018 y 2019 en adelante para el personal del 
nivel ejecutivo, siendo estas últimas fechas en las que ha habido un significativo número de 
reconocimientos de asignación de retiro a esta población, superando en lo sucesivo el hecho 
causante de la exclusión del aumento porcentual del monto de las partidas que permanecieron 
fijas en la prestación reconocida. Adicionalmente, como resultado de un esfuerzo institucional 
para la solución efectiva de lo evidenciado, previa realización de mesas técnicas de carácter 
interinstitucional, se dispuso la realización del reajuste porcentual del monto de las partidas que 
desde su génesis permanecieron fijas en la prestación reconocida, de acuerdo con la base de 
liquidación que conforman la asignación de retiro del personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional, actualización que se realiza a partir del reconocimiento y que se evidenciará en la 
prestación a partir del 01-01-2020. Acorde con lo expuesto, para el cumplimiento integral de 
estos propósitos con quienes reclaman el pago de mesadas anteriores, se ha fijado como política 
de la Entidad para prevenir el daño antijurídico y el detrimento patrimonial, la implementación 
de una estrategia integral que permita la aplicación de los mecanismos alternativos de solución 
de conflictos que contempla la ley, en el que se dé a conocer una propuesta conciliatoria 
prejudicial que permita el reconocimiento y pago de una manera ágil los derechos prestacionales 
pretendidos, evitando con ello un 5 mayor desgaste en sede administrativa y judicial. Se propone 
entonces el reajuste de la liquidación de las siguientes partidas, de acuerdo con las pretensiones 
de la demanda: 1. duodécima parte de la prima de servicios, 2. duodécima parte de la prima de 
vacaciones y; 3. duodécima parte de la prima de navidad devengada 4. Subsidio alimentación 
De conformidad con el Artículo 13 literales a, b y c del Decreto 1091 de 1995, las cuales se 
incrementarán año a año conforme a los porcentajes establecidos en los Decretos de aumento 
expedidos por el Gobierno Nacional. Las condiciones propuestas son: 1. Se reajustará 
históricamente cada partida desde la fecha de asignación de retiro, hasta la fecha de 
conciliación. 2. Se pagará el capital dejado de percibir históricamente mes a mes sobre cada 
partida. 3. La indexación que resulte sobre el capital anterior, será reconocida en un setenta y 
cinco por ciento (75%) del total. 4. En el presente caso hay lugar a prescripción de mesadas 
porque El convocante percibe asignación de retiro desde el 05 de NOVIEMBRE de 2013 y solo 
hasta el día 26 de noviembre de 2019 radica petición formal administrativa ante CASUR. Hay 
prescripción de mesadas anteriores al 26 de noviembre de 2016. 5. El pago se realizará dentro 
de los seis (06) meses siguientes a la radicación de la solicitud, término durante el cual NO se 
pagarán intereses. 6. Se pactará el reconocimiento de intereses en la forma fijada por la ley a 
partir de los seis (06) meses siguientes a la presentación de la cuenta de cobro, con la totalidad 
de los documentos requeridos para tal fin ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. 
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En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente asunto le 
asiste ánimo conciliatorio.” - De la misma manera allegó la Liquidación suscrita por 
Ingrid Rodríguez, funcionaria del Grupo Negocios Judiciales de CASUR del 30 de 
junio de 2020, donde aparece como valor a pagar al convocante JARO LEDER 
CUARAN REYES, es la suma de TRES MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL 
SETECIENTOS DIECINUEVE PESOS ($3.968.719), proveniente de los siguientes 
factores: Valor de Capital Indexado $4.337.458, Valor capital 100% $4.087.123, 
Valor Indexación $250.335; Valor indexación por el (75%) $187.751, Valor Capital 
más (75%) de la indexación $4.274.874, Menos descuento CASUR $159.014, Menos 
descuento Sanidad $147.141.- Acto seguido, por videoconferencia, se le concedió el 
uso de la palabra al apoderado de la parte convocante para que manifestara su 
posición frente a lo expuesto por la parte convocada, quien expresó estar de acuerdo 
y que acepta la fórmula propuesta por la convocada en su totalidad y acepta el valor 
reconocido en la certificación y liquidación expedida por la entidad como una 
conciliación total frente a la solicitud presentada.- CONSIDERACIONES DEL 
MINISTERIO PUBLICO: El procurador judicial considera que el anterior acuerdo contiene 
obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento 
y reúne los siguientes requisitos: (i) el eventual medio de control que se ha podido llegar a 
presentar no ha caducado (art. 61, Ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, Ley 446 de 1998); 
(ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre sobre conflictos de carácter particular y contenido 
patrimonial disponibles por las partes (art. 59, Ley 23 de 1991, y 70, Ley 446 de 1998); (iii) las 
partes se encuentran debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para 
conciliar; (iv) obran en el expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo, a saber: 
1. Derecho de Petición de 26 de noviembre de 2.019. – 2. Respuesta al Derecho de Petición, 
por medio de la comunicación oficial No. 530471 del 20 de enero de 2020, signada por la Jefe 
Oficina Asesora Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. – 3. Resolución 
No. 8682 de 17 de octubre de 2013. Por la cual se reconoce y ordena el pago de asignación 
mensual de retiro, en cuantía equivalente al 79% a JARO LEDER CUARAN REYES. - 4. 
Certificación de tiempo de servicio del convocante de fecha 8 de octubre de 2013. Derecho de 
Petición radicado con fecha 11 de julio de 2019, con RAD. 201964577. – 5. Oficio No. S 2019-
051883 del 30 de agosto de 2019, signado por el Director de la Caja de Sueldos de Retiro de la 
Policía Nacional. 6. – Hoja de servicios por medio de la cual por solicitud propia se causa el 
Retiro del Actor de la Policía Nacional - 4. Certificación del Comité de conciliación de CASUR del 
20 de junio de 2020 y liquidación del valor a pagar del 30 de junio de 2020, en once (11) folios. 
El valor total a pagar por parte de la convocada y a favor del convocante es de TRES 
MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL SETECIENTOS DIECINUEVE PESOS 
($3.968.719). En criterio de esta agencia del Ministerio Público, el acuerdo contenido en el 
acta no es violatorio de la Ley y no resulta lesivo para el patrimonio público porque reconoce la 
diferencia en el monto a que tiene derecho el convocante en la liquidación de la asignación de 
retiro, incluyendo los conceptos e incrementos que legalmente le corresponden. Sin perjuicio de 
lo anterior, se deja constancia de que, aunque la conciliación versa sobre los efectos económicos 
de un acto administrativo de carácter particular, no se indicó ni justificó cuál o cuáles de las 
causales de revocación directa previstas en el artículo 93 del CPACA, o normas que lo sustituyan, 
sirve de fundamento al acuerdo ni se precisó si con ocasión del acuerdo celebrado se produce 
la revocatoria total o parcial del mismo, tal y como lo establece el inciso segundo del numeral 3 
del artículo 2.2.4.3.1.1.9 del Decreto 1069 de 2015. En consecuencia, se dispondrá el envío de 
la presente acta, 6 junto con los documentos pertinentes, al Juzgado Administrativo del Circuito 
correspondiente para efectos de control de legalidad, advirtiendo a los comparecientes que el 
Auto aprobatorio junto con la presente acta del acuerdo, prestarán mérito ejecutivo, y tendrán 
efecto de cosa juzgada[1] razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias 
por los mismos hechos ni demandas ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo por las 
mismas causas (art. 73 Ley 446 de 1998 y 24 Ley 640 de 2001).(…)” 

 

3. CONSIDERACIONES. 

 

Corresponde al Despacho, pronunciarse sobre la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, conforme al acuerdo logrado entre las partes, para lo cual procederá a 

verificar los requisitos necesarios para tal efecto.  

 

Ahora bien, la Ley define la conciliación como un mecanismo de resolución de 

conflictos, a través del cual dos o más personas gestionan por sí mismas la solución 

de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado denominado 

conciliador. 
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Mediante la Ley 640 de 2001, se modificaron las normas relativas a la conciliación 

contenidas en las Leyes 446 de 1998 y 23 de 1991. Esta ley a su vez, fue 

reglamentada en su capítulo V, “De la Conciliación Contenciosa Administrativa”, por 

el Decreto No. 01716 de mayo 14 de 2009 del Presidente de la República, el cual 

además reglamentó los artículos 13 de la Ley 1285 de 2009 y 75 de la Ley 446 de 

1998, en materia de conciliación.  

 

Posteriormente, el artículo 35 de la referida Ley 640 de 2001, fue modificado por el 

artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en relación con el requisito de procedibilidad de 

la conciliación extrajudicial, para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa1. 

 

Es así como, la Ley 640 de 2001, en sus artículos 3º y 19, dispone: 

 
“Artículo 3º. Clases. La conciliación podrá ser judicial si se realiza dentro de un proceso 
judicial, o extrajudicial, si se realiza antes o por fuera del proceso judicial”. 
 
“Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de 
centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere 
la presente ley y ante los notarios”  (resaltado fuera del texto). 

 

Posteriormente, fue expedido el Decreto 1716 de 2009, reglamentario de los 

artículos 13 de Ley 1285 del mismo año, el artículo 75 de Ley 446 de 1998 y el 

Capítulo V de la Ley 640 de 2001, consagrando: 

 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso 
administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 
personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 
Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y 
contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 

 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 
de la Ley 80 de 1993. 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.  
Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles.  
Parágrafo 3°. Cuando la acción que eventualmente se llegare a interponer fuere la de nulidad 
y restablecimiento de derecho, la conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá 
acreditarse, en legal forma, ante el conciliador.  
Parágrafo 4°. En el agotamiento del requisito de procedibilidad de la acción de que trata el 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, se entenderá incluida la acción de repetición 
consagrada en el inciso segundo de dicho artículo.  
Parágrafo 5°. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será 
necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento encargados de resolver 
controversias derivadas de contratos estatales, cuyo trámite se regula por lo dispuesto por el 
artículo 121 de la Ley 446 de 1998.”.  (Subrayas son nuestras, negrillas del texto) 

 

Resulta por lo tanto, de conformidad con las normas en cita y, la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado2, que a manera de requisitos 

                                                 
1 La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 161, numeral 1o., 
estableció como requisito de procedibilidad para ejercitar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la conciliación 
extrajudicial. 
2. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, CP. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Auto del 24 de julio de 2018, Exp. 
Rad. 25000-23-26-000-2012-01062-01 (46768). 
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necesarios para la aprobación de los acuerdos conciliatorios,  éstos deben someterse 

a los siguientes supuestos de aprobación: 

 

 Que las partes estén debidamente representadas y con la facultad expresa 

para conciliar; 

 Verificar la caducidad del medio de control, según lo dispuesto en el parágrafo 

2º del artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 81 de la 

Ley 446 de 1998; 

 La naturaleza económica de las pretensiones, según lo dispuesto por el 

artículo 59 de la Ley 23 1991, modificado por el artículo 70 de la ley 446 de 

1998; 

 Que el acuerdo cuente con el soporte probatorio necesario, para acreditar la 

existencia de la obligación a cargo de la entidad, según los términos del art. 

65 A de la Ley 23 de 1991, adicionado por el art. 73 de la ley 446 de 19983; 

 Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 73 y 81 

de la Ley 446 de 1998, 25, 26, 37 de la Ley 6640 de 2001). 

 

3.1. Cuestión previa. 

 

Con el fin de verificar, que el acuerdo conciliatorio sometido a aprobación judicial, 

se ajuste a la ley, y no resulte lesivo para el patrimonio público, se estima pertinente 

hacer una breve alusión al derecho concertado. 

 

3.1.1. Marco Normativo y Jurisprudencial aplicable al régimen prestacional 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 

 

Los artículos 217 y 218 de la Constitución Política, reafirmaron el carácter especial 

del régimen salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza Pública, facultando 

al Congreso de la República, para que dictará las normas, objetivos y criterios –Ley 

Marco, y así el poder Ejecutivo fijara el régimen salarial y prestacional de este sector, 

de conformidad con el literal e), numeral 19 del artículo 150 ibídem. 

 

En desarrollo de dichos postulados constitucionales, se profirió la Ley 4a de 1992, 

estableciendo: 
 

"Artículo 1°.- El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 
 
a. Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, 
denominación o régimen jurídico;  
b. Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Organización Electoral y la Controlaría General de la República;  
c. Los miembros del Congreso Nacional, y 
d. Los miembros de la Fuerza Pública.” 
 
“Artículo 2°.- Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores 
enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los 
siguientes objetivos y criterios: 
 
a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, 
como de los regímenes especiales. En ningún caso podrán desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales; 
b. El respeto a la carrera administrativa y la ampliación de su cobertura; 
c. La concertación como factor de mejoramiento de la prestación de los servicios por parte del 
Estado y de las condiciones de trabajo; 
d. (...).” 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 28 de noviembre de 2011, rad. 15001-23-31-000-2011-00128-01. 
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“Artículo 3°.- El sistema salarial de los servidores públicos estará integrado por los siguientes 
elementos: la estructura de los empleos, de conformidad con las funciones que se deban 
desarrollar y la escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos.” 
 
“Artículo 10°.- Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 

desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” (Resaltados 
del Despacho) 

 

Con posterioridad, se expidió la Ley 62 de 1993, por medio de la cual se dictan 

normas sobre la Policía Nacional, en la cual solo se contemplaron los grados de 

Oficiales, Suboficiales, Agentes, Alumnos, los que prestaban el Servicio Militar 

Obligatorio y, el Personal no uniformado, sin incluir la carrera del Nivel Ejecutivo, tal 

como se evidencia en el artículo 6°, así: 

 

"Artículo 6°. Personal Policial. La Policía Nacional está integrada por oficiales, 
suboficiales, agentes, alumnos y por quiénes presten el servicio militar obligatorio 
en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes 
a ella, uno y otros sujetos o normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo 
tiempo establezca la ley." (Resaltado fuera de texto). 

 

Mediante la Ley 180 de 1995, se reorganizó la estructura de la Policía Nacional, se 

creó el nivel ejecutivo, y se delegó al Presidente la organización de los siguientes 

aspectos: 

 

"Artículo 7°. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta 
por el término de noventa (90) días, contados a partir de la promulgación de la presente Ley, 
para los siguientes efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel Ejecutivo a que 
se refiere el artículo 1° de la presente Ley, a la cual podrán vincularse Suboficiales, 
Agentes, personal no uniformado y de incorporación directa. Esta nueva carrera 
comprenderá los siguientes aspectos: 
 
a) Disposiciones preliminares;  
b) Jerarquía, clasificación y escalafón;  
c) Administración de personal:  
- (…) 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales  
- (...) 
- Normas de transición.  
(...) 
 
PARÁGRAFO. La creación del Nivel Ejecutivo no podrá discriminar ni desmejorar, en 
ningún aspecto, la situación actual de quienes estando al servicio de la Policía 
Nacional ingresen al Nivel Ejecutivo." (Resultado del Despacho) 

 

A través del Decreto 132 del 13 de enero de 1995, el Gobierno Nacional 

desarrolló la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en el cual 

se dispuso: 

 

“Artículo 15. RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL DEL PERSONAL DEL NIVEL 
EJECUTIVO. El personal que ingrese al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, se 
someterá al régimen salarial y prestacional determinado en las disposiciones que 
sobre salarios y prestaciones dicte el Gobierno Nacional.” 
 
“Artículo 82. INGRESO AL NIVEL EJECUTIVO. El ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía 
Nacional no podrá discriminar, ni desmejorar, en ningún aspecto la situación de 
quienes están al servicio de la Policía Nacional.” (Resaltado del Despacho) 

 

Posterior a ello, se profiere el Decreto 1091 de 1995, por el cual se reglamenta 

el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la 
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Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995, estableciendo en el Título 

I, del Capítulo 1, las asignaciones, primas y subsidios a que tendrán derechos los 

miembros regulados por esta norma, correspondiendo a un sistema salarial y 

prestacional totalmente diferente al establecido en los Decretos 1212 y 1213 de 

1990, en especial en lo relacionado con la asignación de retiro, como se advierte en 

su artículo 51, así: 

 

“Artículo 51. Asignación de retiro para el personal del nivel ejecutivo. El personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen 
los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, 
se le pague una asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por 
ciento (75%) del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, 
por los primeros veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada 
año que exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por 
ciento (100%) de tales partidas, en las siguientes condiciones:  
 
a) Al cumplir veinte (20) años de servicio y ser retirado por cualquiera de las siguientes causas:  
 
1. Llamamiento a calificar servicio.  
2. Voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional.  
3. Por disminución de la capacidad sicofísica para la actividad policial.  
4. Por haber cumplido sesenta y cinco (65) años de edad los hombres y sesenta (60) años de 
edad las mujeres.  
 
b) Al cumplir veinticinco (25) años de servicio y ser retirado o separado por cualquiera de las 
siguientes causas:  
1. Por solicitud propia.  
2. Por incapacidad profesional.  
3. Por inasistencia al servicio por más de cinco (5) días sin causa justificada.  
4. Por conducta deficiente.  
5. Por destitución.  
6. Por detención preventiva que exceda de ciento ochenta (180) días.  
7. Por separación absoluta en las condiciones establecidas en el artículo 68 del Decreto 132 de 
1995.  
 
Parágrafo. También tendrá derecho al pago de asignación mensual de retiro el personal del nivel 
ejecutivo de que trata el literal b) de este artículo, cuando cumpla los siguientes requisitos:  
 
1. Veinte (20) años de servicio a la Policía Nacional, y  
2. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad los hombres y cincuenta (50) años de 
edad las mujeres.” (Resaltado del Despacho) 

 

De ahí que, con la creación de la nueva carrera en la estructura de la Policía Nacional, 

denominada Nivel Ejecutivo, se estableció su propio régimen de administración de 

personal, diferente a las demás carreras policiales como Oficiales, Suboficiales, 

Agentes y personal no uniformado. 

 

No obstante, en Sentencia de 14 de febrero de 2007, el H. Consejo de Estado4 anuló 

el citado artículo 51, por considerarlo violatorio de la Constitución Política, en cuanto 

a la protección de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido 

beneficios mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever 

un régimen de transición para el personal de Oficiales y Suboficiales, que ingresaron 

al Nivel Ejecutivo por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, 

máxime cuando la facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores 

públicos, debía contenerse en una ley marco, por estar sometida a reserva legal. 

 

Después, se expidió el Decreto 1791 de 2000, el cual si bien buscó modificar las 

normas de carrera de personal de los Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y 

                                                 
4 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, con ponencia del Consejero, Dr. Alberto Arango Mantilla, expediente No. 
11001-03-25-000-2004-00109-01 (1240-04) 
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Agentes de la Policía Nacional, derogando los Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, 

no reguló expresamente sobre el régimen salarial y prestacional del personal del 

nivel ejecutivo. 

 

Luego, se emitió la Ley 923 de 2004, mediante la cual, entre otros asuntos, se fijó 

el régimen pensional y de asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública, trazándose unos criterios y objetivos, que debían cumplirse para garantizar 

los mínimos derechos laborales y prestacionales de dichos servidores públicos, 

destacándose que para su entrada en vigencia, el personal de la Policía Nacional, 

estaba regido por los Decretos 1212 de 1990, para el caso de los Oficiales y 

Suboficiales, 1213 de 1990, para los Agentes, y 1091 de 1995, para el Nivel 

Ejecutivo. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del Nivel Ejecutivo, el artículo 49 del mencionado Decreto 1091 de 1995, contempló 

las siguientes: 

 

"Articulo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, al personal 
del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del servicio activo, se le liquidará las 
prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas. 
 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia. 
c) Subsidio de Alimentación. 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio; 
f)  Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones. 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de las 
demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 
1990 y en el presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de 
retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales".  

 

A su turno, el artículo 13 de la norma Ibídem, estableció para la liquidación de la 

prima de servicios, prima de vacaciones y prima de navidad, los siguientes factores: 

 

"Articulo 13. Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. Las bases 
de liquidación serán: 
a) Prima de servicios: Asignación básica mensual, prima de retomo a la experiencia y subsidio 
de alimentación. 
b) Prima de vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, subsidio 
de alimentación y una doceava parte de la prima de servicio. 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, prima de 
nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava parte de la prima de servicio y una 
doceava parte de la prima de vacaciones".  

 

Las anteriores partidas computables, fueron ratificadas por el Decreto 4433 de 

2004, a través del cual se fijó el régimen pensional y de asignación de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública, como se dispuso en el artículo 23, así: 

 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la 
pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía 
Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes 
percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
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PARÁGRAFO. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 
las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y compensaciones, serán computables para 
efectos de la asignación de retiro, las pensiones, y las sustituciones pensionales.” 

 
3.1.2. Incrementos de las partidas en la asignación de retiro, conforme al 

principio de oscilación: 

 

El principio de oscilación respecto al personal que integra el Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional, se encuentra reglamentado en los Decretos 1091 de 1995, artículo 

56, y 4433 de 2004, artículo 42, normas que en un idéntico sentido establecieron: 

 

"Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 
retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en cuenta 
las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad 
para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. 
En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 
regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 1091 de 1995) – Resaltado 
del Despacho 

 

"Articulo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las asignaciones 
de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, se incrementarán en el 
mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en actividad para cada 
grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo 
legal mensual vigente. 
 
El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos 

que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 4433 de 2004) – Resaltado del 
Despacho 

 

Bajo las preceptivas normativas expuestas, se tiene que, los incrementos 

introducidos en los factores salariales del personal activo, repercuten en las 

prestaciones periódicas de los miembros retirados, es decir, el reajuste opera 

automáticamente, cuando se altera la remuneración de los Oficiales, Suboficiales y 

Agentes al servicio del Estado, liquidación que integra una unidad jurídica, que se 

debe dar a los ajustes, que por efectos del paso del tiempo, se deben realizar con 

miras a garantizar su permanente actualización por efecto de la pérdida del poder 

adquisitivo, fundamentado en el principio rector de la Seguridad Social, consagrado 

en el artículo 53 Superior. 

 

Con base en lo expuesto, el Estado debe reajustar y pagar anualmente los beneficios 

prestacionales a su cargo, sin contemplar la posibilidad de acudir a otros estatutos, 

en atención a la prohibición expresa de la Ley 4a de 1992, que señala: 

 

"Artículo 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 
desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos." 

 

Sobre el particular, el Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, Subsección A, en Sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia 

del Consejero, Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas, expediente No. 25000-23-25-

000-2012-00088-01(3675-17), consideró en relación al principio de oscilación, lo 

siguiente: 
 

"2.2.1. Principio de oscilación 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas relacionados con las 
asignaciones de retiro y pensiones del personal de la Fuerza Pública. Busca introducir las 
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variantes que perciben los miembros activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso 
de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado5 se expuso: «Para abordar este tema sea lo primero precisar 
que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una forma de actualización diferente a la 
que de manera general se ha establecido para las pensiones que devengan los servidores 
públicos y trabajadores privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que perciben los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos que se encuentran en 
retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, ya sea asignación de retiro o 
pensión de invalidez o los beneficiarios que reciben pensión de sobrevivientes». 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del personal de oficiales 
y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 establece: 

 
Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las asignaciones de retiro y las 
pensiones de que trata el presente Decreto se liquidarán tomando en cuenta las variaciones 
que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán 
inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen 
ajustes prestacionales en otros sectores de la administración pública, a menos que así lo 
disponga expresamente la ley. 

 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de Oficiales Generales 
y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navio, se tendrá en cuenta como sueldo básico, el 
porcentaje que como tal determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta 

materia, más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto.” (Resaltado del 
Despacho) 

 

En síntesis, de conformidad con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo Contencioso Administrativo, el 

principio de oscilación de las asignaciones de retiro, es entendido como una unidad 

jurídica inescindible, conformada por la totalidad de las partidas legalmente 

computables, que deben ser incrementadas de conformidad con las variaciones que 

en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad. 

 

3.2. Sobre la Representación de las Partes, la Capacidad para Conciliar, y 

la Autoridad competente para su celebración.  

 

Figuran como partes conciliantes, de un lado, el señor JARO LEDER CUARÁN REYES, 

y de otro, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, 

quienes actúan por medio de sus respectivos apoderados judiciales, debidamente 

facultados para conciliar, de conformidad con los poderes allegados. Acuerdo 

conciliatorio, que fue realizado ante el Procurador 3 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, cumpliéndose de esta manera con los presupuestos 

establecidos por los artículos 2º y 6º del Decreto 1716 de 2009, artículo 53 del Código 

General del Proceso y el artículo 15 de la Ley 23 de 1991, pues acorde con las pruebas 

aportadas, las partes que acuden en conciliación extrajudicial, son plenamente 

capaces para ejercer derechos y contraer obligaciones, estando debidamente 

representadas, y la conciliación se realizó ante la autoridad competente. 

 

3.3. Sobre la Caducidad. 
 

Se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en virtud del cual se 

pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el transcurso del tiempo 

                                                 
5 Sentencia del 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010) 
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fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad jurídica a las actuaciones 

de la administración.  

 

En consideración a que lo pretendido por el convocante, es el reajuste anual de su 

asignación de retiro, incrementando las partidas computables de subsidio 

alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir del año 

2013, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo básico y la 

prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación, y que el ejercicio 

del medio de control procedente, se impetra en contra del Acto Administrativo que 

niega dicho reajuste, esto es, el Oficio No. 20201200-010007801 Id: 530471 del 20 

de enero de 2020, observa el Despacho, que no está sujeto al término de caducidad, 

puesto que conforme al numeral 1.º literal c), del artículo 164 del CPACA, la 

demanda en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, contra los actos administrativos que reconocen o niegan prestaciones 

periódicas, puede interponerse en cualquier tiempo, independientemente de la 

prescripción de las mesadas no reclamadas en tiempo, aspecto sobre el cual se 

referirá el Despacho más adelante. 

 

3.4. Sobre la Naturaleza Económica de las Pretensiones. 
 

En el caso bajo estudio, se advierte que el apoderado de la convocada aportó 

propuesta de conciliación, la cual fue aceptada por el apoderado de la parte 

convocante, relacionada con el reajuste anual de la asignación de retiro en favor 

del señor JARO LEDER CUARÁN REYES, incrementando las partidas computables de 

subsidio alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte 

de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir del 

año 2014, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo básico 

y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación. 

 

En relación con la posibilidad de conciliar sobre asuntos sometidos al conocimiento 

de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el artículo 2° del Decreto 1716 

de 2009, reglamentario del artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, dispuso: 

 

“Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas 
que los sustituyan. (...)” (Negrillas de la Sala) 

 

El asunto bajo estudio, en consecuencia, resulta conciliable, pues como quedó 

expuesto, busca precaver un litigio de conocimiento de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, toda vez que se pretende el reconocimiento y pago 

de sumas de dinero a favor del convocante, negadas mediante el Oficio No. 

20201200-010007801 Id: 530471 del 20 de enero de 2020, acto administrativo que 

eventualmente, podría ser objeto de demanda, presentada en cualquier tiempo, ya 

que se trata de un acto que no accedió de manera favorable en sede administrativa 

al reajuste de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables 

de subsidio alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, de 

acuerdo al principio de oscilación, y conforme a lo dispuesto en el literal c, del 
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numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A., en este caso, no opera la caducidad del 

referido Medio de Control, por tratarse de una prestación periódica. 

 

Ahora bien, aunque las sumas reclamadas hacen parte de los derechos de origen 

laboral, que por su naturaleza, en principio podrían considerarse no conciliables, en 

tanto son irrenunciables, de acuerdo al artículo 48 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia ha aceptado la procedencia de los acuerdos conciliatorios, siempre y 

cuando a través de ellos se procure el mejoramiento del derecho y no su 

menoscabo. 

  

Así entonces, se tiene que, el acuerdo conciliatorio versa sobre derechos 

susceptibles de ser conciliados entre las partes. Adicionalmente, el derecho a la 

indexación, y el pago de los intereses que emergen como consecuencia del reajuste 

de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables de subsidio 

de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, que es finalmente 

el aspecto sobre el cual el actor está cediendo en su derecho, resulta discutible y 

renunciable, por tanto, puede ser objeto de transacción, pues el reajuste de la 

prestación como tal, si se reconoce de forma completa.  

 

3.5. Sobre el Respaldo Probatorio del Acuerdo Conciliatorio y Análisis del 

caso concreto. 

 

En el expediente se encuentra probado, lo siguiente: 

 

- Solicitud de conciliación administrativa dirigida a la Procuraduría Delegada ante 

los Jueces de lo Contencioso Administrativo, radicada el 15 de abril de 2020.  

 

- Poder otorgado por el señor Jaro Leder Cuarán Reyes, al abogado Diego Abdon 

Tamayo Gómez (fl. 15) 

 
- Se acreditó igualmente, la presentación del escrito de petición radicado No. 

201921000594732 Id: 515841 del 26 de noviembre de 2019, por medio del cual 

el convocante solicitó a la entidad demandada, el reajuste anual de la asignación 

de retiro, con el incremento de las partidas computables del subsidio de 

alimentación y las duodécimas partes de las primas de servicio, vacaciones y 

navidad, de acuerdo a los porcentajes en que fueron incrementados los sueldos 

básicos en actividad, en aplicación del principio de oscilación, desde el momento 

en que se causó el derecho (fls. 24 a 27).  

 

- La entidad demandada resolvió negativamente la referida petición, mediante el 

Oficio No. 20201200-010007801 Id: 530471 del 20 de enero de 2020, en el 

sentido de indicarle el ánimo conciliatorio que le asistía a la entidad. Bajo los 

parámetros allí establecidos (fl. 18 a 22). 

 

- Reposa en el expediente, copia de la Resolución No. 8682 del 17 de octubre de 

2013, por medio de la cual, se reconoció asignación de retiro en favor del 

Intendente de la Policía Nacional ® JARO LEDER CUARÁN REYES, en cuantía del 

79%, efectiva a partir del 5 de noviembre de 2013 (fl. 29 y 30). 
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- Se observa constancia de recibido de la solicitud de conciliación, por parte de la 

Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado, del 15 de abril de 2020 (fl. 30 

y 40). 

 
- Auto No. 226-2020 del 27 de mayo de 2020, a través del cual, el Procurador 3 

Judicial II para Asuntos Administrativos, admite la solicitud de conciliación 

extrajudicial presentada por el señor Jaro Leder Cuarón reyes, a través de su 

apoderado judicial. 

 

- Obra poder otorgado por el Representante Judicial y Extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, al Doctor Harold Andres Rios Torres. 

 
- Certificación expedida por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en donde decidió proponer 

fórmula conciliatoria y autorizó respecto a la actualización de las partidas 

computables de la asignación de retiro denominadas subsidio de alimentación y 

doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones conforme lo 

establecido en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, bajo los siguientes 

parámetros (fl. 67 a 70): 

 
1. Se reajustará históricamente cada partida desde la fecha de asignación de 

retiro, hasta la fecha de conciliación.  

2. Se pagará el capital dejado de percibir históricamente mes a mes sobre cada 

partida.  

3. La indexación que resulte sobre el capital anterior, será reconocida en un 

setenta y cinco por ciento (75%) del total.  

4. En el presente caso hay lugar a prescripción de mesadas porque El convocante 

percibe asignación de retiro desde el 05 de NOVIEMBRE de 2013 y solo hasta el 

día 26 de noviembre de 2019 radica petición formal administrativa ante CASUR. 

Hay prescripción de mesadas anteriores al 26 de noviembre de 2016.  

5. El pago se realizará dentro de los seis (06) meses siguientes a la radicación de 

la solicitud, término durante el cual NO se pagarán intereses.  

6. Se pactará el reconocimiento de intereses en la forma fijada por la ley a partir 

de los seis (06) meses siguientes a la presentación de la cuenta de cobro, con la 

totalidad de los documentos requeridos para tal fin ante la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional. 

 

- Se observa Liquidación en donde constan las diferencias causadas, de acuerdo al 

principio de oscilación y la forma en que se ordenará. 

 

- Se observa Liquidación de la indexación de las diferencias causadas a favor del 

convocante, desde el 26 de noviembre de 2016, hasta el 1 de julio de 2020, 

indicándose la liquidación final del valor a pagar al convocante, por las diferencias 

causas en su asignación de retiro, en los siguientes términos: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

 

Valor de Capital Indexado     4.337.458 

Valor Capital 100%      4.087.123 

Valor Indexación         250.335 

Valor indexación por el (75%)       187.751 

Valor Capital más (75%) de la Indexación   4.274.874 

Menos descuentos CASUR       -159.014 
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Menos descuentos Sanidad       -147.141 

VALOR A PAGAR      3.968.719 

 

Se tiene entonces que, al convocante le fue reconocida asignación de retiro, 

mediante la Resolución No. 8682 del 17 de octubre de 2013, en cuantía equivalente 

al 79% del sueldo básico en actividad, y las partidas legalmente computables del 

Decreto 4433 de 2004, la cual fue liquidada en la siguiente forma: 

 

Partidas liquidables, según se observa en el expediente: 

 

Partida Porcentaje Valores 

Sueldo básico  1.860.018 

Prima Retorno a la 
Experiencia 

3.00% 55.801 

1/12 Prima de navidad  208.175 

1/12 Prima de servicios  81.642 

1/12 Prima de vacaciones  85.044 

Subsidio de alimentación  43.594 

TOTAL  2.334.274 

% de Asignación  79% 

Valor Asignación  1.844.077 

 

Ahora bien, al verificar la liquidación realizada por la entidad demandada, donde 

constan los valores pagados con el sistema se oscilación al convocante, desde el año 

2013 a 2020, evidencia el Despacho, que solo el sueldo básico y la prima de retorno 

a la experiencia, variaron y se incrementaron año a año, no ocurriendo lo mismo 

respecto de las primas de servicios, navidad, vacaciones, y del subsidio de 

alimentación, como pasa a exponerse: 

 

AÑO 2013 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  1.860.018,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

3.00% 55.800,54 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2014 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  1.914.703,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

3.00% 57.441,09 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2015 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.003.92,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

3.00% 60.117,87 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2016 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.159.633,00 
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PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

3.00% 64.788,99 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2017 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.305.409,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

3.00% 69.162,27 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2018 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.422.754,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

3.00% 72.682,62 

PRIMA NAVIDAD  208.175,19 

PRIMA SERVICIOS  81.642,19 

PRIMA VACACIONES  85.043,95 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  43.594,00 

AÑO 2019 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.531.778,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

3.00% 75.953,34 

PRIMA NAVIDAD  217.543,07 

PRIMA SERVICIOS  85.316,09 

PRIMA VACACIONES  88.870,93 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  45.555,73 

 

De lo anterior, se extrae, que la entidad demandada, al liquidar anualmente la 

asignación de retiro del actor, no dio estricta aplicación a lo dispuesto en el Decreto 

4433 de 2004 y la Ley 923 del mismo año, en el sentido de incrementar no solo el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, sino también el subsidio de 

alimentación y las primas de navidad, servicios y vacaciones, las cuales sirvieron de 

soporte para la liquidación de la prestación mensual que actualmente devenga. 

 

Así entonces, al verificar el contenido de la fórmula conciliatoria obrante en el 

expediente, presentada por la entidad convocada, y aceptada en su integridad por 

el apoderado de la parte convocante, se tiene que, en la misma se ordena el 

incremento anual, desde el año del reconocimiento de la asignación de retiro al 

actor, incluyendo todas las partidas computables, diferencia a la cual se le calcula la 

respectiva indexación, arrojando los siguientes valores a conciliar, así: 

 

Índice Inicial (fecha de inicio del pago) 26/11/2016 

Índice Final (fecha de ejecutoria) 1/07/2020 

CONCILIACIÓN 

Valor de capital indexado $ 4.337.458 

Valor capital 100% $ 4.087.123 

Valor indexación $    250.335 

Valor indexación por el (75%) $    187.751 

Valor capital más (75%) de la indexación  $ 4.274.874 

Menos descuento CASUR -$    159.014 

Menos descuentos Sanidad -$    147.141 

VALOR A PAGAR $ 3.968.719 
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3.6. Sobre la Prescripción del Derecho. 
 

Para efectos de verificar, que el acuerdo conciliatorio objeto de estudio no resulte 

lesivo al patrimonio público, es menester examinar que la entidad no haya 

concertado el pago de obligaciones extinguidas por la prescripción trienal, prevista 

en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004, para las mesadas, porque el derecho al 

reajuste es imprescriptible, al ser prestación periódica. 
 

Debe tenerse en cuenta además, que el reajuste de la asignación de retiro, en virtud 

del principio de oscilación, aplicando el incremento anual establecido por el Gobierno 

Nacional para las asignaciones de retiro, como para las partidas computables 

correspondientes, a las primas de servicios, vacaciones y navidad, así como al 

subsidio de alimentación, deviene del artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, el cual 

dispuso que las asignaciones de retiro, “ se incrementarán en el mismo porcentaje en que se 

aumenten las asignaciones en actividad para cada grado”, así entonces, al darse aplicación a 

dicha norma, considera el Despacho, que el derecho reclamado queda sujeto a la 

prescripción que consagra la misma, esto es, la trienal. 
 

Así entonces, se tiene que, el convocante elevó petición ante la entidad convocada 

el 26 de noviembre de 2019, deprecando el reajuste de su prestación, razón por 

la cual, la entidad no se encuentra obligada al pago de las diferencias que resulten 

como consecuencia del reajuste, sobre las mesadas anteriores al 26 de noviembre 

de 2016, habida consideración, a que frente a ellas operó el fenómeno de la 

prescripción trienal, tal y como lo señaló la misma entidad en la propuesta 

conciliatoria debidamente aceptada por el apoderado del convocante, y que 

corresponde a lo consignado en la liquidación anexa. 
 

3.7. Sobre la revisión de existencia de Lesividad del Erario. 
 

En criterio del H. Consejo de Estado, la verificación de legalidad de la conciliación a 

cargo del Juez Administrativo, implica que las causales aplicadas al proceso 

conciliatorio, tienen todas, el carácter de juicio de legalidad, por lo que la exigencia de 

alta probabilidad de condena también resulta aplicable a estos casos. Esa Corporación 

remite al artículo 73 de la Ley 446 de 1998 (que incorporó el artículo 65 A, a la Ley 23 

de 1991, compilado por el artículo 60 del Decreto 1818 de 1998), precisando que el 

acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias”, exigencia cuyo 

alcance jurisprudencial ha sido, que las mismas permitan deducir una condena contra 

el Estado -en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones judiciales 

pertinentes-, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o 

violatorio de la ley6. 
 

Así mismo, el H. Consejo de Estado7 tiene por sentado, que: 
“Las normas sobre conciliación como formas de solución alternativa de los conflictos pretenden la 
descongestión de los despachos judiciales, con el fin de lograr un eficaz acceso a la administración 
de justicia y el consecuente cumplimiento de los principios que inspiran el ordenamiento y los fines 
esenciales del Estado, contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2 de la Carta, en particular de la 
justicia, la paz y la convivencia. No obstante, el inciso tercero del artículo 73 de la ley 446 de 1998 
que adicionó el artículo 65 de la ley 23 de 1991 establece límites a la autonomía de la voluntad de 
los entes públicos, lo cual encuentra su justificación en la menor capacidad dispositiva de tales 
entidades en relación con el sector privado, en razón de que aquéllas comprometen los bienes 
estatales. El reconocimiento voluntario de las deudas por parte de las entidades estatales debe estar 
fundamentado en las normas jurídicas que prevén la obligación, las elaboraciones jurisprudenciales 
y en pruebas suficientes acerca de todos los extremos del proceso, de manera tal que la transacción 
jurídica beneficie a la administración.” 

                                                 
6 Exps. 17219 del 10 de agosto, 16758 del 9 de marzo, 16116 de 29 de junio todas de 2000; y 22232 del 22 de enero de 2003. 
7 Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Tercera, C. P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, Providencia de noviembre 10 de 2000, 
Rad. No. 18298. 
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3.8. Conclusión.  

De las consideraciones expuestas, se concluye, que el acuerdo conciliatorio analizado, se 

fundó en objeto y causa lícita, sin vicios en el consentimiento de las partes, y sin que con 

él se desconozcan los derechos irrenunciables del empleado, se lesionen los intereses del 

Estado, o se afecte el patrimonio económico de la entidad. 
 

En consecuencia, se APROBARÁ la conciliación, sometida al conocimiento de este 

Juzgado.  
 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 

SEGUNDA, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio, celebrado el 9 de septiembre de 2020, 

ante el señor Procurador 3 Judicial II para Asuntos Administrativos, entre el señor JARO 

LEDER CUARÁN REYES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 13.073.571, y la 

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR, por la suma 

de TRES MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL SETECIENTOS 

DIECINUEVE PESOS ($3.968.719), conforme a lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 
 

SEGUNDO: Esta Providencia y el Acuerdo Conciliatorio, contenido en el Acta de 

conciliación del 9 de septiembre de 2020, prestan mérito ejecutivo y hacen tránsito a 

cosa juzgada material, de conformidad con la Ley. 
 

TERCERO: Por Secretaría, a costa de las partes, expídanse copias del Acta de 

Conciliación y de la presente providencia, conforme a lo previsto en el artículo 114 del 

Código General del Proceso, con las constancias que sean del caso. 
 

CUARTO: En firme este Auto, por Secretaría ARCHÍVESE el expediente dejando las 

constancias a que haya lugar. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 
ECB 
 
 
 
 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

GUERTI  MARTINEZ OLAYA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

a132c296663d67995fbea204d8690cc856bf430a76805f28b9ab29be5dc491bd 

JUZGADO 

7 
ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO  
NO.  
DE FECHA: SEPTIEMBRE 30 DE 2020 
SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARIA ____ ___________ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 
 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.986 
 
 Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020) 
 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2020-00238-00 
DEMANDANTE: ROLANDO MORENO SARMIENTO   
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
– SECRETRÍA EDUCACIÓN DE BOGOTÁ – FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. 

 
Examinada la demanda de la referencia, el Despacho observa, que de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, debe ser INADMITIDA, 
para que en el término legal de diez (10) días, se corrijan los siguientes aspectos: 
 
Se acredite la constancia de envío por medio electrónico, de la demanda y sus 
anexos a la entidad demandada, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 6 
parágrafo 4 del Decreto Legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, expedido 
por el Presidente de la República  “Por el cual se adoptan medidas para implementar las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.”  
 

De la misma forma, y con fundamento en la norma en cita, deberá proceder, al 
presentar el escrito de subsanación.  
 
En el caso del Despacho, deberá ser remitida únicamente, al correo electrónico, 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el asunto, el número del 
proceso y el tipo de memorial. 
 
En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por el señor ROLANDO 
MORENO SARMIENTO, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


MAGISTERIO – SECRETRÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ – FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A., por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 
SEGUNDO. - En consecuencia, de acuerdo con el artículo 170 de la Ley 1439 de 
2011, se concede un término de diez (10) días para efectos de subsanar lo aquí 
anotado, so pena de rechazo. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 
 

SKRG  

 

 

 
 

Firmado Por: 
 

GUERTI  MARTINEZ OLAYA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
bf14cb446451525ad6f9af6a2f067f5c04be0d6a16a8565daaf5f47b2393a61e 

Documento generado en 29/09/2020 05:49:47 p.m. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 578 

 

Septiembre veintinueve (29) de dos mil veinte (2020). 

 

EXPEDIENTE:      No. 110013335007202000251-00 

CONVOCANTE:   BERNABÉ BAUTISTA SOTO 

CONVOCADA:     CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

– CASUR 

REFERENCIA:    CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho, a efectuar el estudio de la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, la cual fue refrendada ante la Procuraduría 125 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, el día 23 de septiembre de 2020. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Sobre la Solicitud de Conciliación.  

 

El señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, a través de apoderado especial, concurrió 

ante la Procuraría Judicial para Asuntos Administrativos, para que con citación y 

audiencia de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL - 

CASUR, se celebrara Audiencia de Conciliación Extrajudicial. 

 

1.1.1. Pretensiones: 
 

 

“PRIMERA: Se declare la NULIDAD parcial del ACTO ADMINISTRATIVO contenido en la 
comunicación oficial No. 533248 DEL 29 DE ENERO DE 2020 signada por la Jefe Oficina 
Asesora Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se 
resolvió la petición de interés particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO 
RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” formulada el 19 DE DICIEMBRE DE 2019, a través 
de Apoderado, por parte del señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO. 
 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a reconocer y pagar a favor del señor 
BERNABE BAUTISTO SOTO, por concepto de reajuste de asignación de retiro, todos los valores 
que dejaron de incrementársele y pagársele con sus mesadas y primas de asignación de retiro, 
durante el lapso comprendido entre el 31 DE ENERO DE 2.015 y hasta el 31 DE DICIEMBRE 
DE 2.019, como consecuencia de la desatención del principio de oscilación y haberse 
mantenido estáticas y sin aumento, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE 
LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de su 
asignación de retiro. 
 
Las sumas que resulten de la anterior declaración, deberán ser actualizadas, mes a mes, 
tomando como base el índice de precios al consumidor, de conformidad con lo señalado en el 
inciso final del artículo 187 del CPACA, de acuerdo con la fórmula que ha establecido el H. 
Consejo de Estado, para el efecto, así: 
 

R = Rh x ÍNDICE FINAL__ 

ÍNDICE INICIAL 
 
TERCERO: Se declare que, en el presente asunto no hay lugar a aplicar la prescripción de los 
valores que en el presente se reclaman, por corresponder a sumas que fueron impagadas por 
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la omisión y/o interpretación errónea que, de manera general, realizó la NACIÓN - MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL a las 
normas prestacionales del personal escalafonado en el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, y 
bajo el entendido que, según el precedente judicial del H. Consejo de Estado “el fenómeno de 
la prescripción opera sobre mesadas y no sobre el reajuste de la asignación de retiro” y al 
violarse el principio de oficiosidad dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1995. 
 
O, subsidiariamente, se aplique la prescripción cuatrienal establecida en el artículo 60 del 
Decreto 1091 de 1995, y en consecuencia los valores a pagar al señor BERNABÉ BAUTISTA 
SOTO deberán de ser contabilizados desde el 31 DE ENERO DE 2.015 y pagados desde el 19 
DE DICIEMBRE DE  2.015, atendiendo que la reclamación de reajuste y pago retroactivo fue 
elevada por el demandante el 19 DE DICIEMBRE  DE 2.019, y habida cuenta lo señalado en 
el precedente judicial  del H. Consejo de Estado, según el cual se determina que “… el término 
prescriptivo para lo miembros de la Fuerza Pública es cuatrienal” 
 
CUARTO: En caso de declararse la prescripción cuatrienal u otra, en el presente asunto, se 
CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante BERNABE BAUTISTA SOTO, como 
REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, por concepto de LUCRO CESANTE PASADO, 
el valor total de las sumas que sean declaradas prescritas con su respectiva indexación. 
 
QUINTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante BERNABE 
BAUTISTA SOTO, como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, a título de DAÑO 
EMERGENTE FUTURO, el valor dinerario correspondiente al TREINTA POR CIENTO (30%) de 
las sumas dinerarias reconocidas y pagadas a su favor. 
 
SEXTO: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada, según lo preceptuado 
en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011. En caso de resultar desfavorable las sentencias en 
primera y/o segunda instancia, se absuelva al demandante en el pago de costas y agencias de 
procesales, al no existir mala fe en sus pretensiones las que, a la fecha de la demanda, 
encuentran sustento jurídico, fáctico y probatorio que da lugar a la interposición de la demanda. 
 
SÉPTIMO: Se ordene a la demandada, dar cumplimiento a la sentencia, en los términos 
previstos en los artículos 189 y 192 de la Ley 1437 de 2011.” (Sic) 

 

1.1.2. Hechos. 

 

En la solicitud de conciliación se adujeron los siguientes hechos 

 
“1. El artículo 220 de la Constitución Política, señala que “Los miembros de la Fuerza Pública no 
pueden ser privados de sus… pensiones”, lo cual constituye un derecho fundamental para los 
miembros de la fuerza pública. 
2. La Ley 923 de 2004, en su artículo 3, señala los elementos mínimos de las asignaciones 
reconocidas y percibidas de los miembros de la fuerza pública, señalado en su ordinal 3.13, que,  
(…) 
3. Por su parte, el Decreto 1091 de 1995, en su artículo 56, dispone el principio de OSCILACIÓN 
de las asignaciones de retiro y otras, señalando que, 
(…) 
Norma que conlleva que, el ajuste por aumento anual deba hacerse sobre el MONTO TOTAL DE 
LA ASIGNACIÓN DE RETIRO, y no sobre algunas de las partidas que la conforman. 
4. Al señor Intendente ® BERNABÉ BAUTISTA SOTO, Le fue reconocida asignación mensual 
de retiro a partir del 31 DE ENERO DE 2015, mediante Resolución No. 777 DEL 3 DE 
FEBRERO DE 2015 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; habiéndose 
liquidado dentro de los SEIS factores que la componen, los siguientes: 
 
PARTIDAS NO REAJUSTADAS A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO 
1/12 PRIMA DE NAVIDAD 219.490 
1/12 PRIMA DE SERVICIOS 86.436 
1/12 PRIMA DE VACACIONES 90.037 
SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  44.876 

 
5. Desde el 31 DE ENERO DE 2015 y hasta el 30 DE JUNIO DE 2019, al margen del 
cumplimiento del PRINCIPIO DE OSCILACIÓN dispuesto en el artículo 56 del Decreto 1091 
de 2004, hoy 42 del Decreto 4433 de 2004, arriba citado; la Caja de Sueldos de Retiro de la 
Policía Nacional mantuvo estático el valor de los CUATRO FACTORES de: 1/12 PRIMA DE 
NAVIDAD; 1/12 PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE 
ALIMENTACIÓN que componen la asignación de retiro del señor Intendente ® BERNABE 
BAUTISTA SOTO, desconociendo el derecho a la actualización monetaria a favor de los 
pensionados – para garantizar la conservación del poder adquisitivo de la asignación de retiro – 
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contenida en los artículos 48 y 53 de la Constitución Política de Colombia, denominado legal y 
jurisprudencialmente como PRINCIPIO DE OSCILACIÓN. 
6. Lo anterior significa que, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no aumentó, año 
tras año, el valor de la totalidad de la asignación de retiro y subsidio de alimentación del señor 
Intendente ® BERNABÉ BAUTISTA SOTO, con el porcentaje que ordenó el Gobierno 
Nacional para el personal activo de la Policía Nacional, por lo que el aumento realizado a la 
asignación de retiro del Demandante, durante el lapso comprendido entre el 31 DE ENERO DE 
2015 al 31 DE DICIEMBRE DE 2.019, siempre fue parcial, violándose con ello el citado 
principio de oscilación. 
7. No obstante que CASUR, en el mes de JULIO DE 2019, realizó el incremento al monto total 
de la asignación de retiro del señor Intendente ® BERNABÉ BAUTISTA SOTO, INCLUYENDO 
LAS CITADAS PARTIDAS, en un porcentaje correspondiente al 4.5% dispuesto en el Decreto 
1002 del 06 de junio de 2019; también lo es que, el incremento practicado se efectuó sobre la 
cifra estática reconocida a mi poderdante a través de la Resolución No. 777 DEL 3 DE 
FEBRERO DE 2015 dictada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, esto es, sin 
que se hubiera realizado previamente la actualización del valor de cada una de ellas por el no 
incremento desde el 31 DE ENERO DE 2015 al 30 DE JUNIO DE 2019. 
8. El día 19 DE DICIEMBRE DE 2019, el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, por intermedio 
de Apoderado, elevó petición de interés particular que se intituló “PETICIÓN DE REAJUSTE Y 
PAGO RETROACTIVO PARTIDAS DE ASIGNACIÓN”, en la que después de señalar las razones en 
que se fundamentaban, solicitó: 
(…) 
9. Una vez formulada, admitida y concedida la tutela del derecho fundamental de petición del 
aquí demandante10; la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se vio obligada a dar 
contestación a la citada petición de interés particular, mediante COMUNICACIÓN No. 533248 
DEL 29 DE ENERO DE 2.020, luego de aceptar su error y omisión consistentes en no haber 
incrementado y pagado, año a año, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE 
LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de la 
asignación de retiro del demandante, resolvió: 
(…) 
10. En consecuencia, la asignación de retiro que percibe el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, 
para el mes de enero de 2.020 fue reajustada e incrementada en lo que respecta a sus partidas 
de 1/12 PRIMA DE NAVIDAD; 1/12 PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y 
SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN, tal como se informó en el acto administrativo objeto de debate, 
e incluso, para el mes de marzo de 2.020, fue aumentada en un 5.12% la totalidad de la 
asignación de retiro del accionante, de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto 318 del 27 de 
febrero de 2.020. lo que muestra que, solamente, se accedió a lo solicitado en los numerales 1º 
y 3º del acápite de la petición de interés particular formulada por el actor. 
11. Hasta la fecha, y no obstante el anterior, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL no ha pagado, al señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, los valores que como 
consecuencia del reajuste de su asignación de retiro y la respectiva indexación ha debido 
pagarle, esto a pesar de la admisión por la Entidad, del error y omisión en que incurrió, año tras 
año, durante el lapso comprendido entre el 31 DE ENERO DE 2.015 al 31 DE DICIEMBRE 
2.019. 
12. Como consecuencia de la omisión en la aplicación del principio de oscilación, sobre la mesada 
de asignación de retiro del señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, la Caja de Sueldos de Retiro de 
la Policía Nacional, desde el 31 DE ENERO DE 2.015 al 31 DE DICIEMBRE 2.019, le dejó 
de pagar los siguientes valores finales, los que se presentan con la debida indexación al 100%: 
 
DESDE el 31-01-2015 al 31-12-2019 $3.994.696.41 
ÚLTIMOS 4 AÑOS: Desde 19-12-2015 al 19-12-2019 $3.892.525.73 

 
13. En atención a que las sumas dinerarias, objeto de reclamación y que fue desatendida por la 
Entidad mediante el acto administrativo objeto de debate, constituyen el reajuste de mesadas 
de asignación de retiro, no opera la prescripción cuatrienal que solamente aplica cuando se 
trata de reclamación de mesada pensionales, según el precedente judicial del H. Consejo de 
Estado; máxime cuando el incremento y pago del aumento de las partidas de la asignación de 
retiro del convocante devino de la omisión y/o interpretación errónea que, de manera general, 
realizó la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 
LA POLICÍA NACIONAL a las normas prestacionales del personal escalafonado en el Nivel 
Ejecutivo de la Policía Nacional, vulnerándose, por demás, el principio de oficiosidad a que está 
obligada la Entidad, según lo dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1995. 
14. Ahora, de no atenderse el aludido precedente, debe aplicarse la prescripción cuatrienal 
establecida en el artículo 60 del  Decreto 1091 de 1995, y en consecuencia los valores a pagar 
al señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, deberán de ser contabilizados e indexados, mes a mes, 
desde el 31 DE ENERO DE 2.015 y pagados desde el 19 DE DICIEMBRE DE 2.015, 
atendiendo a que la reclamación de reajuste y pago fue elevado por el demandante el 19 DE 
DICIEMBRE DE 2.019, habida cuenta lo señalado en el precedente judicial del H. Consejo de 
Estado, según el cual se determina que, 
(…) 
15. La violación del principio de OSCILACIÓN en materia de asignación de retiro, por parte de 
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la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en el caso concreto del señor BERNABÉ 
BAUTISTA SOTO, lo imposibilitó de mantener el valor adquisitivo de su asignación, la que por 
5 AÑOS fue mantenida estática en CUATRO de los factores que la componen; razón suficiente 
para señalar que de prescribirse algunas sumas pasadas, ello por sí solo conlleva un PERJUICIO 
MATERIAL, por concepto de LUCRO CESANTE PASADO, bajo el entendido que dichos valores 
nunca fueron pagados al aquí demandante, a pesar que tenía derecho a ello.  
16. Además de lo anterior, también se causa un PERJUICIO MATERIAL, por concepto de DAÑO 
EMERGENTE FUTURO, con el hecho de obligar al aquí Demandante que, teniendo derecho al 
pago integral y en legal forma de su asignación de retiro, se le obligue a pagar los servicios 
profesionales de un Abogado, en el presente caso al suscrito, con el propósito reclame los 
derechos que, en virtud del principio de oficiosidad contemplado en el artículo 101 del Decreto 
1091 de 1995, debían de ser protegidos y garantizados; en consecuencia, el valor de los 
honorarios que deberá cubrir el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, determinados en Cuota 
Litis del 30%16 del valor total que le sea reconocido y pagado por la demandada, se constituyen 
en un daño emergente, en el que hubiera incurrido de haberse cumplido con su deber por parte 
de la Entidad demandada.  
17. Se considera que el acto administrativo contenido en la COMUNICACIÓN OFICIAL No. 
533248 DEL 29 DE ENERO DE 2.020 signada por la Jefe Oficina Asesora Jurídica de la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se resolvió la petición de interés 
particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” 
formulada el 19 DE DICIEMBRE DE 2.019, a través de Apoderado, por parte del señor 
BERNABÉ BAUTISTA SOTO, se encuentra viciado de NULIDAD al haberse expedido, con: 1. 
INFRACCIÓN DE LAS NORMAS EN QUE DEBÍA FUNDARSE, 2. EXPEDICIÓN IRREGULAR y 3. 
VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO. 
18. El presente asunto no tiene la calidad de laboral, habida cuenta que entre el convocante, 
BERNABÉ BAUTISTA SOTO y la convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, 
no existió ni existe relación laboral alguna, por lo que, al ser una relación prestacional, 
únicamente, se rige por el Control Judicial de Nulidad y Restablecimiento del Derecho Simple, 
enmarcada para efectos del fuero de la competencia por razón del territorio, por lo dispuesto en 
el artículo 156 numeral 2º, esto es “por el lugar donde se expidió el acto, o por el del domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga oficina en dicho lugar” y en el 
caso particular, el acto administrativo fue expedido en la ciudad de Bogotá, D.C., misma ciudad 
donde la demandada tiene su domicilio al tiempo que el actor. 
19. El señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, hoy convocante, me ha otorgado poder amplio y 
suficiente para iniciar y representarlo en el procedimiento de conciliación extrajudicial, que por 
intermedio del presente, se solicita.” (Sic) 

 

2. TRAMITE PROCESAL 

 

La solicitud de Conciliación Extrajudicial fue presentada el 23 de abril de 2020, 

correspondiendo por reparto su conocimiento, a la Procuraduría 125 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Bogotá. La Audiencia correspondiente, fue realizada 

finalmente el 23 de septiembre de 2020 (iniciada y suspendida los días 9 y 17 de septiembre 

de 2020), con la concurrencia de las partes, convocante y convocada, quienes llegaron 

al siguiente acuerdo conciliatorio.  

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO 

 
“En Bogotá D.C., hoy veintitrés (23)de septiembre de 2020, siendo las10:00 a.m., procede el  
despacho  de  la  Procuraduría  125  Judicial  II  para  Asuntos  Administrativos  a  celebrar 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIALNO PRESENCIAL de la referencia que se 
hace con base en lo establecido en los artículos 9 y 11 del Decreto legislativo 491 de 28 de marzo de 
2020, el Decreto Legislativo 564 de 2020, Decreto Legislativo 806 de 2020 y en la Resoluciones 
expedidas por el Señor Procurador General de la Nación números 127 del 16 de marzo de 2020, 206 
del 8 de mayo de 2020, 232 del 4 de junio de 2020, 259 de 1 de julio de 2020, 293 del 15 de julio 
de 2020,312 de 29 de julio de 2020 y 326 del 10 de agosto de 2020, las Directivas 20 del 24 de mayo 
de 2020 y 27 del 31 de agosto de 2020 expedidas  también  por  el  Supremo  Director  del  Ministerio  
Público. El  señor  Procurador Judicial con  fundamento  en  lo  establecido  en  el  artículo  23  de  
la  Ley  640 de  2001  en concordancia  con  lo  señalado  en  el  numeral  4  del  artículo  44  del  
Decreto  262  de  2000, declara  abierta  la  audiencia virtual  e  instruye  a  las  partes  sobre  los  
objetivos,  alcance  y límites   de   la   conciliación   extrajudicial   en   materia contenciosa   
administrativa   como mecanismo alternativo para la solución de conflictos. Comparece a la diligencia 
de manera virtual el abogado Diego Abdón Tamayo Gómez identificado con la cédula de ciudadanía 
número 79.938.726y  portador  de  la  tarjeta  profesional  número 162.036del  Consejo Superior  de  
la  Judicatura, en  calidad  de  apoderado  de  la  parte  convocante, reconocido como  tal  mediante  
auto de  19  de  agosto  de  2020.  Igualmente,  comparece  el  abogado HUGO ENOC GALVES 
ALVAREZ identificado con la cédula de ciudadanía No.79.763.578 de Bogotá, con tarjeta profesional 
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No. 221.646 del Consejo Superior de la Judicatura, en representación  de  la  entidad  convocada 
Caja  de  Sueldos  de  Retiro  de  la  Policía Nacional, de   conformidad  con   el   poder   otorgado   
por   la  Representante  Judicial y Extrajudicial  la  entidad.  El  Procurador  le  reconoce  personería  

al  apoderado  de  la  parte convocada en los términos indicados en el poder que aporta.  
En este estado de la diligencia se deja constancia de las pretensiones contenidas en la solicitud de 
conciliación referentes a: 

 
“PRIMERA: Se declare la NULIDAD parcial del ACTO ADMINISTRATIVO contenido en la 
comunicación oficial No. 533248 DEL 29 DE ENERO DE 2020 signada por la Jefe Oficina 
Asesora Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se 
resolvió la petición de interés particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO 
RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” formulada el 19 DE DICIEMBRE DE 2019, a través 
de Apoderado, por parte del señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO. 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a reconocer y pagar a favor del señor 
BERNABE BAUTISTO SOTO, por concepto de reajuste de asignación de retiro, todos los valores 
que dejaron de incrementársele y pagársele con sus mesadas y primas de asignación de retiro, 
durante el lapso comprendido entre el 31 DE ENERO DE 2.015 y hasta el 31 DE DICIEMBRE 
DE 2.019, como consecuencia de la desatención del principio de oscilación y haberse 
mantenido estáticas y sin aumento, las partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE 
LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de su 
asignación de retiro. 
Las sumas que resulten de la anterior declaración, deberán ser actualizadas, mes a mes, 
tomando como base el índice de precios al consumidor, de conformidad con lo señalado en el 
inciso final del artículo 187 del CPACA, de acuerdo con la fórmula que ha establecido el H. 
Consejo de Estado, para el efecto, así: 
 

R = Rh x ÍNDICE FINAL__ 

ÍNDICE INICIAL 
 
TERCERO: Se declare que, en el presente asunto no hay lugar a aplicar la prescripción de los 
valores que en el presente se reclaman, por corresponder a sumas que fueron impagadas por 
la omisión y/o interpretación errónea que, de manera general, realizó la NACIÓN - MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL - CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL a las 
normas prestacionales del personal escalafonado en el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, y 
bajo el entendido que, según el precedente judicial del H. Consejo de Estado “el fenómeno de 
la prescripción opera sobre mesadas y no sobre el reajuste de la asignación de retiro” y al 
violarse el principio de oficiosidad dispuesto en el artículo 101 del Decreto 1091 de 1995. 
O, subsidiariamente, se aplique la prescripción cuatrienal establecida en el artículo 60 del 
Decreto 1091 de 1995, y en consecuencia los valores a pagar al señor BERNABÉ BAUTISTA 
SOTO deberán de ser contabilizados desde el 31 DE ENERO DE 2.015 y pagados desde el 19 
DE DICIEMBRE DE  2.015, atendiendo que la reclamación de reajuste y pago retroactivo fue 
elevada por el demandante el 19 DE DICIEMBRE  DE 2.019, y habida cuenta lo señalado en 
el precedente judicial  del H. Consejo de Estado, según el cual se determina que “… el término 
prescriptivo para lo miembros de la Fuerza Pública es cuatrienal” 
CUARTO: En caso de declararse la prescripción cuatrienal u otra, en el presente asunto, se 
CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante BERNABE BAUTISTA SOTO, como 
REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, por concepto de LUCRO CESANTE PASADO, 
el valor total de las sumas que sean declaradas prescritas con su respectiva indexación. 
QUINTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor del demandante BERNABE 
BAUTISTA SOTO, como REPARACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL causado, a título de DAÑO 
EMERGENTE FUTURO, el valor dinerario correspondiente al TREINTA POR CIENTO (30%) de 
las sumas dinerarias reconocidas y pagadas a su favor. 
SEXTO: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada, según lo preceptuado 
en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011. En caso de resultar desfavorable las sentencias en 
primera y/o segunda instancia, se absuelva al demandante en el pago de costas y agencias de 
procesales, al no existir mala fe en sus pretensiones las que, a la fecha de la demanda, 
encuentran sustento jurídico, fáctico y probatorio que da lugar a la interposición de la demanda. 
SÉPTIMO: Se ordene a la demandada, dar cumplimiento a la sentencia, en los términos 
previstos en los artículos 189 y 192 de la Ley 1437 de 2011.”  

Seguidamente, la apoderada de la parte convocada allega la decisión tomada por el Comité  de  
Conciliación  de  la  entidad  en  relación  con  la  solicitud  en  el  siguiente sentido:  
“En el caso del señor IT (r) BERNABE BAUTISTA SOTO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
80.498.572, al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja  de  Sueldos  de  Retiro  de  la  
Policía  Nacional  le  asiste  ánimo  conciliatorio  de conformidad a lo establecido por este Cuerpo 
Colegiado en Acta 16 del 16 de enero de 2020, en cuanto al reajuste de las partidas computables de 
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la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las 
primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros:  
1. Se reconocerá el 100% del capital.  
2. Se conciliará el 75% de la indexación  
3.  Se  cancelará  dentro de  los  6 meses  siguientes  a  la radicación  de  la cuenta  de cobro  con  
los  documentos  pertinentes  en  la  Entidad,  tiempo  en  el  cual  no  habrá lugar al pago de 
intereses.  
4.    Se    aplicará    la    prescripción    contemplada    en    la    norma    prestacional correspondiente.  
En razón a lo anterior se realizará el reajuste a las partidas denominadas subsidio de alimentación y 
doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones a partir del primer reajuste realizado 
por La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, pero pagando a partir del 19 de diciembre 
de 2016 dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 2004 en su artículo 
43, tomando como fecha  de  inicio  la  petición  radicada  en  la Entidad  el  día  19  de  diciembre  
de 2019. 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional, determina que para el presente asunto le asiste ánimo conciliatorio.” 
 
Al  respecto, adjunta  la  siguiente  liquidación actualizada  en  el  índice  final,  al  23  de 
septiembre de 2020: 

 
 
Y realiza la siguiente aclaración en relación con la liquidación: 
De acuerdo a su solicitud, doy aclaración a la liquidación presentada para audiencia de conciliación 
del señor INTENDENTE -BAUTISTA SOTO BERNABE. Para  el  año  2015,  la  partida  correspondiente  
a  Subsidio  de  Alimentación no  tiene incremento ni variación alguna, ya que ésta es estipulada 
anualmente por Decreto junto con el porcentaje de incremento del año, que para el año en cuestión 
quedó en $ 46.968 según la DECRETO 1028 de 2015. Así  las  cosas,  certificamos  que  la  liquidación  
se  encuentra  bien  realizada  en  sus cálculos matemáticos y resultados arrojados. ”En  seguida,  se  
le  pone  en  conocimiento  la  decisión  del  Comité  de  Conciliación  al apoderado de la parte 
convocante a través de correo electrónico y se le concede el uso de la palabra para que manifieste 
su posición frente a lo expuesto por la parte convocada, quien manifiesta: “Atendiendo la aclaración 
realizada por el Sr. Apoderado de  la  Entidad  Convocada  y  corroborada  con  la  propuesta  
conciliatoria  presentada;  me permito manifestar, haciendo uso de las facultades a mi conferidas en 
el memorial poder allegado  (ANEXO  1  de  la  Solicitud  de  audiencia)  y  una  vez  consultado  el  
asunto  con  mi representado,  que  la  parte  convocante  ACEPTA  TOTALMENTE  la  propuesta  y  
en consecuencia CONCILIA el asunto puesto en su conocimiento. Solicito se haga la claridad en  el  
acta  que,  el  valor  total  CONCILIADO  ES  (Valor  capital  más  75%  de  indexación: $3.641.014  
al  que  una  vez  aplicados  los  descuentos  legales  por  CASUR  y  SANIDAD (Según liquidación 
presentada), queda en un NETO A PAGAR de $3.377.212, afirmación que  tiene  fundamento  en  el  
hecho  consistente  en  que,  los  descuentos  se  hacen  por mandato    de    ley    y    sobre    ellos    
no    existe    posibilidad    para    las    partes    de conciliar..”. 
Consideraciones del Ministerio Público: El Procurador Judicial considera que el anterior acuerdo 
contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y  lugar  de  su  
cumplimiento, siendo  claro  en  relación  con  el  concepto  conciliado, cuantía y fecha para el pago 
y reúne los siguientes requisitos: (i)El eventual medio de control que se ha podido llegar a presentar 
no ha caducado (art. 61, Ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, Ley 446 de 1998). (ii) El  acuerdo  
conciliatorio  versa sobre  conflictos  de  carácter  particular  y  contenido (…). (iv)Obran en el 
expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo, a saber (…)(v)En criterio de esta agencia 
del Ministerio Público, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la Ley y no resulta lesivo 
para el patrimonio público (…) .En  consecuencia,  se  dispondrá  el  envío  de  la presente  acta,  
junto  con  los  documentos  pertinentes,  a  los  Juzgados  Administrativos  del Circuito de Bogotá-
Sección Segunda, para efectos de control de legalidad, advirtiendo a los  comparecientes  que  el  
Auto  aprobatorio junto  con  la  presente  acta  del  acuerdo, prestarán  mérito  ejecutivo,  y  tendrán  
efecto  de  cosa  juzgada5razón  por  la  cual  no  son procedentes nuevas peticiones conciliatorias 
por los mismos hechos ni demandas ante la jurisdicción  de  lo  contencioso  administrativo  por  las  
mismas  causas (art.  73  Ley  446  de 1998 y 24 Ley 640 de 2001).Se da por concluida la diligencia” 
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3. CONSIDERACIONES. 

 

Corresponde al Despacho, pronunciarse sobre la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, conforme al acuerdo logrado entre las partes, para lo cual procederá a 

verificar los requisitos necesarios para tal efecto.  

 

Ahora bien, la Ley define la conciliación como un mecanismo de resolución de 

conflictos, a través del cual dos o más personas gestionan por sí mismas la solución 

de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado denominado 

conciliador. 

 

Mediante la Ley 640 de 2001, se modificaron las normas relativas a la conciliación 

contenidas en las Leyes 446 de 1998 y 23 de 1991. Esta ley a su vez fue 

reglamentada en su capítulo V, “De la Conciliación Contenciosa Administrativa”, por 

el Decreto No. 01716 de mayo 14 de 2009 del Presidente de la República, el cual 

además reglamentó los artículos 13 de la Ley 1285 de 2009 y 75 de la Ley 446 de 

1998, en materia de conciliación.  

 

Posteriormente, el artículo 35 de la referida Ley 640 de 2001, fue modificado por el 

artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en relación con el requisito de procedibilidad de 

la conciliación extrajudicial, para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa1. 

 

Es así como, la Ley 640 de 2001, en sus artículos 3º y 19, dispone: 

 
“Artículo 3º. Clases. La conciliación podrá ser judicial si se realiza dentro de un proceso 
judicial, o extrajudicial, si se realiza antes o por fuera del proceso judicial”. 
 
“Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de 
centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere 
la presente ley y ante los notarios” (resaltado fuera del texto). 

 
Posteriormente, fue expedido el Decreto 1716 de 2009, reglamentario de los 

artículos 13 de Ley 1285 del mismo año, el artículo 75 de Ley 446 de 1998 y el 

Capítulo V de la Ley 640 de 2001, consagrando: 

 
“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso-
administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 
personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 
Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y 
contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 

 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 
de la Ley 80 de 1993. 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.  
 
Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles.  
Parágrafo 3°. Cuando la acción que eventualmente se llegare a interponer fuere la de nulidad 
y restablecimiento de derecho, la conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan 

                                                 
1 La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 161, numeral 1o., 
estableció como requisito de procedibilidad para ejercitar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la conciliación 
extrajudicial. 



Juzgado 7 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá –Sección Segunda 

Conciliación Extrajudicial – Exp. No. 11001333500720200025100 
Convocante: Bernabé Bautista Soto 
Convocada: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR 
 

8 

recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá 
acreditarse, en legal forma, ante el conciliador.  
Parágrafo 4°. En el agotamiento del requisito de procedibilidad de la acción de que trata el 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, se entenderá incluida la acción de repetición 
consagrada en el inciso segundo de dicho artículo.  
Parágrafo 5°. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será 
necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento encargados de resolver 
controversias derivadas de contratos estatales, cuyo trámite se regula por lo dispuesto por el 
artículo 121 de la Ley 446 de 1998.”.  (Subrayas son nuestras, negrillas del texto) 

 
Resulta, por lo tanto, de conformidad con las normas en cita y, la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado2, a manera de requisitos necesarios 

para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, que éstos deben someterse a los 

siguientes supuestos de aprobación: 

 

 Que las partes estén debidamente representadas y con la facultad expresa 

para conciliar; 

 Verificar la caducidad del medio de control, según lo dispuesto en el parágrafo 

2º del artículo 61 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 81 de la 

Ley 446 de 1998; 

 La naturaleza económica de las pretensiones, según lo dispuesto por el 

artículo 59 de la Ley 23 1991, modificado por el artículo 70 de la ley 446 de 

1998; 

 Que el acuerdo cuente con el soporte probatorio necesario, para acreditar la 

existencia de la obligación a cargo de la entidad, según los términos del art. 

65 A de la Ley 23 de 1991, adicionado por el art. 73 de la ley 446 de 19983; 

 Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 73 y 81 

de la Ley 446 de 1998, 25, 26, 37 de la Ley 6640 de 2001). 

 

3.1. Cuestión previa. 

 

Con el fin de verificar, que el acuerdo conciliatorio sometido a aprobación judicial se 

ajuste a la ley, y no resulte lesivo para el patrimonio público, se estima pertinente 

hacer una breve alusión al derecho concertado. 

 

3.1.1. Marco Normativo y Jurisprudencial aplicable al régimen prestacional 

del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 

 

Los artículos 217 y 218 de la Constitución Política, reafirmaron el carácter especial 

del régimen salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza Pública, facultando 

al Congreso de la República, para que dictará las normas, objetivos y criterios –Ley 

Marco, y así el poder Ejecutivo fijara el régimen salarial y prestacional de este sector, 

de conformidad con el literal e), numeral 19 del artículo 150 ibídem. 

 

En desarrollo de dichos postulados constitucionales, se profirió la Ley 4a de 1992, 

estableciendo: 

 
"Artículo 1°. - El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 
 
a. Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, 
denominación o régimen jurídico;  
b. Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Organización Electoral y la Controlaría General de la República;  

                                                 
2. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, CP. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Auto del 24 de julio de 2018, Exp. 
Rad. 25000-23-26-000-2012-01062-01 (46768). 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 28 de noviembre de 2011, rad. 15001-23-31-000-2011-00128-01. 
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c. Los miembros del Congreso Nacional, y 
d. Los miembros de la Fuerza Pública.” 
 
“Artículo 2°. - Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores 
enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los 
siguientes objetivos y criterios: 
 
a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, 
como de los regímenes especiales. En ningún caso podrán desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales; 
b. El respeto a la carrera administrativa y la ampliación de su cobertura; 
c. La concertación como factor de mejoramiento de la prestación de los servicios por parte del 
Estado y de las condiciones de trabajo; 
d. (...).” 
 
“Artículo 3°. - El sistema salarial de los servidores públicos estará integrado por los siguientes 
elementos: la estructura de los empleos, de conformidad con las funciones que se deban 
desarrollar y la escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos.” 
 
“Artículo 10°. - Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 

desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” (Resaltados 
del Despacho) 

 

Con posterioridad, se expidió la Ley 62 de 1993, por medio de la cual se dictan 

normas sobre la Policía Nacional, en la cual solo se contemplaron los grados de 

Oficiales, Suboficiales, Agentes, Alumnos, los que prestaban el Servicio Militar 

Obligatorio y, el Personal no uniformado, sin incluir la carrera del Nivel Ejecutivo, tal 

como se evidencia en el artículo 6°, así: 

 
"Artículo 6°. Personal Policial. La Policía Nacional está integrada por oficiales, 
suboficiales, agentes, alumnos y por quiénes presten el servicio militar obligatorio 
en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes 
a ella, uno y otros sujetos o normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo 
tiempo establezca la ley." (Resaltado fuera de texto). 

 

Mediante la Ley 180 de 1995, se reorganizó la estructura de la Policía Nacional, se 

creó el nivel ejecutivo, y se delegó al Presidente la organización de los siguientes 

aspectos: 

 

"Artículo 7°. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta 
por el término de noventa (90) días, contados a partir de la promulgación de la presente Ley, 
para los siguientes efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel Ejecutivo a que 
se refiere el artículo 1° de la presente Ley, a la cual podrán vincularse Suboficiales, 
Agentes, personal no uniformado y de incorporación directa. Esta nueva carrera 
comprenderá los siguientes aspectos: 
 
a) Disposiciones preliminares;  
b) Jerarquía, clasificación y escalafón;  
c) Administración de personal:  
- (…) 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales  
- (...) 
- Normas de transición.  
(...) 
 
PARÁGRAFO. La creación del Nivel Ejecutivo no podrá discriminar ni desmejorar, en 
ningún aspecto, la situación actual de quienes estando al servicio de la Policía 
Nacional ingresen al Nivel Ejecutivo." (Resultado del Despacho) 

 

A través del Decreto 132 del 13 de enero de 1995, el Gobierno Nacional 

desarrolló la carrera profesional del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en el cual 

se dispuso: 
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“Artículo 15. RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL DEL PERSONAL DEL NIVEL 
EJECUTIVO. El personal que ingrese al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, se 
someterá al régimen salarial y prestacional determinado en las disposiciones que 
sobre salarios y prestaciones dicte el Gobierno Nacional.” 
 
“Artículo 82. INGRESO AL NIVEL EJECUTIVO. El ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía 
Nacional no podrá discriminar, ni desmejorar, en ningún aspecto la situación de 
quienes están al servicio de la Policía Nacional.” (Resaltado del Despacho) 

 

Posterior a ello, se profiere el Decreto 1091 de 1995, por el cual se reglamenta 

el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995, estableciendo en el Título 

I, del Capítulo 1, las asignaciones, primas y subsidios a que tendrán derechos los 

miembros regulados por esta norma, correspondiendo a un sistema salarial y 

prestacional totalmente diferente al establecido en los Decretos 1212 y 1213 de 

1990, en especial en lo relacionado con la asignación de retiro, como se advierte en 

su artículo 51, así: 

 

“Artículo 51. Asignación de retiro para el personal del nivel ejecutivo. El personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen 
los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, 
se le pague una asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por 
ciento (75%) del monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, 
por los primeros veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada 
año que exceda de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por 
ciento (100%) de tales partidas, en las siguientes condiciones:  
 
a) Al cumplir veinte (20) años de servicio y ser retirado por cualquiera de las siguientes causas:  
 
1. Llamamiento a calificar servicio.  
2. Voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional.  
3. Por disminución de la capacidad sicofísica para la actividad policial.  
4. Por haber cumplido sesenta y cinco (65) años de edad los hombres y sesenta (60) años de 
edad las mujeres.  
 
b) Al cumplir veinticinco (25) años de servicio y ser retirado o separado por cualquiera de las 
siguientes causas:  
1. Por solicitud propia.  
2. Por incapacidad profesional.  
3. Por inasistencia al servicio por más de cinco (5) días sin causa justificada.  
4. Por conducta deficiente.  
5. Por destitución.  
6. Por detención preventiva que exceda de ciento ochenta (180) días.  
7. Por separación absoluta en las condiciones establecidas en el artículo 68 del Decreto 132 de 
1995.  
 
Parágrafo. También tendrá derecho al pago de asignación mensual de retiro el personal del nivel 
ejecutivo de que trata el literal b) de este artículo, cuando cumpla los siguientes requisitos:  
 
1. Veinte (20) años de servicio a la Policía Nacional, y  
2. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad los hombres y cincuenta (50) años de 
edad las mujeres.” (Resaltado del Despacho) 

 

De ahí que, con la creación de la nueva carrera en la estructura de la Policía Nacional, 

denominada Nivel Ejecutivo, se estableció su propio régimen de administración de 

personal, diferente a las demás carreras policiales como Oficiales, Suboficiales, 

Agentes y personal no uniformado. 

 

No obstante, en Sentencia de 14 de febrero de 2007, el H. Consejo de Estado4 anuló 

el citado artículo 51, por considerarlo violatorio de la Constitución Política, en cuanto 

a la protección de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido 

beneficios mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever 

                                                 
4 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, con ponencia del Consejero Dr. Alberto Arango Mantilla, expediente No. 
11001-03-25-000-2004-00109-01 (1240-04). 
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un régimen de transición para el personal de Oficiales y Suboficiales, que ingresaron 

al Nivel Ejecutivo por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, 

máxime cuando la facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores 

públicos, debía contenerse en una ley marco, por estar sometida a reserva legal. 

 

Después, se expidió el Decreto 1791 de 2000, el cual, si bien buscó modificar las 

normas de carrera de personal de los Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y 

Agentes de la Policía Nacional, derogando los Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, 

no reguló expresamente sobre el régimen salarial y prestacional del personal del 

nivel ejecutivo. 

 

Luego, se emitió la Ley 923 de 2004, mediante la cual, entre otros asuntos, se fijó 

el régimen pensional y de asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza 

Pública, trazándose unos criterios y objetivos, que debían cumplirse para garantizar 

los mínimos derechos laborales y prestacionales de dichos servidores públicos, 

destacándose que para su entrada en vigencia, el personal de la Policía Nacional, 

estaba regido por los Decretos 1212 de 1990, para el caso de los Oficiales y 

Suboficiales, 1213 de 1990, para los Agentes, y 1091 de 1995, para el Nivel 

Ejecutivo. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del Nivel Ejecutivo, el artículo 49 del mencionado Decreto 1091 de 1995, contempló 

las siguientes: 

 
"Articulo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, al personal 
del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del servicio activo, se le liquidará las 
prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas. 
 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia. 
c) Subsidio de Alimentación. 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Servicio; 
f)     Una duodécima parte (1/12) de la Prima de Vacaciones. 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de las 
demás primas, subsidio, auxilios y compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 
1990 y en el presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de 
retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales".  

 

A su turno, el artículo 13 de la norma Ibídem, estableció para la liquidación de la 

prima de servicios, prima de vacaciones y prima de navidad, los siguientes factores: 

 
"Articulo 13. Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. Las bases 
de liquidación serán: 
a) Prima de servicios: Asignación básica mensual, prima de retomo a la experiencia y subsidio 
de alimentación. 
b) Prima de vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, subsidio 
de alimentación y una doceava parte de la prima de servicio. 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la experiencia, prima de 
nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava parte de la prima de servicio y una 
doceava parte de la prima de vacaciones".  

 

Las anteriores partidas computables, fueron ratificadas por el Decreto 4433 de 

2004, a través del cual se fijó el régimen pensional y de asignación de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública, y que se disponían para el reconocimiento de 

asignaciones de retiro, pensión de invalidez y pensión de sobrevivientes, como se 

dispuso en el artículo 23, así: 
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“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la 
pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía 
Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 
 
(…) 
 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes 
percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
 
PARÁGRAFO. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 
las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y compensaciones, serán computables para 
efectos de la asignación de retiro, las pensiones, y las sustituciones pensionales.” 

 
3.1.2. Incrementos de las partidas en la asignación de retiro, conforme al 

principio de oscilación: 

 

El principio de oscilación respecto al personal que integra el Nivel Ejecutivo de la 

Policía Nacional se encuentra reglamentado en los Decretos 1091 de 1995, artículo 

56, y 4433 de 2004, artículo 42, normas que en un idéntico sentido establecieron: 

 

"Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 
retiro y las pensiones de que trata el presente decreto se liquidarán tomando en cuenta 
las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad 
para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. 
En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 
regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 
menos que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 1091 de 1995) – Resaltado del 

Despacho 

 
"Articulo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las asignaciones 
de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto se incrementarán en el 
mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en actividad para cada 
grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo 
legal mensual vigente. 
 
El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos 
que así lo disponga expresamente la ley." (Decreto 4433 de 2004) – Resaltado del Despacho 

 

Bajo las preceptivas normativas expuestas, se tiene que, los incrementos 

introducidos en los factores salariales del personal activo, repercuten en las 

prestaciones periódicas de los miembros retirados, es decir, el reajuste opera 

automáticamente, cuando se altera la remuneración de los Oficiales, Suboficiales y 

Agentes al servicio del Estado, liquidación que integra una unidad jurídica, que se 

debe dar a los ajustes, que por efectos del paso del tiempo, se deben realizar con 

miras a garantizar su permanente actualización por efecto de la pérdida del poder 

adquisitivo, fundamentado en el principio rector de la Seguridad Social, consagrado 

en el artículo 53 Superior. 

 

Con base en lo expuesto, el Estado debe reajustar y pagar anualmente los beneficios 

prestacionales a su cargo, sin contemplar la posibilidad de acudir a otros estatutos, 

en atención a la prohibición expresa de la Ley 4a de 1992, que señala: 
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"Artículo 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 
desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos." 

 

Sobre el particular, el Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, Subsección A, en Sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia 

del Consejero Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas, expediente No. 25000-23-25-000-

2012-00088-01(3675-17), consideró en relación al principio de oscilación, lo 

siguiente: 

 

"2.2.1. Principio de oscilación 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas relacionados con las 
asignaciones de retiro y pensiones del personal de la Fuerza Pública. Busca introducir las 
variantes que perciben los miembros activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso 
de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado5 se expuso: «Para abordar este tema sea lo primero precisar 
que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una forma de actualización diferente a la 
que de manera general se ha establecido para las pensiones que devengan los servidores 
públicos y trabajadores privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que perciben los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos que se encuentran en 
retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, ya sea asignación de retiro o 
pensión de invalidez o los beneficiarios que reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien, el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del personal de oficiales 
y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 establece: 

 
Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las asignaciones de retiro y las 
pensiones de que trata el presente Decreto se liquidarán tomando en cuenta las variaciones 
que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán 
inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen 
ajustes prestacionales en otros sectores de la administración pública, a menos que así lo 
disponga expresamente la ley. 

 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de Oficiales Generales 
y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se tendrá en cuenta como sueldo básico, el 
porcentaje que como tal determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta 
materia, más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto.” (Resaltado del 
Despacho) 

 

En síntesis, de conformidad con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo Contencioso Administrativo, el 

principio de oscilación de las asignaciones de retiro, es entendido como una unidad 

jurídica inescindible, conformada por la totalidad de las partidas legalmente 

computables, que deben ser incrementadas de conformidad con las variaciones que 

en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad. 

 

3.2. Sobre la Representación de las Partes, la Capacidad para Conciliar, y 

la Autoridad competente para su celebración.  

 

Figuran como partes conciliantes, de un lado, el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, y 

de otro, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR, 

quienes actúan por medio de sus respectivos apoderados, debidamente facultados 

para conciliar, de conformidad con los poderes vistos en las páginas 39 y 76 del 

expediente digital. Acuerdo conciliatorio, que fue realizado ante el Procurador 125 

Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá, cumpliéndose de esta manera 

                                                 
5 Sentencia del 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010) 
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con los presupuestos establecidos por los artículos 2º y 6º del Decreto 1716 de 2009, 

artículo 53 del Código General del Proceso y el artículo 15 de la Ley 23 de 1991, pues 

acorde con las pruebas aportadas, las partes que acuden en conciliación extrajudicial, 

son plenamente capaces para ejercer derechos y contraer obligaciones, estando 

debidamente representadas, y la conciliación se realizó ante la autoridad competente. 

 

3.3. Sobre la Caducidad. 

 

Se entiende por caducidad de la acción, al fenómeno procesal en virtud del cual se 

pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el transcurso del tiempo 

fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad jurídica a las actuaciones 

de la administración.  

 

En consideración a que lo pretendido por el demandante, es el reajuste anual de su 

asignación de retiro, incrementando las partidas computables de subsidio de 

alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir del 31 de 

enero de 2015, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el sueldo 

básico y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación, y que el 

ejercicio del medio de control procedente, se impetra en contra del Acto 

Administrativo que niega dicho reajuste, esto es, el Oficio No. 20201200-010014481 

Id: 533248 del 29 de enero de 2020, observa el Despacho, que no está sujeto al 

término de caducidad, puesto que conforme al numeral 1.º literal c), del artículo 

164 del CPACA, la demanda en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, contra los actos administrativos que reconocen o 

niegan prestaciones periódicas, puede interponerse en cualquier tiempo, 

independientemente de la prescripción de las mesadas no reclamadas en tiempo, 

aspecto sobre el cual se referirá el Despacho más adelante. 

 

3.4. Sobre la Naturaleza Económica de las Pretensiones. 

 

En el caso bajo estudio, se advierte que la apoderada de la convocada aportó 

propuesta de conciliación, la cual fue aceptada por el apoderado de la parte 

convocante, relacionada con el reajuste anual de la asignación de retiro en favor 

del señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, incrementando las partidas computables de 

subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, a partir 

del 31 de enero de 2015, en los mismos porcentajes en que le fue incrementado el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, por el principio de oscilación. 

 

En relación con la posibilidad de conciliar sobre asuntos sometidos al conocimiento 

de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el artículo 2° del Decreto 1716 

de 2009, reglamentario del artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, dispuso: 

 
“Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso-administrativa. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas 
que los sustituyan. (...)” (Negrillas de la Sala) 

 

El asunto bajo estudio, en consecuencia, resulta conciliable, pues como quedó 

expuesto, busca precaver un litigio de conocimiento de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y 
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Restablecimiento del Derecho, toda vez que pretende el reconocimiento y pago de 

sumas de dinero a favor del convocante, negadas mediante el Oficio No. 20201200-

010014481 Id: 533248 del 29 de enero de 2020, acto administrativo que 

eventualmente, podría ser objeto de demanda, presentada en cualquier tiempo, ya 

que se trata de un acto que no accedió de manera favorable en sede administrativa 

al reajuste de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables 

de subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima 

parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, de 

acuerdo al principio de oscilación, y conforme a lo dispuesto en el literal c, del 

numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A., en este caso, no opera la caducidad del 

referido Medio de Control, por tratarse de una prestación periódica. 

 

Ahora bien, aunque las sumas reclamadas hacen parte de los derechos de origen 

laboral, que, por su naturaleza, en principio podrían considerarse no conciliables, en 

tanto son irrenunciables, de acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia ha aceptado la procedencia de los acuerdos conciliatorios, siempre y 

cuando a través de ellos se procure el mejoramiento del derecho y no su 

menoscabo. Es así, que al tenor de la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, 

pueden ser objeto de conciliación las sumas correspondientes a sanción moratoria 

e intereses6; los intereses comparten igual objetivo que la indexación, esto es, el de 

compensar la pérdida del poder adquisitivo del dinero por el transcurso del tiempo, 

y en consecuencia son susceptibles de conciliación. 

 

Así entonces, se tiene que, el acuerdo conciliatorio versa sobre derechos 

susceptibles de ser conciliados entre las partes. Adicionalmente, el derecho a la 

indexación, y el pago de los intereses que emergen como consecuencia del reajuste 

de la asignación de retiro con el incremento de las partidas computables de subsidio 

de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de la 

prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad, que es finalmente 

el aspecto sobre el cual el actor está cediendo en su derecho, resulta discutible y 

renunciable, por tanto, puede ser objeto de transacción, pues el reajuste de la 

prestación como tal, si se reconoce de forma completa.  

 

3.5. Sobre el Respaldo Probatorio del Acuerdo Conciliatorio y Análisis del 

caso concreto. 

 

En el expediente se encuentra probado, lo siguiente: 

 

- Solicitud de conciliación administrativa dirigida a la Procuraduría Delegada ante 

los Jueces de lo Contencioso Administrativo, radicada el 23 de abril de 2020. 

 

- Poder otorgado por el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO, al abogado Diego Abdón 

Tamayo Gómez. 

 

- Obra copia de la Hoja de Servicios No. 80498572, correspondiente al  

demandante. 

 

- Reposa en el expediente, copia de la Resolución No. 777  del 3 de febrero de 

2015, por medio de la cual, se reconoció asignación de retiro en favor del 

                                                 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Sentencia proferida diez (10) de 
septiembre de dos mil nueve (2009) dentro del proceso radicado con el número 520012331000200201211 01 (7653-2005). Consejera 
Ponente Dra. BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ.  
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Intendente de la Policía Nacional ®, BERNABÁ BAUTISTA SOTO, efectiva a partir 

del 31 de enero de 2015. 

 

- Así mismo, se observa liquidación de la asignación de retiro reconocida al 

Intendente ® BERNABÉ BAUTISTA SOTO, donde constan cuales fueron las 

partidas liquidables. 

 

- Obre en el plenario, histórico de pagos realizados al convocante por CASUR. 

 

- Se acreditó igualmente, la presentación del escrito de petición con radicado Id 

No.524958 de fecha 19 de diciembre de 2019, por medio del cual el convocante 

solicitó a la entidad demandada, el reajuste anual de la asignación de retiro, con 

el incremento de las partidas computables del subsidio de alimentación y las 

duodécimas partes de las primas de servicio, vacaciones y navidad, de acuerdo 

a los porcentajes en que fueron incrementados los sueldos básicos en actividad, 

en aplicación del principio de oscilación, desde el momento en que se causó el 

derecho.  

 

- La entidad demandada resolvió negativamente la referida petición, mediante el 

Oficio No. 20201200-010014481 Id: 533248 del 29 de enero de 2020, en el 

sentido de indicarle el ánimo conciliatorio que le asistía a la entidad. Bajo los 

parámetros allí establecidos. 

 

- En la hoja de servicios  dentro  del expediente digital se consigna la última unidad 

donde prestó sus servicios el señor BERNABÉ BAUTISTA SOTO. 

 

- Se observa constancia de recibido de la solicitud de conciliación, por parte de la 

Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado, del 23 de abril de 2020 . 

 

- Poder otorgado por la entidad convocada, al abogado Hugo Enoc Gálves Álvarez, 

para representarla en el trámite conciliatorio. 

 

- Certificación expedida por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en donde decidió proponer 

fórmula conciliatoria y se autorizó respecto a la actualización de las siguientes 

partidas y condiciones, así: 

 
El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 16 del 16 de enero de 

2020 considero conciliar en cuanto al reajuste de las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas 

partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes 

parámetros: 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 

2. Se conciliará el 75% de la indexación 

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de 

cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá 

lugar al pago de intereses. 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional correspondiente. 

En razón a lo anterior se realizará el reajuste a las partidas denominadas subsidio 

de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones 

a partir del año siguiente al retiro de la accionante ya que fue el primer reajuste 

realizado por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía, pero pagando a partir del 

19 de diciembre de 2016, dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el 

Decreto 4433 de 2004 en su artículo 43, tomando como fecha de inicio la petición 

radicada en la Entidad el día 19 de diciembre de 2019. 
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- Se allega Liquidación donde se efectúan los respectivos incrementos anuales a la 

asignación de retiro del demandante, desde el año 2015 hasta 2019, donde se 

observan las diferencias causadas. 

 

- Obra cuadro en el cual se expone cual fue el incremento salarial anual, desde el 

año 2015 hasta el 2019, e indicándose lo dejado de percibir por el actor. 

 
- Se observa Liquidación de la indexación de las diferencias causadas a favor del 

actor, desde 19 de diciembre de 2016 hasta el 23 de septiembre de 2020, 

indicándose la liquidación final del valor a pagar al convocante, por las diferencias 

causas en su asignación de retiro, en los siguientes términos: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR PARTIDAS COMPUTABLES NIVEL EJECUTIVO 

 

Valor de Capital Indexado     3.689.178 

Valor Capital 100%      3.496.523 

Valor Indexación        192.655 

Valor indexación por el (75%)      144.491 

Valor Capital más (75%) de la Indexación   3.641.014 

Menos descuentos CASUR      -137.120 

Menos descuentos Sanidad      -126.682 

 

VALOR A PAGAR      3.377.212 

 

Se tiene entonces que, al convocante le fue reconocida asignación de retiro, 

mediante la Resolución No. 777 del 3 de febrero de 2015, en cuantía equivalente al 

77% del sueldo básico en actividad, y las partidas legalmente computables del 

Decreto 4433 de 2004, la cual fue liquidada en la siguiente forma: 

 

Partidas liquidables, según se observa en la liquidación de la asignación de retiro 

allegada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, son las 

siguientes: 

 

Descripción Valor Total Adicional 

Sueldo básico .00 1,914.703  

Prima Retorno a la Experiencia 6.00 114,882  

1/12 Prima de navidad .00 219,490  

1/12 Prima de servicios .00 86.436  

1/12 Prima de vacaciones .00 90.037  

Subsidio de alimentación .00 44,876  

Prima Nivel Ejecutivo 20.00  382.941 

 TOTAL 2,470.424  

 % de Asignación 77%  

 Valor Asignación 1,902.227  

 

Ahora bien, al verificar el reporte histórico de bases y partidas del demandante 

consignado en la primera columna de la liquidación allegada con la propuesta 

conciliatoria de la entidad, respecto de su asignación de retiro, entre los años 2015 

a 2019, evidencia el Despacho, que solo el sueldo básico y la prima de retorno a la 

experiencia, variaron y se incrementaron año a año, no ocurriendo lo mismo 

respecto de las primas de servicios, navidad, vacaciones, y del subsidio de 

alimentación, como pasa a exponerse: 
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AÑO 2015 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.003.929,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

6.00% 120.235,74 

PRIMA NAVIDAD  219.489.59 

PRIMA SERVICIOS  86.435,88 

PRIMA VACACIONES  90.037,38 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  46.968,00 

AÑO 2016 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.159.633,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

6.00% 129.577,98 

PRIMA NAVIDAD  219.489.59 

PRIMA SERVICIOS  86.435,88 

PRIMA VACACIONES  90.037,38 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  46.968,00 

AÑO 2017 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.305.409,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

6.00% 138.324,54 

PRIMA NAVIDAD  219.489.59 

PRIMA SERVICIOS  86.435,88 

PRIMA VACACIONES  90.037,38 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  46.968,00 

AÑO 2018 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.422,754,00 

PRIMA RETORNO 
EXPERIENCIA 

6.00% 145.365,24 

PRIMA NAVIDAD  219.489.59 

PRIMA SERVICIOS  86.435,88 

PRIMA VACACIONES  90.037,38 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  46.968,00 

AÑO 2019 

Descripción de la partida Porcentaje Valor 

SUELDO BÁSICO  2.531.778,00 

PRIMA RETORNO 

EXPERIENCIA 

6.00% 151.906,68 

PRIMA NAVIDAD  229.366,62 

PRIMA SERVICIOS  90.326,62 

PRIMA VACACIONES  94.089,06 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN  49.081,66 

 

De lo anterior, se extrae, que la entidad demandada, al liquidar anualmente la 

asignación de retiro del actor, no dio estricta aplicación a lo dispuesto en el Decreto 

4433 de 2004 y la Ley 923 del mismo año, en el sentido de incrementar no solo el 

sueldo básico y la prima de retorno a la experiencia, sino también el subsidio de 

alimentación y las primas de navidad, servicios y vacaciones, las cuales sirvieron de 

soporte para la liquidación de la prestación mensual que actualmente devenga. 

 

Así entonces, al verificar el contenido de la fórmula conciliatoria obrante en el 

expediente digital, presentada por la entidad convocada, y aceptada en su integridad 

por el apoderado de la parte convocante, se tiene, que en la misma se ordena el 

incremento anual, desde el año del reconocimiento de la asignación de retiro al 

actor, con efectividad desde la fecha de prescripción, incluyendo todas las partidas 

computables, diferencia a la cual se le calcula la respectiva indexación, arrojando los 

siguientes valores a conciliar, así: 
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Índice Inicial (fecha de inicio del pago) 19/12/2016 

Índice Final (fecha de ejecutoria) 23/09/2020 

 CONCILIACIÓN 

Valor de capital indexado $ 3.689.178 

Valor capital 100% $ 3.496.523 

Valor indexación $    192.655 

Valor indexación por el (75%) $    144.491 

Valor capital más (75%) de la indexación  $ 3.641.014 

Menos descuento CASUR -$ 137.120 

Menos descuentos Sanidad -$ 126.682 

VALOR A PAGAR $ 3.377.212 

 

3.6. Sobre la Prescripción del Derecho. 

 

Para efectos de verificar, que el acuerdo conciliatorio objeto de estudio no resulte 

lesivo al patrimonio público, es menester examinar que la entidad no haya 

concertado el pago de obligaciones extinguidas por la prescripción trienal, prevista 

en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004 para las mesadas, porque el derecho al 

reajuste es imprescriptible, al ser prestación periódica. 

 

Debe tenerse en cuenta además, que el reajuste de la asignación de retiro, en virtud 

del principio de oscilación, aplicando el incremento anual establecido por el Gobierno 

Nacional para las asignaciones de retiro, como para las partidas computables 

correspondientes, a las primas de servicios, vacaciones y navidad, así como al 

subsidio de alimentación, deviene del artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, el cual 

dispuso que las asignaciones de retiro, “ se incrementarán en el mismo porcentaje en 

que se aumenten las asignaciones en actividad para cada grado”, así entonces, al darse 

aplicación a dicha norma, considera el Despacho, que el derecho reclamado queda 

sujeto a la prescripción que consagra la misma, esto es, la trienal. 

 

Así entonces, se tiene que, el accionante elevó petición ante la entidad convocada 

el 19 de diciembre de 2019, deprecando el reajuste de su prestación, razón por 

la cual, la entidad no se encuentra obligada al pago de las diferencias que resulten 

como consecuencia del reajuste, sobre las mesadas anteriores al 19 de diciembre 

de 2016, habida consideración, que frente a ellas operó el fenómeno de la 

prescripción trienal, tal como lo señaló la misma entidad en la propuesta conciliatoria 

debidamente aceptada por el apoderado del convocante y en la liquidación anexa a 

la misma (páginas 90-96 del expediente digital). 

 

3.7. Sobre la revisión de existencia de Lesividad del Erario. 

 

En criterio del H. Consejo de Estado, la verificación de legalidad de la conciliación a 

cargo del Juez Administrativo, implica que las causales aplicadas al proceso 

conciliatorio, tienen todas, el carácter de juicio de legalidad, por lo que la exigencia de 

alta probabilidad de condena también resulta aplicable a estos casos. Esa Corporación 

remite al artículo 73 de la Ley 446 de 1998 (que incorporó el artículo 65 A, a la Ley 23 

de 1991, compilado por el artículo 60 del Decreto 1818 de 1998), precisando que el 

acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias”, exigencia cuyo 

alcance jurisprudencial ha sido, que las mismas permitan deducir una condena contra 

el Estado -en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones judiciales 
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pertinentes-, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o 

violatorio de la ley7. 
 

Así mismo, el H. Consejo de Estado8 tiene por sentado, que: 
 

“Las normas sobre conciliación como formas de solución alternativa de los conflictos pretenden 
la descongestión de los despachos judiciales, con el fin de lograr un eficaz acceso a la 
administración de justicia y el consecuente cumplimiento de los principios que inspiran el 
ordenamiento y los fines esenciales del Estado, contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2 
de la Carta, en particular de la justicia, la paz y la convivencia. No obstante, el inciso tercero 
del artículo 73 de la ley 446 de 1998 que adicionó el artículo 65 de la ley 23 de 1991 establece 
límites a la autonomía de la voluntad de los entes públicos, lo cual encuentra su justificación en 
la menor capacidad dispositiva de tales entidades en relación con el sector privado, en razón de 
que aquéllas comprometen los bienes estatales. El reconocimiento voluntario de las deudas por 
parte de las entidades estatales debe estar fundamentado en las normas jurídicas que prevén 
la obligación, las elaboraciones jurisprudenciales y en pruebas suficientes acerca de todos los 
extremos del proceso, de manera tal que la transacción jurídica beneficie a la administración.” 

 

 

3.8. Conclusión.  

 

De las consideraciones expuestas, se concluye, que el acuerdo conciliatorio analizado, se 

fundó en objeto y causa lícita, sin vicios en el consentimiento de las partes, y sin que con 

él se desconozcan los derechos irrenunciables del empleado, se lesionen los intereses del 

Estado, o se afecte el patrimonio económico de la entidad. 

 

En consecuencia, se APROBARÁ la conciliación, sometida al conocimiento de este 

Juzgado.  

 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 

SEGUNDA, 

 

RESUELVE: 

 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio, celebrado el 23 de septiembre de 2020, 

ante el señor Procurador 125 Judicial II para Asuntos Administrativos, entre el señor 

BERNABÉ BAUTISTA SOTO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.498.572  

y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR, por la 

suma de TRES MILLONES TRESCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL DOSCIENTOS 

DOCE PESOS M/CTE ($3.377.212), conforme a lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

 

SEGUNDO: Esta Providencia y el Acuerdo Conciliatorio, contenido en el Acta de 

conciliación del 23 de septiembre de 2020, prestan mérito ejecutivo y hacen tránsito a 

cosa juzgada material, de conformidad con la Ley. 

 

 

TERCERO: Por Secretaría, a costa de las partes, expídanse copias del Acta de 

Conciliación y de la presente providencia, conforme a lo previsto en el artículo 114 del 

Código General del Proceso, con las constancias que sean del caso. 

 

 

 

                                                 
7 Exps. 17219 del 10 de agosto, 16758 del 9 de marzo, 16116 de 29 de junio todas de 2000; y 22232 del 22 de enero de 2003. 
8 Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Tercera, C. P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, Providencia de noviembre 10 de 2000, 
Rad. No. 18298. 
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CUARTO: En firme este Auto, por Secretaría ARCHÍVESE el expediente dejando las 

constancias a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 

 

 

 
 
 

Firmado Por: 
 

GUERTI  MARTINEZ OLAYA  
JUEZ CIRCUITO 
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